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Presentación y agradecimientos 

El sistema judicial -en tanto garante final de los derechos humanos­
tiene un rol central que cumplir en el régimen democrático argentino. Así, 
desde la explosión de la crisis en el año 2001 se ha impulsado un proceso 
de recomposición de la Corte Suprema de Justicia, con consecuencias insti­
tucionales muy relevantes. 

Sin embargo, durante los últimos 20 años, existieron otros intentos de re­
formas judiciales que han resultado estériles o han sido bloqueados por re­
sistencias corporativas. Muchos otros, que incluso se materializaron en leyes, 
han sido expresión de un discurso preocupante de demagogia punitiva. Se 
optó por el endurecimiento de la respuesta penal ante cualquier conflicto so­
cial, en clara contradicción con la función de garantía que debe guiar al sis­
tema de justicia. 

En este contexto, es preciso reconducir el debate político al papel que tie­
ne el aparato judicial en su conjunto en el control de los poderes públicos y 
en la protección de los derechos ciudadanos. El Ministerio Público Fiscal y de 
la Defensa son, para ello, organismos claves. 

La defensa oficial se ha convertido en un actor institucional central, fun­
damentalmente a partir del estallido de la crisis social. Nueve de cada diez 
personas sometidas a proceso en la Capital Federal demandan sus servicios. 
Por su parte, el rol del Ministerio Público Fiscal es esencial en la discusión 
pública sobre las facultades de persecución penal estatal, la seguridad ciu­
dadana, la defensa de intereses colectivos y difusos, y el trato a la víctima de 
un delito. Ambos organismos tienen un lugar estratégico en el desarrollo de 
políticas dirigidas a proteger los derechos fundamentales de las personas. 
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Ejes para una reforma del Ministerio Público 

En el marco de esta línea de trabajo, en julio de 2004, las organizaciones 
civiles que conformamos el foro Una Corte para la democracia* presentamos el 
documento Fiscales y defensores en la agenda democrática. Propuestas para 
el fortalecimiento del Ministerio Público** . Aquel texto puso de relevancia las 
debilidades y deficiencias -de funcionamiento, estructurales Y organizaciona­
les- que hoy impiden o entorpecen el cumplimiento de los objetivos antes 
mencionados. Además, a partir de la identificación de puntos estratégicos de 
reforma, el trabajo puso a consideración de las autoridades responsables, di­
versas propuestas que permitirían abrir un camino de transformación. 

En esta oportunidad, en el marco de la Colección Investigación y Análisis, 
el CELS publica un nuevo texto, Ejes para una reforma del Ministerio Públi­
co. Este documento, elaborado por el Programa Justicia Democrática, tiene 
el propósito de profundizar el análisis de las líneas planteadas en el primer 
trabajo y continuar el debate a través de una crítica puntual a la Ley Orgáni­
ca del Ministerio Público Nacional. 

La investigación propone entablar una discusión sobre la situación del Mi­
nisterio Público, que conduzca a definir con claridad sus capacidades de actua­
ción, la asignación de las responsabilidades funcionales y políticas de cada uno 
de los integrantes -fundamentalmente de sus jefes- y en forma urgente, a 
establecer un sistema de controles internos y externos, hoy ausente. La protec­
ción judicial de los derechos depende también de un trabajo de diseño institu­
cional sobre el Ministerio Público que lo democratice y lo torne transparente. 

Un punto central es que la Defensa Pública asuma una fun?ión en el. s~­
guimiento y monitoreo del sistema de justicia y d~~a~rolle polft1cas qu~. InCI­
dan en un ejercicio más efectivo de la defensa en JUICIO y en la prevenc1on de 
conductas estatales violentas. Tareas que hoy no cumple, más allá de los es­
fuerzos individuales de valiosos defensores oficiales. 

* Los documentos "Una Corte para la Democracia 1 y 11", elaborados a principios del 2002 pue­
den consultarse en www.cels.org.ar. El CELS elaboró estos documentos junto a la Asociac!~n por 
los Derechos Civiles (ADC), la Fundación Ambiente y Recursos Naturales (FARN),_ la Fundac1on Po­
der Ciudadano, el instituto de Estudios Comparados en Ciencias Penales Y Sociales (INECIP) Y la 
Unión de Usuarios y Consul)1idores. 

** Este documento puede consultarse en www.cels.org.ar 
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Presentación y agradecimientos 

Por su parte, las capacidades del Ministerio Público Rscal en la detección e 
investigación de los delitos se han visto profundamente cuestionadas. Es nece­
sario que este organismo reconduzca la actividad del sistema penal hacia deli­
tos de mayor complejidad, a desarmar redes y lógicas criminales. En tanto man­
tenga una visión recortada de su actividad seguirá contribuyendo a la existencia 
de oportunidades delictivas. En este sentido, deben impulsarse cambios que per­
mitan un uso sistemático de la información y un despliegue más inteligente de 
sus recursos, a través de un plan de acción al que puedan exigírsele resultados. 
El control de la violencia de las agencias de seguridad está directamente vincu­
lado con esta reorientación de los esfuerzos. 

Hoy el Ministerio Público actúa en forma aislada del resto de lo poderes 
estatales. No coordina sus políticas y las instancias de control, internas y ex­
ternas, carecen de virtualidad. El documento E;jes para una reforma del Mi­
nisterio Público propone una serie de medidas dirigidas a generar estas he­
rramientas. La capacidad que tiene este organismo para definir políticas de­
be encontrar su correlato en la apertura y la creación de estos espacios. 

Si bien el análisis está referido a la instancia federal, entendemos que es­
ta evaluación institucional y las propuestas que se desarrollan, pueden ser 
trasladadas a una discusión sobre los distintos ministerios públicos del país. 

Es ésta también una ocasión para presentar el Programa Justicia Democrá­
tica. Este nuevo Programa retoma y centraliza la agenda en temas de adminis­
tración de justicia que ya tiene muchos años de compromiso del CELS. Así, te­
mas como la aplicación del Derecho Internacional de los Derechos Humanos 
por los tribunales locales, la exploración de diversas estrategias de litigio, la ca­
pacitación a operadores jurídicos, el acceso a la justicia, las garantías judicia­
les, etc. ocuparon siempre un rol central en nuestra agenda de trabajo. 

La decisión de organizar este nuevo equipo de trabajo responde a la ne­
cesidad de incorporar la perspectiva de derechos humanos al debate sobre el 
sistema judicial incidiendo en forma directa en reformas institucionales. En 
esta lfnea, y tal como lo expresamos en párrafos anteriores, la protección ju­
dicial de los derechos fundamentales requiere cambios profundos tanto a ni­
vel normativo, como en las prácticas y la organización de las burocracias ju­
diciales. El Programa Justicia Democrática del CELS se propone contribuir en 
este proceso. 
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Son objetivos del Programa realizar investigaciones sobre el funciona­
miento de las instancias judiciales en relación con temas particulares, fisca­
lizar su funcionamiento y formular propuestas de reforma institucional que 
fortalezcan la vigencia de los derechos. Como temas centrales de su agenda 
se encuentran los conflictos de independencia judicial, el acceso a la justicia 
y la protección judicial de los derechos humanos, la transparencia y el acce­
so a la información en el ámbito judicial. 

La investigación que hoy presentamos fue elaborada por Paula Litvachky, 
intégrante del Programa, con la colaboración de Daniela Urribarri, Alberto Bo­
vino y Andrea Pochak, directora del Programa, y los aportes de la Asociación 
de Derechos Civiles (ADC) y el Instituto de Estudios Comparados en Ciencias 
Penales y Sociales (INECIP). La investigación recoge además el resultado de 
distintas experiencias y procesos de evaluación y análisis realizados por inte­
grantes del Ministerio Público Fiscal y de la Defensa. A ellos también va nues­
tro reconocimiento. 

Por último, un especial agradecimiento al Foreign and Commonwea/th Office 
a través de la Embajada Británica en Buenos Aires, que apoya el trabajo del 
Programa Justicia Democrática del CELS. 

10 

Víctor Abramovich 
Director Ejecutivo 
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1. Introducción 

Las condiciones institucionales necesarias para la efectiva protección de 
los derechos humanos constituyen un tema prioritario en la agenda de discu­
sión pública de nuestro país. En este sentido, una mirada sobre el funciona­
miento del sistema de administración de justicia permite afirmar que ha que­
dado relativizada su condición de último resguardo de los derechos Y liberta­
des fundamentales, y que es preciso impulsar las reformas necesarias para 

que asuma con responsabilidad esta función. 

En este contexto, el Ministerio Público es un actor fundamental para sumar 
al proceso de recambio de la justicia. Su capacidad de intervención en la defi­
nición de políticas sobre protección de derechos, acceso a la justicia, persecu­
ción penal o violaciones a los derechos fundamentales, pone en evidencia su 
responsabilidad estatal, lo expone a la necesidad de reconsiderar el trabajo de 
todos estos años y fundamentalmente de promover cambios. En esta línea, las 
propuestas que aquí se desarrollan pretenden ser un aporte que profundice ese 
debate necesario -y ya abierto- sobre el Ministerio Público. 

Es cierto, sin embargo, que la democratización y el mejoramiento de la 
justicia no se logran con una reforma normativa por sí sola. Ello no conduce 
necesariamente a un cambio profundo de las organizaciones. La reforma le­
gal es un instrumento más de un conjunto de medidas que debe incluir fun­
damentalmente un trabajo constante sobre la cultura organizacional Y las 
prácticas judiciales que conduzca al abandono de una tradición burocrática li­
gada al trámite come cuestión primordial y que esconde procesos injustos, 
violentos y desiguales1. De otro modo, las reformas que se efectúen volverán 

1. Como explica Mauricio Duce, la historia da los ministerios públicos fiscales, fruto de los sis­
temas inquisitivo reformados, está relacionada con una función de "carácter más bi~n burocrático 
y no un rol de investigadores activos, cuestión que normalmente era entregada a los JUeces de 1ns-

11 



~~--~~=~~~---~~-------- -- - -------- ---

Ejes para una reforma del Ministerio Público 

a ser absorbidas por la reproducción de las lógicas inquisitivas, tan propias 
de nuestros tribunales. 

Ahora bien, con esta advertencia, puede afirmarse que la Ley Orgánica del 
Ministerio Público (24.946) -en adelante LOMP, cuyo texto se encuentra ane­
xo en esta publicación- contiene deficiencias importantes vinculadas con el 
gobierno, la organización y el control del organismo que deben modificarse. 

La conclusión de esta investigación es que hace falta discutir, profundizar el 
análisis y trabajar en reformas que tiendan a una clara definición de las capa­
cidades de actuación del Ministerio Público, la asignación concreta y directa de 
las responsabilidades funcionales y políticas de cada uno de los integrantes 
-fundamentalmente de sus jefes- y en forma urgente, el diseño de un siste­
ma de control institucional interno y externo, hoy ausente. La protección judi­
cial de los derechos depende también de un trabajo de diseño institucional so­
bre el Ministerio Público que lo democratice y lo tome transparente2. 

En esta línea es también indispensable que el debate dé paso a una re­
forma integral del sistema procesal penal federal. 

trucción y realizada en la práctica por la policfa". Duce, Mauriclo, "El Ministerio Público en la refor­
ma procesal penal en América Latina: visión general acerca del estado de los cambios", p. 2, en 
www.cejamericas.org. Para un análisis del funcionamiento de los sistemas judiciales ver, entre 
otros, Méndez, Juan E., O'Donnell, Guillermo y Pinhelro, Paulo S. (comps), La (ln)efectiv/dad de la 
ley y la exclusión en América Latina, Buenos Aires, Paidós, 2002. Ver también Tlscornia, Sofía 
(comp.), Burocracias y violencia, Buenos Aires, Editorial Antropofagia, 2004. 

2. Marfa Fernanda López Puleio enumera las claves para analizar el sistema de defensa (aunque 
aplicable también al MPF): 1) analizar el 'modelo" o diseño elegido; 2) quién administra el sistema, có­
mo se organiza y controla la eficiencia de la prestación; 3) el mecanismo de selección de los abogados 
o fiscales y cómo se asignan los casos individuales; 4) cómo se financia el sistema. Lopez Puleio, M.F., 
'Justicia penal y defensa pública, la deuda pendiente', Revista Pena y Estado, no 5, 2002, p. 40. En la 
ley vigente estas cuestiones se.encuentran sumamente confusas y con serias deficiencias. 
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2. El Ministerio Público Fiscal y de la Defensa a la luz 
de sus objetivos institucionales: el abandono de una 
concepción que los confunde como unidad 

Como primera cuestión fundamental aparece, en la LOMP vigente la con­
fusión normativa entre el Ministerio Público Fiscal -desde aquí MPF- y el 
Ministerio Público de la Defensa -desde aquí MPD-; organismos que cla­
ramente poseen distintos objetivos institucionales y, por esta misma razón 
funciones específicas. . ' 

Como veremos en los puntos siguientes, el MPF se caracteriza por la fun­
ción de ~ersecución penal, investigación y búsqueda de aplicación de la ley 
penal, mientras que el MPD debe garantizar la defensa en juicio de todos los 
imputados y, por ello mismo, contradecir las afirmaciones que realice el MPF .. 
Más allá del sistema procesal particular, aquel que acusa y aquel que defien­
de en un proceso penal tienen tareas contrarías. Como organismos que agru­
pan Y dirigen a fiscales, por un lado, y a defensores por el otro, sus objetivos 
son necesariamente distintos y contrapuestos. · 

Es cierto que existen objetivos últimos, en términos institucionales, que 
pueden confluir o ser comunes, como por ejemplo, velar para que el sistema 
de administración de justicia sea respetuoso de las garantías constituciona­
les. Sin embargo, esta circunstancia no puede confundir los objetivos estra­
tégicos que deben guiar a cada uno. Esta misión general de todo organismo 
del sistema penal en un Estado de derecho sólo puede cumplirse a partir de 
sus propias funciones. La sola confusión funcional y organizacional de estos 
dos organismos antagónicos ya representa un riesgo para la protección de 
aquellas garantías. 

La regulación actual merece en esta línea una crítica muy fuerte. Por una 
parte, el artículo 120 de la Constitución Nacional reguló al MPF y al MPD en 
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forma conjunta, como organismo único con dos cabezas -el procurador ge­
neral y el defensor general- y con los mismos objetivos3. 

La LOMP, a su vez, ha profundizado estas deficiencias al reproducir la ex­
presión constitucional y regular las funciones y los principios de actuación y 
organización de cada uno, no sólo en la misma ley orgánica sino en los mis­
mos artfculos (pueden verse, fundamentalmente, los artículos 1 y 25 de la 
LOMP en el Anexo de esta publicación). 

De este modo, si bien la Constitución Nacional ha unido al MPF y al MPD en 
un mismo organismo bifronte, la interpretación de la ley reglamentaria debe es­
tar dirigida a no confundir sus especificidades en definiciones conjuntas. Así, la 
adecuada interpretación del artículo 120 debe ser aquella que le impone a la 
Defensa Pública la defensa de los intereses generales de la sociedad a la luz de 
sus propias funciones en el sistema de administración de justicia. Esto es, en 
concordancia con el principio que impone al defensor atender los intereses de 
su defendido como primera cuestión, en virtud de la garantía constitucional de 
defensa en juicio. La consecuencia de ello, como veremos en el punto siguien­
te, es que la defensa de los intereses generales no puede afectar el derecho de 
defensa en juicio de los imputados con defensor oficial. Una interpretación ade­
cuada del principio constitucional, entonces, sólo permite afirmar que el MPD es­
tará obligado a atender, desde su posición, cuestiones que indican, por ejemplo, 
problemas de diseño procesal o prácticas judiciales que afectan al sistema en 
general y que, por ello, perjudican su misión última, esto es, garantizar el acce­
so a la justicia y la inviolabilidad de la defensa en juicio. 

Una vez aclarado este punto, más allá de que se regule en una sola LOMP 
la estructura y el funcionamiento del MPF y del MPD, el legislador debe po­
ner atención en definir en forma específica las misiones y funciones de cada 
uno, así como los principios que rigen su actuación y organización. Sobre es­
tas cuestiones profundizaremos a continuación. 

3. El artfculo 120 de la Constitución Nacional establece que "El Ministerio Público es un órga­
no Independiente con autonomfa funcional. y autarqufa financiera, que tiene por función promover 
la actuación de la justicia en defensa de la legalidad, de los intereses generales de la sociedad, en 
coordinación con las demás autoridades de la República. Está integrado por un procurador general 
de la Nación y un defensor general de la Nación y los demás miembros que la ley establezca. Sus 
miembros gozan de Inmunidades funcionales e intangibilidad de remuneraciones" (el subrayado es 
nuestro). La objeción más Importante a esta disposición está vinculada con que al MPD se le asig­
ne la defensa de los Intereses generales de la sociedad. 
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3. El Ministerio Público de la D~fensa: su papel político, 
organización y funciones especificas 

3.1 El acceso a la justicia y la inviolabilidad 9e .la defensa 
como funciones primordiales de la Defensa Publica 

3.1.l El principio que gobierna a la Defensa Pública es la inviola~ilida~ ,de la 
defensa en juicio4. La consecuencia más important~ d~ esta af~rmac~on es 
que el defensor (y, por ende, también, el defensa: pu~llco u of1c1al) .solo e~­
tá obligado a defender los intereses de su defend.¡~o. Est~ es una dife,rencla 
determinante con el MPF al que lo define la func1on requirente y la bus~u~­
da del éxito en la aplicación de la ley penal. Es por ello que .'a Defensa Publ~­
ca debe organizar su trabajo de modo tal que qued~ .efect1va~ente garanti­
zado el derecho de defensa. Sin embargo, esta situac1o~ no esta d~l todo cla­
ra en la LOMP vigente en razón de la confusión normatiVa que explicamos en 

el punto anterior. 

Puesto en estos términos, queda en evidencia la importancia instituciona~ 
de un organismo como la Defensa Pública y la necesidad de fort~l~c.erlo. S1 

omo surge de los datos oficiales, los casos penales que llegan a JUICIO en la 
~iudad de Buenos Aires son afrontados en una proporción de nueve ~ un~ por 
la Defensa Pública, las deficiencias de gestión, estructurales y organ1zac1ona­
les, pueden tener un impact~ directo en violaciones al derecho de defensa en 

juicio en una enorme mayona de casos. 

4 
Por ello en respuesta a la definición legal se sostiene que el MPD no responde a un Inte­

rés ge~eral sin~ individual y que el defensor sólo está obligado al 'juego limpio", es decir, a mante­

nerse dentro de las reglas del proceso. 
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En el ámbito federal y de la ciudad de Buenos Aires se ha observado un 
incremento sustancial del porcentaje de casos en los que asiste al imputa­
do un defensor oficial. No existen cifras totales sobre la relación que hay 
entre defensa de oficio y defensa privada. Sin embargo, las cifras corres­
pondientes al momento del juicio pueden ser indicativas de la situación. 

En el afio 2000, en la instancia de juicio oral del fuero criminal de la 
ciudad de Buenos Aires, ocho de cada diez causas tuvieron defensor ofi­
cial, según se puede extraer del cruce de información entre las estadísticas 
de la Corte Suprema de Justicia de la Nación -en cuanto al número de 
causas penales iniciadas- y la cantidad de designaciones que recae sobre 
cada defensor oficial (informado por la Defensoría General de la Nación). 
Esta proporción pasó a ser de nueve a uno en 2002, segün las mismas 
fuentes. El significativo incremento puede verse si se tiene en cuenta que 
en 1994 ese porcentaje era del 64%5. 

3.1.2 Si la inviolabilidad de la defensa en juicio es la misión que guía al MPD, 
es preciso poner luz, también, sobre el papel institucional que puede (y de­
be) ejercer con el fin de crear las condiciones que den efectividad a esta ga­
rantía. En este sentido, su función política de control y monitoreo del sistema 
se puede manifestar en acciones estratégicas del defensor general -u otros 
defensores con cargos jerárquicos- quien, por su posición jerárquica, está 
en condiciones de hacer observaciones, denuncias o recomendaciones inter­
nas o externas, para que el sistema de administración de justicia garantice 
una defensa efectiva. 
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La investigación que llevó a cabo la Procuración General de la Nación 
sobre la existencia de procedimientos fraguados por la policía en el ámbi­
to de la Capital Federal es un ejemplo de aquellas cuestiones que pueden 
ser identificadas y controladas desde la Defensoría General de la Nación, 
temas que indudablemente hacen a su función específica. En esta investi­
gación se descubrió una práctica sistemática de armado de causas por al­
gunas de las dependencias de la Policía Federal a personas generalmente 
sin recursos. Si bien para la identificación de estas prácticas y su denun­
cia, la participación de algunos defensores oficiales fue determinante, la 

5. Cf. López Pulelo, María Fernanda, art. cit., p. 38, nota 65. 

El Ministerio Público de la Defensa 

estrategia de visualización del problema y el impulso de acciones para mo­
dificar estas prácticas surgió a instancias del MPF, que trabajó coordina­
damente con fiscales y defensores6. 

Otro ejemplo claro a partir del cual se pueden entablar acciones estra­
tégicas con impacto institucional es la posibilidad de la Défensa Pública 
de llevar casos a las instancias supranacionales de prot~ccion de los dere­
chos humanos. En este sentido, las recomendaciones y decisiones de las 
instancias internacionales pueden imponer al Estado obligaciones vincu­
ladas con cambios institucionales. 

Es muy importante que pueda potenciarse esta línea de trabajo, mediante 
esos mecanismos institucionales, para lograr una efectiva protección de Jos dere­
chos?. La LOMP debe definir con mayor claridad y en forma autónoma para el 
MPD las misiones y funciones que posee y encargar en forma explicita al jefe del 
organismo la definición de estas políticas. La despreocupada atención que ha caí­
do tradicionalmente sobre la Defensa Pública ha sido una regla en los países de 
Latinoamérica, y se ha manifestado en los magros presupuestos y en la concep­
ción de los defensores oficiales como meros auxiliares de la justicia. 

6. La práctica de procedimientos fraguados por la policía ha sido denunciada por el CELS ha­
ce varios años. Véase, en este sentido, CELS-HRW, La inseguridad po/lela/. Violencia de /as fuerzas 
de seguridad en la Argentina, Buenos Aires, Eudeba, 1998, pp.125-128. El relevamiento de los ca­
sos, con una descripción del modus operandi de la policía, se puede ver en la investigación reali­
zada por la Procuración General de la Nación sobre causas policiales fraguadas en la Capital Fede­
ral a partir de la creación de la Comisión Investigadora de Procedimientos Fraguados creada por re­
solución PGN 35/00. La Comisión recopiló los casos de Integrantes de la Policía Federal que, a tra­
vés de un mismo modus operandl, armaban causas penales a personas de muy bajos recursos y 
que finalmente resultaban imputadas penalmente por delitos graves. Muchos de ellos han llegado 
a ser condenados. La identificación de estas prácticas como sistemáticas fue posible fundamental· 
mente a partir del trabajo de cruzamiento de datos que .estaban dispersos en todas las fiscalías y 
juzgados de la Capital Federal. El octavo informe de la Comisión, actualizado al1 de mayo de 2003, 
da cuenta de un total de 75 casos. Para un análisis de estas prácticas policiales véase CELS, "Vio­
lencia en las prácticas policiales', en Derechos Humanos en Argentina. Informe 2002; capítulo IV, 
segunda parte, Buenos Aires, Siglo XXI-Catálogos, 2002. Véase también, llscornla Sofía y Sarra­
bayrouse Olivelra María José, "Sobre la banalidad del mal, la violencia vernácula y las reconstruc­
ciones de la historia", en Burocracias y violencia, o p. cit., pp. 63-7 4. 

7. María Fernanda López Pulelo remarca la idea de que en Latinoamérica lo fundamental es 
que exista una fuerte Institucionalización de la defensa oficial para que, "guiada por un importante 
nivel de compromiso con la protección de los derechos, pueda garantizar la defensa técnica eficien­
te en cada caso particular". López Puleio, Ma. Fernanda, art. cit., p. 47. 
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3.1.3 En este contexto, una herramienta indispensable para darle efectividad 
a estos enunciados es que la LOMP le atribuya expresamente facultades de 
investigación propia a los defensores públicos y asigne los recursos necesa­
rios para que esto no quede en una mera definición normativas. Es decir, la 
igualdad de armas que define un sistema procesal respetuoso de los dere­
chos del Imputado requiere que el defensor tenga las mismas atribuciones 
que el fiscal o el funcionario que realiza la investigación penal (en nuestro ca­
so el juez instructor, aunque esto es claramente un contrasentido con las afir­
maciones anteriores). Para ello, que pueda contar con investigadores propios 
parece un requisito central. Es preciso destacar este tema porque el fortale­
cimiento del MPD está íntimamente ligado a esta capacidad efectiva que in­
cluye, por ejemplo, realizar investigaciones, dar directivas a la policía, reque­
rir peritajes, entre otras cosas. Ésta es una cuestión que la LOMP vigente con­
templa en forma muy limitada y confusa en el artículo 26. 

Por ejemplo, la ley 19.718 de la Defensoría Penal Pública de Chile es­
tablece que corresponde al defensor regional autorizar la contratación de 
peritos para \a realización de \os informes que solicitaren los abogados que 
se desempeñen en la defensa penal pública, y aprobar los gastos para ello, 
previo informe del jefe de la respectiva unidad administrativa regional (ar­
tículo 20.h). El anteproyecto del Instituto de la Defensa Pública Penal de 
Guatemala contemplaba la creación de una Unidad de Investigación y Pe­
ritaje que tenia como función trabajar en la investigación de los casos del 
servicio público de defensa penal a fin de auxiliar al defensor en la inves­
tigación del caso y apoyar al servicio con su ciencia, arte o técnica para 
que los defensores públicos pudieran cumplir sus funciones. La lm idad se 
integraba con profesionales especializados que trabajarfan bajo las instruc­
ciones del director general y del defensor del caso concreto (artlculo 18). 
Sin embargo, esta unidad no fue aprobada en el proyecto que se sancionó 
por problemas presupuestarios. 

8. Ferrajoli advierte que "para que la contienda se desarrolle lealmente y con Igualdad de ar­
mas, es necesaria, por otro lado, la perfecta Igualdad de las partes: en primer. Jugar, que la defen­
sa esté dotada de la misma capacidad y de los mismos poderes que la acusación; en segundo lu­
gar, que se admita su papel contradictor en todo momento y grado del procedimiento y en relación 
con cualquier acto probatorio, de los experimentos judiciales y de las pericias al interrogatorio del 
imputado, desde los reconocimientos hasta las declaraciones testificales y los careos". Ferrajoli, 
Luigi, Derecho y razón. Teorfa del garantismo penal, Madrid, Trotta, 1995, p. 614. 
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3.1.4 Ahora bien, el MPD no está dedicado exclusivamente a los casos penales, 
sino también a garantizar el acceso a la justicia de personas sin recursos9

. En 
estos casos, el trabajo institucional de la Defensoría es indispensable para afron­
tar el aumento de la demanda de patrocinio gratuito por la profundización de la 
crisis económica de los últimos años. Más allá de la necesidad de recursos es 
muy importante que puedan pensarse líneas de trabajo institucionales que me­
joren la calidad del servicio que se preste. Una posibilidad que no ha sido desa­
rrollada es la de impulsar las acciones de interés público o de incidencia colec­
tiva que pueden mejorar la situación de un grupo de personas. 

Tanto en términos penales como no penales, esta capacidad -que po­
dría ser asumida por oficinas de la Defensoría General-- debe ser estudia­
da. Ello porque las acciones de interés público o colectivas no resultan con­
tradictorias con la defensa de los intereses individuales sino que, por el 
contrario, en muchos casos por razones estratégicas, conviene iniciar ac­
ciones de este tipo para obtener consecuencias que mejoren la situación 

de toda una clase1o. 

9; Como explica un informe elaborado por la Defensoría del Pueblo de la Ciudad de Buenos Ai­
res sobre acceso a la justicia '[l]a Defensoría General [ ... ] ha reco~?cldo [ ... ] la obligación ?el Esta­
do de suministrar el seNicio de defensa a Jos ciudadanos con relac1on a todas las matenas JUrídicas, 
y no solamente las cuestiones penales. Estas resoluciones, sin embargo, no hacen mención alguna a 
Ja forma concreta en que el patrocinio debe prestarse en los casos CIVIles, m a los organismos y/o fun­
cionarios que deben proporcionarlos (resolución 1189/98) [ ... ] Por un lado está el s¡stema de defen­
sa penal [ ... ] Por otro lado, están las actuales Defensorías Públicas Oficial~s de Pobres Y Ausent~s, 
Jas Defensorías de Menores e Incapaces y, en el fuero federal, la Defensona en lo CiVIl Y Comercial 
Federal y Contencioso Administrativo. Todas ellas dedicadas a aten~er los intereses de las personas 
pertenecientes a Jos sectores más vulnerables, con una salvedad: mientras que en el caso .de los au­
sentes y Jos menores la inteNención de la defensa es de oficio, en el caso de los pobr~s sol,~ se p:o­
duce cuando el interesado lo solicita'. Defensoría del Pueblo de la CIUdad de Buenos Aires, SeNIC!os 
de Patrocinio y Asesoramiento Gratuito en la Ciudad de Buenos Aires', 2001, p. 33. 

10 Véase en este sentido el hábeas corpus preventivo sobre condiciones de detención inter­
puesto ~or el CELS, que está rad,icado en la Corte Suprema de Justicia de la Nación con dictamen fa­
vorable del Procurador General (Expte. SCV 856/03 'Verbltsky, Horaclo- Representante del Centro de 
Estudios Legales y Sociales s/habeas corpus'). Esta acción podría haber sido Iniciada por la Defensa 
sobre todo en virtud del artículo 25, inciso 1 de la LOMP, que dispone que el MP debe "velar por la de­
fensa de Jos derechos humanos en los establecimientos carcelarios, judiciales, de policía y de inter­
nación psiquiátrica, a fin de que Jos reclusos e Internados sean tratados con el respeto ?ebld? ~ s~ 
persona, no sean sometidos a tortura, tratos crueles o degradantes Y tengan op.ortuna aslstenc!ajun­
dica médica hospitalaria y las demás que resulten necesanas para el cumplimiento de dicho objeto, 
pro~oviendo' las acciones correspondientes cuando se verifique vio/ación" (el subrayado es nuestro). 
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Asimismo, el sistema de acceso al servicio de defensa debe ser revisado. 
El artículo 60 de la LOMP prevé que intervengan defensores oficiales en cau­
sas civiles en aquellos casos en que se justifique un estado de pobreza o la 
persona se encuentre ausente. Sin embargo, este artículo ha sido interpreta­
do en forma restrictiva. En consecuencia, sólo personas indigentes acceden 
a este servicio. Por otra parte, la evaluación del requisito de pobreza en ma­
nos de Jos propios defensores ha producido conflictos e introducido cierto 

grado de discrecionalidad al sistema. 

Estas consecuencias negativas deberían contrarrestarse con una defini­
ción de los parámetros objetivos que habilitan la .asistencia gratuita, los cua­
les deberían garantizar como mínimo aquello establecido por el Código Pro­
cesal Civil de la Nación para la procedencia del beneficio de litigar sin gastos. 
En este sentido, el Código establece en su artículo 78 que la sola existencia 
de medios para la subsistencia no impide la asistencia o el patrocinio jurídi­
co a personas que por falta de recursos no puedan afrontar un proceso judi­
cial. Otra cuestión importante que debe definirse es la obligación de efectuar 
Jos actos de asistencia necesarios en los casos de urgencia, independiente­
mente de si Juego se continúa con el caso, o se cobran honorarios11. 

Los recursos destinados a esta tarea son muy deficientes y no es posible 
identificar, en la práctica, políticas institucionales de fortalecimiento de 
esta linea de trabajo más allá del iniciativas personales de los defensores. 
Para entender el estado de situación puede leerse en el Informe Anual de 
la Defensoría General de la Nación de 2001: 

" ... La situación de pobreza en general, reflejada en las 15 Villas de 
Emergencia existentes en el ámbito de la Capital Federal, como así tam­
bién los 150.000 desocupados más que se han sumado en este último afio 
(según informa el diario Crónica del 28 de junio) que eleva el índice al 
16% (2.000.000 en total), incide en la cantidad de personas que concu­
rren a las cuatro defensorías oficiales, que se encuentran imposibilitadas 
por falta de personal suficiente para absorber la totalidad de la demanda 
de patrocinio gratuito. Ello obliga a tomar sólo los casos más graves y ur-

11. Una explicación de los criterios formales e informales para tomar los casos, y los proble­
mas que genera la falta de definición de parámetros objetivos, se puede ver en el ya citado infor­
me de la Defensoría del Pueblo de la Ciudad de Buenos Aires, pp. 34-36. 
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gentes de personas en extrema pobreza [ ... ] Lamentablemente, muchos 
de ellos, por falta de medios para costearse el transporte o por no perder 
presentismo en el trabajo, tampoco llegan a efectuar la consulta[ ... ] Inci­
de también desfavorablemente la inadecuada infraestructura edilicia don­
de funcionan las Defensorías Oficiales ya que se carece de bafio público y 
de sala de espera, debiendo los peticionames esperar parados en los pasi­
llos [ ... ] También incide negativamente la falta de dependencias adecua­
das para las consultas. Las personas deben exponer sobre temas de índole 
privado delante de otros empleados o de otras personas que, simultánea­
mente, están siendo atendidas. Ello redunda en una ineficiente comuni­
cación entre el peticionante y el empleado que lo atiende [., .] La falta de 
adecuada información hace que deambulen por distintos edificios públi­
cos y organismos oficiales, llegando a la defensoría con un alto grado de 
irritabilidad, y en muchas oportunidades, con los plazos venCidos [ ... ] 
[Existe una carencia absoluta] de servicios auxiliares necesarios para la 
evaluación de las situaciones planteadas o de apoyo ante situaciones de 
violencia familiar, tales como asistentes sociales o psicólogos" (p. 349). 

3.2 La garantía de independencia técnica de los defensores 
como principio de actuación 

En el marco de estas definiciones un punto esencial está vinculado con 
los resguardos que la LOMP debe otorgar a la relación defensor-defendido. 
Esto está relacionado, básicamente, con aquello que mencionamos anterior­
mente sobre el mandato del defensor oficial: la persecución de los intereses 
del defendido en la estrategia de defensa, cuestión que no puede ser afec­
tada por presiones externas, internas, o directivas generales que puedan ser 
contrarias a estos intereses. Este resguardo, así como la cuestión de la con­
fidencialidad, no se encuentra regulado en la LOMP vigente12, 

En consecuencia, una herramienta para garantizar la efectividad de la defen­
sa en juicio es definir, como criterio de actuación para los defensores, la inde­
pendencia técnica, y enumerar en forma expresa Jos alcances de esta definición. 

12. El reglamento disciplinario de la Defensoría General de la Nación (resolución DGN 1252/98) 
contempla eri sus artfculos 5 y 6 la garantía de independencia técnica y confidencialidad .. 
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. ;n Guatemala,. por ej~mplo, se incorporaron las siguientes reglas: 
Independencia técnica. Para el. ejercicio de su cargo, el defensor públi­

co go~a de completa libertad, sin ninguna clase de restricción, influencia 
o presiÓn. ~] defensor podrá intercambiar opiniones técnicas en el <ímbi­
to del .Instituto de la Defensa Püblica Penal y recibir instrucciones y su­
ge.renclas para una defensa eficaz" (artículo 25 de la Ley del Servicio Pü­
bllco de ~efe~~a Penal). "Confidencialidad. Se garantiza fluida y reserva-
da comun1cac10n entre el defensor püblico y su representad E 1 · · d d o. n a acrt-
VI a .que ~ese~pefi~~ los defensores püblicos evitarán cualquier conflic-
to de lnteres y vwlacwn del secreto profesional" (artículo 26). 

3.3 La organización de la defensa: flexibilidad y descentralización 

O~ro ~je de análisis fundamental está referido a las cuestiones propias de 
organ¡zacJón y estructura del organismo. 

3:3:1 La concep~ión de la Defensa Pública como un organismo cuya misión 
b.as1ca es gar~nt1zar la inviolabilidad de la defensa, concretar líneas estraté­
g~c~s de trabaJo par~ el monitoreo del sistema de justicia y mejorar las con­
diCIOnes de acc.eso, Impone pensar en principios de organización adecuados 

tpar1 ~ e~~as funciones. En ,este sentido, los principios de flexibilidad y descen­
ra JzacJon parecen los mas apropiados. 

En los Cuadernos de la Defensa que se elaboraron con motivo de la re­
forma procesal penal en provincia de Buenos Aires, se establecía que la de­
fens~ ~ebía estar sustentada en la idea de descentralización y flexibilidad del 
serv1c10 a efectos de garantizar una mayor presencia de la defensa en todos 
los sectores de escasos recursos. Todo ello con el fin de adecuar la actuación 
de las unidades funcionales conforme las fluctuaciones de la demand d 1 
servicio. El d~f~nsor gener:1l departamental podría determinar la polític: g=­
neral ~el serv1c10 en su departamento, ejerciendo su dirección técnica y es­
tableciendo su estructura, ideando sistemas de asignación inteligente de ca­
sos y formación de equipos de defensores para casos específicos. 

En este punto se observan con claridad las deficiencias de la regulación 
vlge~te: prod~cto de pensar la organización de cada Ministerio Público en for­
ma 1nd1ferenc1ada. 
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La LOMP expresa que tanto el MPF como el f\'lPD se rigen por los crite­
rios de unidad, jerarquía e indivisibilidad (artículo 1). Sin embargo, el hecho· 
de que cada defensor deba gozar de independencia técnica, por ejemplo, 
contradice la idea de unidad e indivisibilidad ya que, a diferencia del MPF, los 
defensores no actúan en nombre de la Defensa Pública sino en el interés de 
su defendido. Dos defensores oficiales que asisten a dos imputados en una 
misma causa pueden necesitar diseñar líneas defensivas contrapuestas para 
lograr una mejor situación procesal a su defendido. 

Sin duda, la crítica no puede dirigirse al principio de organización jerárqui­
ca porque si bien es cierto lo afirmado en el párrafo anterior, la Defensa Pú­
blica -como institución- requiere que se definan estándares mínimos de 
actuación, o algunas cuestiones de organización, que sólo son posibles bajo 
estructuras de este tipo. De allí la importancia de la función de organización 
del defensor general, indispensable para garantizar un servicio de defensa efi­
ciente, sobre todo en temas como la distribución equitativa de trabajo (ma­
yormente en situaciones de sobrecarga) o las directivas vinculadas con el me­
jor ejercicio de la función. 

En consecuencia, hay que buscar una interpretación armónica entre el 
principio de organización jerárquica y la garantía de independencia técnica, 
sin definir a la Defensa Pública como un organismo único e indivisible. 

3.3.2 En esta línea, una organización jerárquica y flexible otorga al defensor 
general, o a quien se delegue la tarea, la posibilidad de organizar sus recur­
sos de un modo racional. Es muy importante que la LOMP haga mención a 
un sistema de asignación de casos, que sea definido reglamentariamente, 
sobre la base de criterios objetivos como la carga de trabajo, la especializa­
ción y la experiencia. 

La LOMP actual, sin embargo, ha optado por una concepción organizacio­
nal rígida que mantiene la lógica de un Ministerio Público estructurado "a ima­
gen y semejanza" del Poder Judicial. Los defensores públicos están divididos 
por fuero y por instancias, de acuerdo con las divisiones que ha tomado el 
Poder Judicial para ejercer su magistratura (artículo 4). 

Como consecuencia de ello, la distribución de casos queda supeditada a 
un sistema aleatorio de turnos o sorteo, vinculado a su vez con el turno de 
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los jueces. Así, al defensor de turno le ingresan en su Defensoría las causas 
que se inician en ese período de tiempo, sin atención a su especialidad, car­
ga de trabajo o necesidad de trabajo en equipo. Por otra parte, una vez con­
cluida la etapa de investigación y elevada la causa a juicio, un nuevo defen­
sor se hace cargo de la defensa. 

Queda en evidencia que este sistema resulta muy alejado de la lógica con 
la que debe funcionar este organismo, más parecido a un estudio jurídico que 
a un juzgado. El trabajo distribuido sobre la base de cargas de trabajo, espe­
cialización, equipos de trabajo e intervención del mismo defensor o equipo 
desde el inicio del caso hasta su finalización, parece la organización más con­
veniente y racional. 

Z4 

Pensar en una lógica propia de organización y de asignación de casos no 
apunta únicamente a una reingeniería administrativa del organismo sin 
más consecuencias que la mejora de los circuitos internos. Una reorgani­
zación de este tipo incide directamente en la calidad de trabajo de la De­
fensa Pública. Una organización y distribución racional de casos -inde­
pendientemente de la necesidad de más defensores- conduce a que el de­
fensor ordene mejor su trabajo, realice con mayor tiempo las entrevistas 
con el defendido y fundamentalmente pueda asistir a las audiencias, cues­
tión que en la actualidad resulta muy dificil y afecta en forma determi­
nante la calidad de las defensas. 

El Informe Anual del afio 2002 de la Defensoría General de la Nación 
revela la situación en la que trabajan los defensores oficiales de la Capital 
Federal en el fuero de instrucción. Los defensores sefialan en forma recu­
rrente que el incremento del trabajo de los últimos afios no se ve acom­
pañado de mayores recursos o alguna reorganización de las tareas, más 
que la designación de algunos de los empleados de la Defensoría como de­
fensores "ad hoc". Así, por ejemplo, hay defensores que manifiestan ha­
ber tenido veinte entrevistas previas a la indagatoria en un mismo día (p. 
657) u otros que expresan que entre la cantidad de intervenciones y las 
causas con detenidos "resulta materialmente imposible la presencia perso­
nal[ ... ] para atender los innumerables actos procesales que cada causa de­
manda ... " (p. 662). 

En las pequeñas jurisdicciones se puede observar, también, cómo se re­
lacionan los problemás de organización y la calidad del servicio que se 
brinda. En estos lugares, generalmente, trabaja un solo defensor oficial. 
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Por esta razón, en un número importante de casos este único defensor de­
be atender la defensa de imputados que por su situación procesal requie­
ren estrategias defensivas contrapuestas. Esto marca un claro conflicto de 
intereses para el defensor, situación que debe ser atendida con mucha se­
riedad por parte de la Defensoría General. 

3.3.3 A su vez, la forma en que se defina la integración del MPD es funda­
mental, ya que esto repercute en la interpretación de los alcances de las fa­
cultades del jefe del organismo. 

En este sentido, la LOMP queda limitada a la definición de una estructu­
ra nuevamente atada a la del Poder Judicial. Una solución podría ser la eli­
minación de la referencia de los cargos al tribunal ante el que .actúan y una 
cláusula que permita, por lo menos, organizar el trabajo de los defensores de 
la misma jerarquía. 

En la Ley del Servicio Público de Defensa Penal de Guatemala (decre­
to n° 129/97), el Instituto de la Defensa está integrado por un director 
general, el Consejo del Instituto, los defensores públicos, el personal au­
xiliar y administrativo y el personal técnico (artículo 8). En Chile, la De­
fensa Penal Pública se organizó con defensorías regionales, a cargo de de­
fensorías locales distribuidas en la región, en las que trabajan defensores y 
se licita el trabajo de abogados privados. Más allá de que estos países op­
taron por defensas públicas mixtas, los defensores de planta no están di­
vididos de acuerdo con las competencias materiales o territoriales del Po­
der Judicial. La provincia de Buenos Aires, que mantiene la tradición ar­
gentina de defensas públicas sin participación de abogados privados, se 
organizó con defensorías departamentales y unidades funcionales de de­
fensa. Sin embargo, en algunos'departamentos judiciales se han visto dis­
torsiones como la asignación de un defensor por tribunal oraJI3. 

13. CELS, "Informe sobre el sistema de justicia penal en la Provincia de Buenos Aires", en el marco 
del Proyecto de Seguimiento de /os procesos de reforma judicial en América Latina del Centro de Estudios 
de Justicia de las Américas (CEJA), versión preliminar, 2003, p. 44 y ss., en WMV.cejamericas.órg. 
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3.4 La función estratégica del defensor general: la 
necesidad de redefinir su papel 

En la medida en que se defina conceptualmente el trabajo del MPD en la 
dirección propuesta y el objetivo esté dirigido a profundizar los mecanismos 
institucionales que lo posicionen como un actor determinante en el control 
del funcionamiento del sistema de administración de justicia, el papel del de­
fensor general cobrará absoluta relevancia. Se torna indispensable, en este 
sentido, una correcta regulación de sus funciones relativas al gobierno y ad­
ministración de la defensa. 

En este caso hay que hacer una distinción. Por un lado, los problemas de 
regulación normativa que impiden -o al menos no incentivan_:_ que el de­
fensor general asuma esta función. Por otro lado, la necesidad de que el per­
fil de quien esté al mando del organismo sea el adecuado para ejercer con 
creatividad y compromiso una función, que requiere la definición constante 
de estrategias dirigidas a mejorar el trabajo de la defensa14. 

La LOMP le otorga facultades al defensor general para promover y ejecu­
tar políticas que faciliten el acceso a la justicia de los sectores discriminados 
(artículo 51, inciso e), así como realizar todas las medidas conducentes a la 
defensa y protección de los derechos humanos (inciso d). En términos nor­
mativos, entonces, las facultades previstas para el defensor resultan adecua­
das, aunque la Defensoría General no haya tenido una política muy activa en 
su ejercicio. 

Sin perjuicio de esto, existen dos temas sobre los que sería necesario pro-
fundizar y evaluar cambios normativos. · 

3.4.1 Las instrucciones en la defensa deben estar limitadas, como vimos, por 
la independencia técnica de los defensores y por la necesidad de que el de­
fensor tenga como prioridad los intereses de su defendido por encima de 
cualquier otro interés general. En este caso, el defensor general no podría im-

' 14. Sobre este último punto se puede observar que, más allá del trabajo constante de algu-
nos defensores, no ha existido por parte del actual defensor general un trabajo activo en el desa­

. rrollo de estrategias institucionales que pudieran redundaran en un mejoramiento de las condicio­
nes procesales de los Imputados o del sistema de administración de justicia en general. 
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partir instrucciones que establecieran una política general del organismo que 
afectara la situación de algunos imputados. Por ello se sostiene que las ins­
trucciones, en el ámbito de la defensa, deben estar dirigidas al fortalecimien­
to del caso individual o a cuestiones de organización qUe tiendan a mejorar 
el servicio que se presta. Las instrucciones son legítimas en la medida que 
respeten estos principios. En la misma línea debería revisarse el artículo 51.4 
de la LOMP que habilita al defensor a impartir instrucciones particulares. 

En consecuencia, las instrucciones que el defensor general puede dictar 
son una herramienta muy importante para organizar de un modo eficiente el 
trabajo conjunto, aunque tienen un límite material claro. A su vez, como en 
cualquier organismo jerárquico en el que está permitido el dictado de órde­
nes, debe existir un sistema de control y revisión que garantice a los inferio­
res la posibilidad de discutir, por razones fundadas, la instrucción impartida. 
Además, debe prever instancias de control de gestión que permitan identifi­
car la falta de cumplimiento de estas directivas. 

En este sentido, la LOMP vigente contiene problemas importantes ya que 
vuelve a regular la cuestión en forma conjunta para el MPF y el MPD. Por los 
diferentes criterios que los rigen, las instrucciones no pueden tener el mismo 
contenido, y por ello, los mismos límites y efectos. 

Una reforma de la LOMP debe estar dirigida a modificar esta situación y 
definir en forma autónoma el sistema de instrucciones para el MPD, sus al­
cances, el trámite y las consecuencias de las objeciones. 

3.4.2 La facultad del defensor general de organizar los recursos del modo 
más eficiente posible debe implicar también la atribución para armar grupos 
de trabajo en la medida en que sea necesario y romper la estructura rígida 
por la cual se asocia un cargo de defensor con una unidad funcional, la "De­
fensoría". La multiplicación de estructuras que esta rigidez impone resulta ina­
decuada para una racional distribución de recursos y de trabajo. 

En la actualidad, el defensor general puede disponer la actuación conjun­
ta de defensores aunque "respetando la competencia en razón de la materia 
y el territorio". Como dijimos, estas divisiones en la defensa carecen de sen­
tido, son ineficientes e incompatibles con los objetivos institucionales de la 
Defensa Pública. 
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La LOMP debe regular en forma amplia la facultad del defensor general 
de distribuir el trabajo sobre la base de un sistema de asignación de casos 
objetivo y la posibilidad de crear grupos de trabajo. Estos criterios pueden te­
ner que ver con una asignación por cargas de trabajo15, especialización o ex­
periencia, cuestión que se facilita cuando se organizan grupos con un defen­
sor jefe o coordinador, que tiene la responsabilidad de asignar los casos en­
tre los defensores del grupo. 

Asimismo, la creación de un Consejo Asesor, con facultades para eva­
luar los reglamentos que se dicten, los procesos de designación de funcio­
narios y las cuestiones disciplinarias, representa una instancia de control 
interno que equilibra las atribuciones del jefe del organismo. Este consejo 
podría estar integrado por representantes de la defensa y de otras institu­
ciones que incorporen una mirada externa. Por ejemplo, colegios de abo­
gados, universidades u organismos no gubernamentales. Asimismo, se po­
drían fijar criterios de composición (geográficos, jerárquicos, etc.), que ga­
rantizaran cierta representatividad. 

Aquí es preciso hacer una anotación. Las capacidades amplias de organiza­
ción y gobierno, así como de reglamentación del defensor y procurador, han si­
do generalmente resistidas por los demás miembros del Ministerio Público. El ar­
gumento principal para esta oposición es el riesgo que dichas facultades podrían 
implicar para la autonomía de fiscales y defensores. Por ello, esta actitud ha si­
do compartida tanto. por los sectores que se ampararon en una interpretación 
amplia de la autonomía para tener un margen de acción por fuera de los cana­
les legales, como por aquellos que han visto en esta autonomía un resguardo 
frente a intervenciones arbitrarias e ilegítimas sobre su actividad cotidiana. 

Sin embargo, esta estrategia no parece haber dado buenos resultados 
para quienes pretendían quedar protegidos de esas injerencias. A su vez, es­

. ta pretensión de autonomía funcional redundó en la dificultad de exigir a la 
institución resultados concretos. El problema ha girado en todos estos años 

15. En la provincia de Córdoba el Tribunal Superior de Justicia reglamentó la distribución de 
causas en la etapa de juicio, por ejemplo, a través de un sistema de cargas de trabajo con ponde­
ración de cada expediente según algunos criterios objetivos como cantidad de imputados o canti­
dad de hechos. 
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en torno a la imposibilidad de diseñar una institución con una clara asigna­
ción de responsabilidades y una política sostenida de rendición de cuentas. 
,Una estructura rígida, que no promueve la coordinación de acciones, ha re­
sultado ineficiente para cualquier intento de definición de una política cohe­
rente del Ministerio Público. Esta investigación apunta a que se puedan defi­
nir correctamente las atribuciones de los responsables máximos del organis­
mo y generar la coordinación necesaria para un trabajo adecuado, en el mar­
co de instancias efectivas de control internas y externas. 

3.5 El fortalecimiento de la autonomía presupuestaria 

La cuestión presupuestaria es central si se piensa en el fortalecimiento 
institucional de cualquier institución. Conferir a un órgano autarquía finan­
ciera y autonomía funcional es una forma de determinar la extensión o el 
grado de poder de decisión del ente. El Ministerio Público por el artículo 120 
de la Constitución Nacional tiene la facultad de actuar por sí mismo y de ad­
ministrarse a sí mismo. El hecho de que la competencia del Ministerio Pú­
blico, en relación con la ejecución y administración de su presupuesto, pro­
venga de la Constitución, Impide el ejercicio de estas facultades por cual­
quier otro poder del Estado. 

De este modo, el punto básico a considerar es la existencia de mecanis­
mos que garanticen efectivamente la autarquía financiera prevista constitu­
cionalmente ya que, como es sabido, la sola mención normativa no alcanza 
para afirmar que un organismo tiene plena administración y disposición de 
sus fondos. La atención debe estar no sólo en la cantidad y origen de los re­
cursos, sino también en los rubros con los que se integra, en el modo como 
se discute con el Poder Ejecutivo y el Congreso, y en la forma como se trans­
fiere y dispone el dinero. Fundamentalmente se deben asegurar los recursos 
suficientes para un adecuado funcionamiento y que el responsable pueda to­
mar decisiones propias sobre su ejecución. Los límites e imposiciones exter­
nas sobre esta administración representan, por una parte, una injerencia so­
bre otro poder estatal autónomo, y por la otra, .en términos de gobierno del 
organismo, un obstáculo a cualquier posibilidad de plimificación seria por par­
te de su responsable político. 
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Desde esta perspectiva, tres son las cuestiones que relativizan la defini­
ción constitucional que otorga autarquía financiera al Ministerio Público. Por 
un lado, el modo como se conforma el presupuesto, que en el caso del Mi­
nisterio Público se integra únicamente con fondos del Tesoro Nacional cuan­
do es fundamental que pueda contar con fondos propios. En esta situación, 
el MP debe competir por los fondos en igualdad de condiciones con cualquier 
otro ministerio del Poder Ejecutivo. El Poder Judicial, por ejemplo, fue dotado 
de recursos propios con la recaudación de la tasa judicial y un porcentaje de 
los Impuestos nacionales para garantizar su calidad de ente autárquico. En 
segundo lugar, la última palabra en la discusión sobre el presupuesto queda 
en manos del Poder Ejecutivo que no está obligado a respetar lo solicitado en 
su programación presupuestaria por el procurador general o el defensor ge­
neral. Por último, para comprometer y ejecutar su presupuesto el MP depen­
de de la autorización, a través de cuotas trimestrales, de la Oficina Nacional 
de Presupuesto del Ministerio de Economía. Por este sistema, el Poder Eje­
cutivo puede dar las autorizaciones pertinentes aunque por un monto distin­
to al solicitado, bajo el amparo de la recaudación impositiva del período. Es­
ta situación conduce a una negociación constante para la habilitación de fon­
dos, lo que hace casi imposible planificar y disponer del presupuesto de 
acuerdo con las prioridades que se establezcan. 

Estas dificultades son particularmente graves para el MPD ya que, como 
vimos, el porcentaje de casos asumidos por defensores oficiales se ha incre­
mentado sustancialmente. En la etapa de juicio -en el orden nacional-, la 
proporción ha llegado a ser de nueve defensores oficiales a una defensa par­
ticular. Y sin embargo este aumento no se ha visto acompañado por ninguna 
política seria de fortalecimiento presupuestario. El estado de cosas ha varia­
do desde que se creó el MP y se decidió qué proporción se llevaría el MPF y 
el MPD. Es necesario adecuar el presupuesto, y su forma de ejecución, a una 
situación donde la Defensa Pública se hace cargo de por lo menos el 80% de 
los casos penales. En este contexto, la sobrecarga de trabajo y la mala ad­
ministración de la defensa repercuten en forma directa -'-Y muy grave- so­
bre el ejercicio efectivo del derecho de defensa en juicio de los imputados. 
Los defensores deben tener tiempo de preparar sus casos, definir sus propias 
líneas de investigación para el descargo, concurrir a las audiencias, a la re'a­
lización de pericias y tener contacto periódico con los imputados detenidos, 
lo que implica la visita constante a las cárceles. Con pocos recursos -mal 
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administrados- y sin una evaluación cierta de la. demanda actual, estas 
cuestiones indispensables para una defensa efectiva difícilmente puedan ha­
cerse salvo que se pretenda recurrir al mero voluntarismo. Esto lleva .induda­
blemente a la necesidad de una decisión política seria que proporcione los 

recursos para afrontar este incremento de la demanda. 

De acuerdo con la información que surge de los Informes Anuales del 
MPF y del MPD, el presupuesto del MP se conforma t'micamente con los 
aportes del Tesoro Nacional. Más allá de que los responsables de e~tos or­
ganismos sostienen que es necesario aumentar el presupuesto asignado, 
remarcan que es aún más importante si el presupuesto contempla fondos 
propios para el MP y cómo es el sistema de transferencia de los .f~ndos. 

Según establece la ley 23.853, Ley de Autarquía, el Poder Judicial de la 
Nación cuenta con un doble financiamiento. Por un lado, los recursos 
aportados por el Tesoro Nacional y, por el otro, los recursos propio~: E~­
ta fuente de financiamiento está compuesta del cobro de la tasa de ¡usn­
cia y del 3,5% de los recursos tributarios que le corresponde en forma au­
tomática a la Nación. Además de los recursos aduaneros y otros recursos 
tributarios nacionales excluidos de la coparticipación. El artículo 6 de esa 
ley establece que el Banco de la Nación Ar.gentina debe tra~~ferir en for­
ma diaria y automática a una cuenta especial del Poder Judicial de la Na­
ción esa recaudación. Por el contrario, el MP sólo recibe los aportes del 
Tesoro Nacional que son transferidos periódicamente por el Ministerio de 
Economía, de acuerdo con el sistema de cuotas de compromiso y deven­
gado asignadas trimestralmente y que lo sujeta a una negociación cons­

tante para la transferencia de los fondos. 
Los cuadros que siguen muestran la distribución del presupuesto pai:a 

toda la justicia nacional. Se advierte el peso determinante del Poder Judt­
cial,que se lleva el82o/o. A su vez, dentro del Ministerio Público, el MPF 
tiene el 70% del presupuesto. El gráfico n°1 muestra la evolución del pre­
supuesto del Ministerio Público d~sde 1~97, que debe .co~l~l~men.tat:se 
con el cuadro no3 que muestra la dtferencia entre el crédito uucial pievts­
to para 2003 y el proyectado para 2004. Se observa a partir de ellos que 
si bien la Defensa Pública fue beneficiada con un incremento mayor al del 
Poder Judicial y el del MPF, todavía no representa un presupuesto acorde 

con las nuevas demandas. 
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Por otra parte, el Ministerio Público no es el que define en última ins­
tancia su propio presupuesto. Según el artículo 22 de la LOMP, el MP de­
be enviar el anteproyecto al Ministerio de Economía para ser incorpora­
do al Presupuesto Nacional. Sin embargo, el Poder Ejecutivo no está obli­
gado a respetar lo que solicita el MP. Un antecedente importante es el he­
cho de que el mencionado artículo 22 de la Ley Orgánica sancionada por 
el Congreso en 1998 tenía un tercer párrafo que establecía que el Poder 
Ejecutivo estaba obligado a incorporar sin modificaciones al proyecto de 
presupuesto general el anteproyecto enviado por el procurador y defensor 
y sólo podía hacer observaciones. Sin embargo, este párrafo fue vetado por 
el Poder Ejecutivo {decreto 300/98), lo que dio lugar a la situación actual. 
En el apartado 4.7 de este documento se informa que para el2003 el Mi­
nisterio de Economía envió al Congreso de la Nación un presupuesto 
30% inferior al solicitado por el procurador general. 

Cuadro n~ 1 
Presupuesto asignado a toda la Justicia Nacional ·Año 2003 

Jurisdiéción Crédito Inicial % sobre Total Justicia Nacional 

Poder Judicial de la Nación 693.583.327 81,76% 

Ministerio Público Fiscal 105.974.604 12,49% 

Defensorfa General de la Nación 48.737.135 5,75% 

Total Justicia Nacional 848.295.066 100,00% 

Fuente: Procuración General de la Nación. Informe Anual 2003 

Cuadro n~ 2 
Presupuesto Ministerio Público · Año 2003 

Crédito Inicial % sobre Total Ministerio Público 

Ministerio Público Fiscal 105.974.604 68,50% 

Defensorfa General de la Nación 48.737.135 31,50% 

Total Ministerio Público 154.711.739 100,00% 

Fuente: Procuración General de la Nación. Informe Anual 2003 
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Gráfico n~ 1 
Evolución del presupuesto Ministerio Público· Años 1997-2002. 
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Fuente: CELS, en base de datos del Programa integral de Reforma Judicial -Ministerio de Justicia, 
Seguridad y Derechos Humanos de la Nación-, de la Defensorfa General de la Nación y la 

Procuración General de la Nación. 

Cuadro n~ 3 
Evolución del Presupuesto Año 2003 a 2004 para toda la Justicia Nacional 

Jurisdicción Crédito Inicial Ley de Crédito Inicial Proyecto Diferencia 

Presupuesto 2003 de Presupuesto 2004 

Poder Judicial de la Nación 693.583.327 726.072.905 32.489.578 (4,5%) 

Ministerio Público Fiscal 105.974.604 110.966.000 4.991.396 ( 4,5%) 

Defensor/a General de la Nación 48.737.135 51.444.000 2. 706.865 (5,2%) 

Total Justicia Nacional 848.295.066 888.482.905 40.187.839 

Fuente: Procuración General de la Nación 

Por último, si bien por el artículo 22 de la LOMP y el 34 de la Ley de 
Administración Financiera (ley 24.156), el MP está exceptuado del régi­
men impuesto a la administración pública referido a la obligación de pro­
gramar para cada ejercicio la ejecución física y finanCiera de acuerdo con el 
sistema de compromisos y devengados {la acreditación de cuotas trimestra­
les), a diferencia del Poder Judicial, quedó igualmente supeditado a ese ré­
gimen. Esto puede tener explicación en que la Ley de Administración Fi­
nanciera remite al artículo 22 de la LOMP, aunque éste nada dice al res­
pecto. Por ello puede haberse interpretado que el MP debe seguir el mis­
mo régimen que el resto de la administración, lo que en la práctica lo de­
ja en la misma posición que cualquier ministerio del Poder Ejecutivo. Es-
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ta situación lo aleja decididamente de su condición de ente autárquico. Por 
el contrario, la Ley de Autarquía del Poder Judicial en su artículo 5 dispo­
ne que la CSJN está facultada para disponer las reestructuraciones y com­
pensaciones que considere necesarias, dentro de la suma total correspon­
diente al Poder Judicial en el Presupuesto General de la Administración 
Nacional. Asimismo queda facultada para requerir anticipos de fondos. 

Lo expuesto pone en evidencia la situación en la que se colocó al MP en 
relación con la autarquía financiera y su autonomía. El Poder Ejecutivo median­
te el veto de una parte fundamental de la LOMP (la última frase del artículo 22) 
y una práctica que desnaturaliza la excepción legal en relación con el modo en 
que se transfieren los fondos, ha logrado torcer la clara intención del Congreso 
de garantizar la autarquía del organismo con estas previsiones legales. 

En consecuencia, los problemas del MP en general, y del MPD en parti­
cular, referidos a su condición de organismo autárquico son varios. En primer 
lugar, es indispensable que el MP quede en igualdad de posición con el Po­
der Judicial y cuente con fondos propios. Esto se resuelve con una decisión 
política de redistribuir los fondos de acuerdo con el protagonismo que se exi­
ge al MP, sus nuevas funciones y responsabilidades. En segundo lugar, es ne­
cesario reintroducir la fórmula vetada en el artículo 22 y asegurar una fuente 
de recursos independientes del Tesoro Nacional, que garantice al MP que el 
Poder Ejecutivo no podrá hacer modificaciones que desnaturalicen el proyec­
to enviado por el procurador y defensor. Esto repercute en la necesidad de 
que se llegue a un verdadero acuerdo entre los distintos poderes. Por último, 
se requiere otra modificación del artículo 22 para garantizar al MP la ejecu­
ción de su presupuesto sin estar sujeto al régimen de autorización trimestral 
que hoy está vigente. En este sentido, se debería repetir una fórmula similar 
a la del artículo 5 de la ley de autarquía del Poder Judicial o revisar la inter­
pretación actual que lo pone en ese régimen aun cuando se lo exceptúa ex­
presamente, ya que más allá de que el artículo 22 no prevé cómo se trans­
ferirán los fondos, no puede interpretarse que el MP quede supeditado al mis­
mo régimen que el resto de los ministerios y no al que se le aplica al Poder 
Judicial. Estas atribuciones, claramente, deben estar acompañadas de los 
controles internos y externos adecuados, tal como veremos en el apartado 5 
de esta investigación. 
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4. El Ministerio Público Fiscal: condiciones para una 
actuación coherente y responsable 

4.1 La función requirente y de investigación del Ministerio 
Público Fiscal 

La primera cuestión fundamental, en el marco de una reforma del MPF, 
es aclarar la confusión que existe sobre sus tareas y la idea de considerar en 
forma genérica que tiene por función ser el "guardián de la legalidad" .. 

Por un lado, el MPF tiene una función penal primordial con la responsa­
bilidad de impulsar la acción pública, lograr el éxito de las investigaciones Y 
la aplicación de la ley. Sin embargo, en nuestro sistema, éste no es su úni­
co papel. Posee también tareas no penales vinculadas con la custodia del in­
terés público en materia civil, comercial o contencioso administrativa. Esta 
primera distinción es muy importante, ya que no son exactamente los mis­
mos principios los que guían la actuación del MPF en el ámbito penal Y no 
penal. La segunda aclaración necesaria debe estar dirigida a analizar en for­
ma concreta cuál es el contenido y el alcance de lo que puede llamarse su 
función penal o requirente y que representa su función principal. 

Los puntos que siguen intentan poner luz sobre esta confusión. En primer tér­
mino se exponen los alcances de su función requirente y de investigación. En se­
gundo lugar, la relación que debe entablar con la policía como su auxiliar en las 
investigaciones. El tercer punto se refiere a la definición de la obligación del MPF 
con las víctimas de delitos. Y por último se analiza la función no penal del MPF. 

4.1.1 Tal como mencionamos en el documento Fiscales y defensores en la agenda 
democrática, la falta de claridad en la definición del alcance de la función penal del 
MPF ha sido obse!Vada, desde hace años, por un amplio sector de la doctrina16. 

16. Véanse entre otros Maier, Julio B. J., Derecho Procesal Penal. 11, "Parte General. Sujetos 
Procesales", Ed. 'oel Puerto, 'p. 289 y ss.; y Roxin, Claus, "Posición jurídica y tareas futuras del mi­
nisterio público", en AAW, El Ministerio Público en el proceso penal, Ed. Ad-Hoc. 
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Distintos países de Latinoamérica y provincias argentinas como Buenos 
Aires o Córdoba impulsaron procesos de reforma de sus sistemas penales 
con el propósito de abandonar el sistema inquisitivo (o inquisitivo reformado) 
y que el MPF asumiera el papel de órgano acusador. Sin embargo, esto no 
ha sido receptado todavía en el ámbito federal y nacional17. 

Sin perjuicio de ello, en la actualidad, la discusión sobre el papel proce­
sal del MPF, en cuanto a que no sólo es el titular de la acción penal pública 
sino que debe tener a su cargo la investigación de las causas penales, ha co­
menzado a tener mayor consenso entre jueces, fiscales, defensores, aboga­
dos y políticos. 

Ahora bien, este consenso se limita a las funciones operativas de los fis­
cales penales. El acuerdo desaparece cuando la discusión se extiende a 
aquellas cuestiones relacionadas con el papel institucional del MPF -que 
son consecuencia necesaria de aceptar esa función en el proceso penal- Y 
que han quedado opacadas (y hasta negadas) bajo argumentos que escon­
den reticencias al cambio y defensas corporativas. Nos referimos a aquellas 

d ' 118 funciones que, como explica Duce, exce en su razon procesa . 

En consecuencia, en términos de comenzar a visualizar los alcances de 
su función penal, la primera cuestión a remarcar es que su papel procesal lo 
define como un órgano acusador (función requirente) en el que, obviamente, 
debería tener a su cargo la investigación penal y la dirección de la policfa de 
investigaciones. Por el contrario, definirlo como "custodio de la legalidad", es 
decir con la función de dictaminar y controlar la actividad del juez, en lugar 
de s~r el juez el que controla las acciones que impulsa el fiscal, es confundir 
su papel en el sistema de justicia penal. Esta última afirmación no niega que 

17. La reforma del sistema procesal penal federal hacia un modelo acusatorio formal es una 
cuestión pendiente en la Argentina que no puede desvincularse ~el modo como lo~ actores pro.ce­
sales fueron definiendo sus prácticas. La reforma de 1992 quedo a m1tad de ca~1no con un codl­
go inquisitivo reformado y Juego de varios intentos infructuosos por modificar el sistema, en la ac­
tualidad tiene estado parlamentario un proyecto de Código Procesal Penal elaborado por el INECIP. 

18. Mauriclo Duce, por ejemplo, analiza la imposibilidad del MPF de. asu~ir su responsabili­
dad en cuestiones relacionadas con la seguridad ciudadana, lo que para el explica su actitud mdl­
ferente para pensar políticas que puedan tener algún impacto relevante en este tema. Duce, 
Mauriclo, art. cit., p. 9 y ss. 
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el MPF sea también garante de la legalidad del procedimiento, aunque de la 
misma manera que debe hacerlo cualquier organismo público que debe ac­
tuar dentro de la ley e impedir que los procedimientos se desenvuelvan en 
forma ilegal19, 

El segundo punto es que sus objetivos institucionales quedan definidos 
por su función penal, ya que el ejercicio de la actividad requirente en mate­
ria penal no es otra cosa que la materialización de una porción fundamental 
de la política criminal estata12o. Puesto en estos términos, se advierte con 
mayor claridad la necesidad de que este papel se haga explicito. 

De allí también la exigencia de dotar de coherencia a la actividad del or­
ganismo (al igual que en el resto de las políticas públicas) y que el procura­
dor general posea la función elemental de definir y ejecutar la política de per­
secución penal estatal. Estas cuestiones son las que se traducen en la facul­
tad de establecer pautas de actuación para todos los fiscales. 

Ahora bien, otra aclaración es necesaria. Esta tarea del procurador no 
puede ser interpretada en términos estrictos y acotados a las estrategias y di­
rectivas dadas para el ejercicio de la acción penal sino que engloba una fun­
ción politica más amplia, que excede su actividad meramente procesal. En­
tre otros temas sobre los que el MPF interviene se pueden mencionar: cues­
tiones vinculadas con la seguridad ciudadana, la relación con la policía, la 
protección de los derechos humanos, el funcionamiento general del sistema 
de administración de justicia y la coordinación de políticas con los otros po­
deres estatales. 

Desde este punto de vista, la LOMP vigente no posee una regulación ade­
cuada. No perdamos de vista que las funciones del MPF están definidas en 
el mismo artículo que las de la Defensa (articulo 25). Asimismo, cuando des-

19. Para un explicación sobre las consecuencias de entender al MPF como custodio de la le­
galidad Y de asignarle un deber de imparcialidad, véase Bovino, Alberto, "Ministerio público y poder 
ejecutivo", en Justicia penal, polftícas persecutorias y agresiones sexuales, en prensa. 

20. Llevado a nuestro pafs, y concretamente en el ámbito federal y nacional esto es correcto 
aún sin la investigación penal a su cargo en todos los casos. En el fuero de inst;ucción por ejem­
plo, en el año 2003 se delegó al MPF aproximadamente el 50% de las causas (Informe Anual del 
MPF, año 2003, p.· 531). 
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cribe aquellas propias del MPF, la ley se queda a mitad de camino, en impor­
tante medida porque el legislador optó por un modelo anclado en el Código 
Procesal Penal (en adelante CPP) vigente. Por el contrario, el legislador po­
dría haber diseñado un MP con perfil acusador y con \a posibi\\dad de adap­
tarse a nuevas tareas procesales e institucionales. 

Como consecuencia de ello, la ley no establece con claridad que su función 
básica es ejercer la acción penal pública y ejecutar con coherencia una política 
de persecución penal en coordinación con los demás poderes estatales. No 
contempla tampoco los casos en que el MPF lleva adelante la investigación pe­
nal. Confunde las tareas penales con las no penales y se mantiene bajo una 
concepción que entiende al MPF como custodio de la legalidad. 

Una reforma de la LOMP deberá aclarar estas cuestiones. La función del 
MPF no puede quedar diluida con la del MPD y sería importante que su com­
petencia se definiera independientemente de las funciones del procurador. 
Para ello deberla agregarse un artículo autónomo en la sección del MPF. 

4.1.2 Caracterizar al MPF como el órgano básicamente acusador en el pro­
ceso penal21 introduce el tema de la relación con la policía de investigacio­
nes22, sobre todo en lo atinente a las instrucciones que los fiscales pueden 
impartir a la policía aun antes de la judicialización de una causa. 

Sin perjuicio de lo que establezca el Código Procesal Penal de la Nación, 
es muy confusa la regulación de la LOMP ya que ubica en el mismo artículo 
26 las facultades de los fiscales y defensores para solicitar cualquier tipo de 
colaboración a organismos nacionales, provinciales y comunales, con aque­
lla que pueden solicitar a la policía en causas penales y no penales. Lo con­
veniente, en este caso, sería regular nuevamente sus alcances, aunque en 
artículos separados para fiscales y defensores23, 

21. Artículos del CPPN 196 bis, 353 bis, secuestros extorsivos (196 bis últ. párrafo y 196 ter.), etc. 

22. En este sentido Duce afirma que el MPF actúa como el "puente de comunicación entre el mun­
do de la actividad policial y el trabajo judicial dinámico" en Duce, Mauricio, art. cit., p. 5. 

23. El artículo 4 de la LOMP de Chile establece que "El Ministerio Público podrá impartir órde­
nes directas a las Fuerzas de Orden y Seguridad durante la investigación. Sin embargo, las actua­
ciones que priven al imputado o a terceros del ejercicio de los derechos que la Constitución asegu­
ra, o lo restrinjan o perturben, requerirán siempre de aprobación judicial previa". 

38 

El Ministerio Público Rscal 

4.1.3 Por otra parte, el MPF debe hacerse responséjble expresamente de la 
promoción y protección de los derechos e intereses de las víctimas y la pro­
tección de los testigos, cuestión que está olvidada en la LOMP actual. El de­
recho a la información, a la reparación, a la protección y á la asistencia de 
las víctimas de delitos no está definido en la LOMP, más allá de lo que esti­
pula el CPPN. Este eje de trabajo para el MPF es otro de los temas relacio­
nados con la política Institucional del organismo. Así, si bien en el ámbito de 
la Procuración General funciona la Oficina de Asistencia Integral a la Vfctima 
del Delito (OFAVI), ésta ha sido creada por resolución y con una competen­
cia acotada por la falta de presupuesto. 

La importancia de estas oficinas ha sido generalmente subestimada en 
nuestro país. Desde hace unos años el papel de la víctima, sus derechos y 
el trato que el Estado debe brindarle, ha sido remarcado por los instrumen­
tos internacionales de derechos humanos y por la doctri.na. Esta mayor-vi­
sibilidad provocó la creación de algunas oficinas de protección de sus de­
rechos, aunque estas acciones no han estado acompañadas por los recursos 
materiales y de personal adecuados para un funcionamiento efectivo. Esto 
ha tenido como consecuencia, por ejemplo, la imposibilidad de atender 
cuestiones como traslados de víctimas en riesgo o a víctimas de delitos dis­
tintos a los vinculados con la integridad sexual o intrafamiliares. 

El último informe anual de la Oficina de Asistencia Integral a la Vícti­
ma del Delito del MPF da cuenta de que entre octubre de 2002 y sep­
tiembre de 2003 se atendieron 700 casos derivados en su mayoría por la 
Policía Federal en cumplimiento de una instrucción del procurador gene­
ral. El 29% fue derivado por las fiscalías y el resto por otras dependencias 
judiciales. Según el informe, la inserción de la oficina ha resultado exito­
sa. Sin embargo, sostiene que más allá de la necesidad de mejorar las con­
diciones materiales y de personal, lo que resultaría fundamental es que se 
puedan abrir oficinas en todas las jurisdicciones y que se regulen por ley 
los derechos que se reconocen a las víctimas24. 

24. Informe de la Oficina de Asistencia Integral a la Vfctima del Delito en el Informe Anual del 
Ministerio Público Asea! del año 2003, p. 141. 
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En la provincia de Buenos Aires la LOMP dispone que cada Fiscalía 
Departamental debe organizar un Centro de Atención a la Víctima (artí­
culos 35 y ss). El centro que funciona en el ámbito de la Fiscalía General 
de San Martín, provincia de Buenos Aires, es interesante para observar có­
mo la política de distribución de recursos no está dirigida a los espacios 
donde se resuelve una importante cantidad de casos, con menores costos 
y con resultados que intentan alejarse de lógica penal. Así, la Fiscalía Ge­
neral organizó en esa jurisdicción un ~írea social de la que dependen el 
Centro de Asistencia a la Víctima, la Oficina de Mediación y otra para 
cuestiones civiles específicas. Lo importante es que el Centro de la Vícti­
ma y la Oficina de Mediación funcionan en forma coordinada. La mayo­
ría de los casos son derivados por los propios fiscales para asesoramiento 
técnico, atención psicológica o mediación. También ingresan casos deri­
vados por las comisarías y otras instituciones públicas o privadas (muni­
cipios, escuelas, centros comunitarios, por ejemplo). El centro atiende un 
promedio de 500 casos por mes, entre 24 y 25 consultas por día .. En su 
mayoría versan sobre cuestiones vinculadas con obligaciones alimentarias 
y amenazas. En 2002 ingresaran l. 919 casos, de los cuales 1.100 estaban 
relacionados con cuestiones de violencia familiar. Generalmente fueron 
presentados por gente sin recursos25. 

En general el déficit que se observa es que no se les ofrece a las víctimas 
una salida alternativa a la judicialización de su caso ni un abogado que lo 

· patrocine. Éste es un servicio que la Fiscalía de San Martín intenta brin­
dar aunque la escasez de recursos impone una actuación muy restringida. 
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Esto sucedería en el ámbito nacional y federal con los proyectos que 
pretenden introducir criterios de oportunidad para los casos más leves y 
la posibilidad de convertir la acción pública en privada. La carencia de es­
te tipo de patrocinio puede agravar aún más la brecha de acceso a la jus­
ticia que marca al sistema judicial argentino. 

25. CELS, "Informe sobre el sistema de justicia penal en la Provincia de Buenos Aires', cit., p. 43. 
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4.1.4 Por úl.~~mo, entonces, analizaremos las funciones no penales del MPF, 
que co~o dijimos, ~~ben distinguirse de las penales. Esta distinción permite 
una mejor comprens1on de la responsabilidad en cada espacio. 

En est~ ámbito, el concepto del MPF como "custodio de la legalidad" pue­
de ser ap~1cad~ en ,to~a su,extensi?n. La definición legal de "representar y de­
f~nder elmteres publico ... del articulo 25, inciso b, debe ser leída en el sen­
tl~o. ,de que el MPF -en relación con sus funciones no penales- tiene la 
m1s1~n de resguardar este interés. Es importante también que pueda ser en­
tend.ida ~om~ la. responsabilidad institucional de dirigir acciones estratégicas 
(de ~nteres publico o colectivas) en defensa de algunos derechos, tal como 
ha s~do contemplado en algunas leyes particulares, entre ellas, la ley de con­
su~ldores (24.240). En este sentido, por ejemplo, hay que tener en cuenta 
el Impacto que este control puede tener en el funcionamiento de los propios 
entes reguladores. 

. . E! artículo 52 de la ley 24.240 establece: "Acciones judiciales. Sin per­
)~1~10 de lo expuest~, el consumidor y usuario podrán iniciar acciones ju­
dJcJales cuando sus mtereses resulten afectados o amenazados. La acción 
corresponderá al consumidor o usuario, a las asociaciones de consumido­
r~s constituidas como personas jurídicas, a la autoridad de aplicación na­
ciOnal o local y al Ministerio Público[ ... ] En caso de desistimiento 0 

abandono de la acción de las referidas asociaciones legitimadas, la titula­
ridad activa será asumida por el Ministerio Público". Sin embargo, estas 
cuestiones no han sido prioritarias en la agenda del MPF hasta la actuali­
dad. Si bien, por ejemplo, el procurador general dictó la resolución PGN 
85/03 que instruye a los fiscales para que interve·ngan en forma activa en 
las causas sobre derechos de los usuarios y consumidores en virtud de la 
ley 24.240, esa instrucción no ha tenido resultados positivos ni se ha con-
trolado su aplicación. · 

Por otra parte, en relación con las líneas de acción posibles en el tema 
ambiental, una buena práctica fue la creación, en la Fiscalía General de 
Bahía Blanca, de la Unidad de Investigaciones Ambientales, más allá de 
las carencias de recursos que esta dependencia ha denunciado26, Esta uni-

26. Véase el Informe Anual del Fiscal General de Bahfa Blanca, lA 2003 del MPFr p. 270.' 
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dad efectuó diversas investigaciones preliminares que dieron lugar a inves­
tigaciones judiciales, entre otras, sobre infracción a la ley de residuos pe­
ligrosos, existencia de PCB en transformadores eléctricos y un amparo por 
el posible ingreso de materiales radiactivos al país. 

En Brasil, el Ministerio Público de la Unión (lo que sería nuestro MPF 
federal) y los MP estaduales han utilizado la "acción civil püblica" como 
instrumento fundamental de su actuación para intervenir en la defensa de 
los derechos difusos y colectivos. Esta acción fue regulada en 1985 y no 
legitima exclusivamente al MP. Sin embargo, este organismo ha tomado 
la iniciativa y la responsabilidad de las acciones civiles püblicas, y posee 
por ejemplo el 96% de las presentadas por cuestiones de medio ambien­
te. En 1988 se reformó la Constitución federal y se reafirmó la responsa­
bilidad del MP en la protección de los derechos sociales, colectivos y di­
fusos, y la obligación de entablar acciones en su defensa. "Los miembros 
de -la institución han utilizado los instrumentos legales que se encuentran 
a su disposición para intervenir en las esferas más diversas dentro de la ad­
ministración pública y la vida colectiva[ ... ] En el nivel federal [ ... ] han 
transformado la institución en un verdadero actor político"27

• 

Esta línea de trabajo debe estar dirigida a fortalecer, y hacer visible, el pa­
pel de los fiscales que trabajan en temas contencioso-administrativos, cues­
tiones ambientales o de usuarios y consumidores, entre otros. Una mención 
expresa a su iegitimación activa para interponer este tipo de acciones pare­
ce un instrumento importante para la protección de esos derechos. 

En síntesis, una reforma de la LOMP en este punto parece fundamental. 
La ley debería definir con claridad el carácter eminentemente acusador del 
MPF en el marco de su función penal; establecer la facultad de dirigir a la po­
licfa de investigaciones y darle directivas específicas; establecer con precisión 
su responsabilidad concreta en la protección de víctimas Y testigos, con la 
obligación legal de crear oficinas encargadas de esta tarea; y por último, se­
parar las funciones penales de las no penales e incorporar una mención ex-

27. Cf. cavaJcanti, Rosangela Batista y Sadek, María Tereza, "El impacto del Ministerio Públi­
co sobre la democracia brasii!'Jña: el redescubrimiento de la ley'', en: Enrique Peruzzoti Y Ca~alina 
smulovltz (eds.), Controlando la política. Ciudadanos y medios en las nuevas democracias latmoa­

mericanas, cap. 7. Buenos Aires, Temas 2001. 
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presa a la legitimación del MPF para interponer acciones de incidencia colec­
tiva28 o de interés público en defensa de ciertos derechos. 

4.2' Los principios que definen al MPF: unidad, coherencia 
institucional, subordinación jerárquica, informalidad y 
responsabilidad política 

La LOMP establece correctamente como principios rectores del MPF la 
unidad de actuación, la indivisibilidad y la subordinación jerárquica de sus in­
tegrantes. Sin embargo, la confusión en cuanto a su misión y funciones ha 
opacado estos principios y los ha convertido en meras definiciones normati­
vas. Han quedado diluidos en un consenso que supone que sólo el procura­
dor está legitimado para dar algunas directivas generales de actuación y en 
una interpretación equivocada acerca de los alcances de la autonomía fun­
cional de los fiscales. Posición que excede en demasía la idea de que esta 
autonomía sólo está relacionada con el espacio de decisión que los fiscales 
tienen en las investigaciones de los casos. 

Duce identifica el problema de la "autonomía" de los fiscales con la 
falta de liderazgo institucional. Sostiene que este defecto no está relacio­
nado con las cualidades de las personas sino más bien con "una concep­
ción tradicional imperante, más propia de los sistemas judiciales que de 
los Ministerios Públicos, según la cual los fiscales operativos en concreto 
gozan de importantes niveles de autonomía. Si a ello se suma la carencia 
de estandarización y seguimiento del trabajo de esos mismos fiscales, el 
resultado es que muchas cúpulas a nivel regional tienen serios problemas 
para tener una conducción institucional orientada a ciertos fines estraté­
gicos por sobre el criterio específico de cada fiscal en concreto, orienta­
do mucho más fuertemente al día a día en el cumplimiento de sus fun­
ciones específicas que al cumplimiento de objetivos institucionales más 
abstractos". Éste es el panorama de muchos países latinoamericanos. Y si­
gue: "El problema descrito se traduce en que en una importante canti­
dad de situaciones no existe un interlocutor para exigir al Ministerio Pú­
blico el cumplimiento de las funciones que exceden los aspectos estricta-

28. Ésta es la tendencia del derecho argentino de Jos últimos años, fundamentalmente desde 
la reforma de la Constitución en su artículo 43, respecto de las acciones de incidencia colectiva. 
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mente procesales que están en manos de los fiscales a nivel operativo[ ... ] 
Eso dificulta que el Ministerio. PL!blico cumpla con otra función relevan­
te que deben cumplir los órganos pl!blicos en un sistema rep~blicano, 
como lo es el deber de rendir cuentas públicas y asumir responsabilidad 
por su gestión. "29 

Como explica Cafferata Nores30, ya Vélez Mariconde expresaba en 
1969 que "la independencia funcional de los represen tan res del Ministe­
rio Fiscal no puede ser tan absoluta como algunos pretenden, sino que de­
be ceder por el imperio del principio de unidad". 

Una buena práctica de técnica legislativa sería, como dijimos en primer lu­
gar, distinguir aquellos principios que recaen sobre el MPD y los dirigidos al MPF. 

Rigen para el MPf los principios de unidad, subordinación jerárquica, 
coherencia institucional, responsabilidad política por su actuación, des­
centralización e informalidad, por las razones que expusimos en el mo­
mento de definir su misión y funciones, y por lo que se dirá en el punto si­
guiente. Concretamente, entonces, la LOMP debe contener una definición 
de estos principios en la sección destinada al MPF. Tal claridad evitará al­
gunas de las discusiones que existen sobre estos puntos ya que serán una 
herramienta fundamental de interpretación para el alcance de las faculta­
des del procurador y los fiscales. 

4.3 Hacia una reorganización del Ministerio Público Fiscal 
que le dé carácter propio: el abandono de los fueros y las 
instancias 

4.3.1 Hemos visto que el MPF ha convivido con una definición, al menos con­
fusa, de su función principal. Ello condujo a que no ocupara un papel central 
en la persecución penal. De este modo, los problemas estructurales y orga­
nizacionales que reforzaron su debilidad institucional no despertaron mucha 

29. Cf. Duce, art. cit., p. 10. 

30. Exposición de Motivo~ al Proyecto del CPP para la provincia de Córdoba, citado en 
Cafferata Nores, José 1., Cuestrones actuales sobre el proceso penal, Buenos Aires, Del Puerto, 
2000, p. 91, nota 16. 
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atención ni preocupación31. La corriente actual que postula que el MPF de­
be asum,ir el papel procesal que le corresponde -y para ello, modificar las 
normas procesales vigentes- corre el riesgo de convertirse en una m.era p.r:­
tensión discursiva si, al mismo tiempo, no incluye en su agenda de dJscus1on 
los problemas estructurales y organizacionales que condicionan su actividad. 

Linn Hammergren sostuvo " ... incluso donde el Ministerio PL!blico exis­
te, su organización ha sido débil. Cualquiera sea la lógica detrás de su es­
tructura, ésta ha sido congruente con el sistema inquisitivo. Donde no se es­
pera que los fiscales hagan mucho, no hay necesidad de un.a organización 
que apoye o monitoree su trabajo. Presupues~o, personal.y s1st:~1as de pla­
nificación han sido casi inexistentes. Mecamsmos de as1gnacwn de casos 
han sido similarmente no desarrollados[ ... ]la pobreza organizacional ha si­
do la regla general e incluso más extrema que en el caso de los tribunales"32. 

Resulta necesario, entonces, revisar cómo se ha organizado el MPF en to­
dos estos años. Aquf hay tres puntos clave, íntimamente relacionados. Por un 
lado la división de "competencias" entre fiscales (en distintos fueros), en for­
ma idéntica a la adoptada por el Poder Judicial. Por el otro, la división por ins­
tancias al igual que los jueces. Y por último, la reproducción del modelo "un 
juez-Lin juzgado" en "un fiscal-una fiscalía". Todas estas cuestiones llevaron a 
duplicar estructuras en forma innecesaria, a profundizar la idea ~el fisc~l co­
mo dueño de los casos que ingresan en "su" unidad, y a consolidar la Inter­
pretación incorrecta sobre la autonomía funcional del fiscal respecto de sus 

31. Ya en el año 1988, en el marco de la discusión sobre el nuevo sistema procesal penal na­
cional, el "Proyecto Maier", impulsaba una reforma al Código Procesal Penal y?. las ley~s de organrza­
ción de los tribunales y del Ministerio Público. La Importancia de una organrzac1on propia para ~¡ MPF, 
acorde con su función, fue destacada en el informe y el proyecto de ley orgánica que se elaboro. Véa­
se, en este sentido, el "Informe sobre el Ministerio Público P~.nal 1988' elaborado por M1rna. D. Go­
ranslo/, Ricardo o. Sáenz y Mario c. Tarrio, con la colaboraclon de Mabel Y. Colalongo, Maxlm~llano 
Rusconi, Marcos G. Salt, Gabriel F.Cedrone y Martfn Moncayo, en Cuadernos de doctrina _Y }unspru­
dencia penal, año 5, tomo 8C, Buenos Aires, Editorial Ad Hoc, ~· 29. Iguales Intentos tuv1er~~ lugar 
en el MPF en 1998, a partir de un proyecto de reestructuración Impulsado ~~sde la Procurac1on Ge­
neral. Sin embargo, ninguno de los dos pudo conseguir suficiente apoyo polit1co. 

32, Hammergrenn, Llnn, "Institucional Strengthening and Justice Reform", 1998, citado en Du­
ce, Mauricio, art. cit., p. 3. 
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pares y de sus superiores jerárquicos. Un análisis aun superficial del tema po­
ne en evidencia que este tipo de organización impide toda lógica raciollal de 
trabajo del MPF, que debe encargarse de realizar investigaciones penales a 
partir de un uso inteligente de los recursos y de la información. 

En esta línea, una reforma debería tender al abandono de estas distorsio­
nes aunque ello no dependa completamente de un cambio normativo. Las 
modificaciones legales podrían dirigirse a eliminar cualquier vestigio de rigidez 
que impida al responsable el diseño de una organización funcional a los ob­
jetivos del MPF. En este sentido, por ejemplo, la búsqueda de mayor eficien­
cia y coherencia institucional impone que la instancia del juicio Y de la inves­
tigación de los casos esté coordinada. La LOMP debe establecer que la me­
jor forma de organización es aquella que garantiza esta coordinación, ya sea 
porque es la misma persona la que se encarga del caso desde el comienzo 
hasta el final, o porque al menos la coordinación entre los integrantes del 
MPF es obligatoria. La LOMP deberá regular la facultad de los fiscales que ac­
túen en el juicio de dar instrucciones a los fiscales de investigación. 

En este contexto, y dentro de la estructura actual, un equipo de trabajo 
integrado por fiscales de instrucción y fiscales de juicio, en una circunscrip­
ción determinada, sería el más racional modo de organización Y permitiría re­
solver los problemas de reproducción de estructuras Y autismo que produce 
la división por unidades funcionales a cargo de un solo fiscal. Del mismo mo­
do, se advierte que una mejor regulación es aquella que no obliga a reprodu­
cir estructuras que respondan a las competencias judiciales. Por el contrario, 
la organización debería definirse sobre la base de lo que resulta mejor para 
la investigación. Un ejemplo en este sentido es la innecesaria división entre 
fiscalías de instrucción y correccionales en la ciudad de Buenos Aires. 

Tal como sostuvimos en el análisis del MPD, una organización funcional al 
trabajo del MPF lleva necesariamente a que se defina un sistema de asigna­
ción de casos independiente del turno judicial y regulado sobre la base de cri­
terios objetivos tales como: el territorial, la carga de trabajo o la complejidad 
de las causas. Esta cuestión se deberá resolver reglamentariamente, fijando 
reglas previas para evitar cualquier sospecha de manipulación. Esto permitiría 
trabajar sobre una cuestión básica como el manejo de la carga de trabajo. No 
puede administrarse Ringuna institución si no se conoce a ciencia cierta su 
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caudal de trabajo. De modo que si bien la LOMP puede no regular estas cues­
tiones con detalle y dejarlo en el nivel reglamentario, debe establecer que el 
jefe del organismo o un Consejo Asesor, por ejemplo, puedan organizarlo en 
esta dirección. Por último, un punto importante para lograr un trabajo exitoso, 
y que aquí sólo puede mencionarse, es la necesidad de separar el trabajo ju­
rídico y de investigación del trabajo meramente administrativo. 

4.3.2 Sobre la base de estas definiciones, puede hacerse una crítica a la for­
ma como están definidos los cargos en la LOMP vigente (artículo 35). La 
LOMP deberfa describir la integración del MPF sin esta referencia a las ins­
tancias del Poder Judicial ante las que actúan los fiscales. Hasta tanto se di­
señe una carrera fiscal diferente, la LOMP debería eliminar la referencia al tri­
bunal ante el que actuarán y sólo definir cuál será la responsabilidad de ca­
da una de las· categorfas de fiscales. 

Por otra parte, en el derecho comparado se ha utilizado la figura del Con­
sejo como un órgano asesor del procurador general en temas relacionados con 
el dictado de instrucciones generales, cuestiones de superintendencia, organi­
zación, administración de recursos y creación de unidades especializadas33, Es­
ta instancia puede ser muy útil para que exista un espacio interno de discusión 
y control. Lo importante es que funcione con una integración que evite las de­
cisiones meramente corporativas y se convierta en un verdadero ámbito de 
coordinación y discusión de políticas. A su vez, puede actuar como instancia de 
control de las instrucciones y resoluciones que se dicten. 

La organización más moderna de MPF ha evitado reproducir estructuras 
que responden a una unidad funcional con un solo fiscal a cargo. El Minis­
terio Público de Chile, por ejemplo, se ha organizado con fiscalías regiona­
les de las que dependen fiscalías locales distribuidas en toda la región. A su 
vez, las fiscalías locales están integradas por un fiscal jefe y fiscales adjuntos. 
El número de fiscales depende de la jurisdicción. La planta del MP está 
constituida por fiscales con distintos cargos, identificados por grados: el fis­
cal nacional tiene grado I, los fiscales ¡·egionales grado III y los fiscales ad-

33. La ley orgánica chilena, por ejemplo, prevé que se pueda Invitar a las sesiones del Conse­
jo General a personas o instituciones que se estime conveniente por su experiencia profesional o 
capacidad técnica (articulo 25 a), ley 19.640), 
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· juntos van desde el grado IV al IX. Cada grado tiene a su vez asignada dis­
tinta remuneración. Del mismo modo para los funcionarios con cargos ad-
ministrativos (artículo 72). · 

En el derecho argentino, la provincia de Buenos Aires organizó el MPF 
con un procurador general, un subprocurador, el fiscal de Casación, fis­
callas departamentales y unidades funcionales de instrucción (UFis) inte­
gradas por agentes fiscales, Si bien la ley deja espacio para una organiza­
ción no rígida, en muchos de los departamentos judiciales se volvió sobre 
una estructura fija de un fiscal-una fiscalla. 

4.4 Unidades especializadas para una mejor distribución del 
trabajo y la definición de estrategias de investigación 

La facultad del jefe del organismo de distribuir sus recursos materiales y· 
humanos -dentro de ciertas reglas prefijadas- con el fin de lograr mejores 
resultados es esencial en un organismo de las caracterfsticas del MPF. La po­
sibilidad de armar grupos de trabajo que investiguen hechos sucedidos en de­
terminado territorio, unidades especializadas integradas por fiscales y espe­
cialistas de otras disciplinas o equipos de trabajo cuya función sea prestar co­
laboración a los fiscales que lo soliciten, son dispositivos que el procurador 
general debe tener para ejecutar en forma estratégica la política de persecu­
ción penal del organismo. 

La LOMP vigente (artículo 33, inciso g) le otorga al procurador general la 
facultad de que algunos fiscales trabajen en forma alternativa o conjunta 
cuando la complejidad del caso lo requiera. Esta facultad está condicionada 
a que se respete la competencia de los fiscales en razón de la materia y del 
territorio. A su vez, si se designa en esta tarea a un fiscal de la Procuración, 
lo hace en términos de colaboración como fiscal coadyuvante. La LOMP acla­
ra que cuando se trate de equipos de trabajo, las directivas las debe dar el 
titular de la causa. 

Las experiencias del MPF en estas cuestiones han sido variadas. Se ob­
tuvieron algunos resultados exitosos cuando el trabajo en equipo resultó más 
eficiente que el trabajo individual. Sin embargo, en general quedaron limita­
das, o perdieron fuerza en el tiempo, por mantenerse sujetas a una interpre­
tación muy restrictiva de la LOMP relacionada sustancialmente con la con-
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cepción que sostiene que la autonomía funcional d~l fiscal tiene alcances ~i­
milares a la independencia judicial. Por ello, la intervención de pe~sonas aJ.~­
nas a la causa -aun de otros integrantes del MPF- no se considera legiti­
ma. El fiscal tiene "competencia" sobre el caso asignado por turno. 

Estos ejemplos pueden servir para aclarar este punto. La creación de la Uni­
dad de Investigaciones de Delitos Tributarios y Contrabando (~FITCO) ~ur­
gió con la idea de armar un equipo especializado de trabaJo que pud1era 
interactuar principalmente con la AFIP, el organismo dedicado a diseñar 
las estrategias de recaudación impositiva del Estado y pr.incipal genera~or 
de información estratégica para el MPF en la persecuciÓn de los de!ttos 
tributarios y de contrabando. La unidad también tuvo el objetivo de ~o­
dificar las prácticas tradicionales de trabajo de las fiscalías y desformal1zar 
en lo posible sus investigaciones. Sin embargo, más allá de algun~s logros 
en causas concretas y la colaboración que presta a depen~enc1as -de ~a 
AFIP en las provincias, fue imposible su inserción como umdad ope;ar~­
va en la dinámica de los fiscales que trabajan en el fuero penal economl­
co. De este modo, quedó como una unidad que realiza. investigaciones 
preliminares pero que luego debe dejar el caso al fi~cal as1gnad~ por tur­
no a la causa. Asimismo, los intentos por desformaltzar el trabaJo rampo-

tuvieron éxito. Hoy la unidad depende del fiscal de cámara del fuero 
co i . . . d 
Penal Económico y ha debido reproducir la estructura ac mm1strattva e 

cualquier fiscalla. . , . . , . 
A su vez, cuando por iniciativa de la Procuracwn se adv1rt10 la necesi-

dad de que un grupo de fiscales trabaje en forma conjun~a, se adop:~ ,la 
figura de la Comisión de Fiscales34, Ejemplo de ello han s1do la. comtston 
para la investigación de delitos vinculados con el robo de med~cament~s 
0 la comisión de delitos de violencia en el deporte. Éstas han s1do comi­
siones ttd hoc, creadas generalmente como respuesta a la coyuntura, en las 
que los fiscales siguieron a cargo de.sus propias ~~calías y como tarea com­
plementaria se les agregaba el trabaJO en la com1s1ón. Los resultad.os de es­
tas comisiones han tenido que ver directamente con el compromiso pues­
to por algunos fiscales y generalmente con la existencia de un fiscal supe-

34 Las experiencias exitosas en estos años se produjeron cuando los fiscales entendfa~ que 
trabajar' en equipo exigfa ponerse de _acuerdo en una estrategia de investigación conjunta Y dejaban 
el trabajo administrativo como cuestión secundana. 
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rior con ascendencia sobre los otros que instaba a la reunión y discusión 
de los casos. Por lo demás, las causas siguen perteneciendo al fiscal desig­
nado por turno. 

Por último, están los casos de los fiscales coadyuvantes35, en los que el 
procurador envía como refuerzo a fiscales que trabajan en la Procuración 
para colaborar con el fiscal de la causa. Como se advierte, estas designa­
ciones tampoco rompen la lógica tradicional de trabajo del MPF. Además, 
han dado lugar a prácticas que tienen que ver con intercambios de favo­
res para el envío de ayuda desde el organismo central, resultados positivos 
en los casos en que los fiscales tienen buena relación, o la interpretación 
por parte del fiscal de la causa, cuando no esd de acuerdo con la medida, 
del envío de una suerte de intervención en el caso. 

Las consecuencias de una LOMP rígida y de interpretaciones que distor­
sionaron buenas prácticas profundizó la idea de que lo único legítimo para el 
procurador general es la designación de fiscales coadyuvantes y la creación 
de comisiones de fiscales a las que no se exigen resultados y que se arman 
o disuelven de acuerdo con razones coyunturales. Todo esto independiente­
mente de que el trabajo en equipo, un equipo especializado o la relación con 
organismos del PE que proveen información específica al MPF, hayan tenido 
muchas veces buenos resultados. 

En definitiva, una organización flexible podría contar con equipos de traba­
jo para la investigación de causas comunes con un sistema de asignación de 
causas racional distinto al turno judicial. Podría contar también con unidades 
especializadas para algunas líneas de investigación, ya sea porque son casos 
que requieren investigaciones particularizadas, cierta especialización, un grupo 
interdisciplinario o un equipamiento tecnológico especial, o porque se ha con­
vertido en un caso prioritario que requiere un grupo dedicado a ese tema, aun­
que no sea en forma permanente. El éxito de este tipo de unidades depende 
de que resulten efectivamente operativas, que integren el circuito de asignación 
de causas y, básicamente, que trabajen en el caso desde el inicio hasta el jui-

35. El fiscal coadyuvante tiene como función colaborar con el fiscal de la causa en el trámite 
del expediente. Esto lo hace generalmente un fiscal móvil que trabaja en el ámbito de la Procura­
ción General de la Nación . 
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cio. Por último, también se pueden organizar unidades técnicas que presten co­
laboración a los fiscales de las causas cuando éstos lo requieran. 

La LOMP debería otorgar expresamente .al procurador general la facultad 
de organizar estas unidades. Como norma de resguardo puede prever el mo­
do como se integrarán los grupos y las causales para remover a los integran­
tes, así como la obligación reglamentaria de estipular previamente las carac­
terísticas que deberán tener los hechos para ser investigados por la unidad. 

4.5 El sistema de instrucciones: la garantía de control y revisión 

El sistema de instrucciones en el ámbito del MPF resulta clave para ga­
rantizar una actuación única y coherente y es el punto medular de todo sis­
tema de organización jerárquico. Ello requiere una definición clara del conte­
nido y de los alcances que podría tener una instrucción general del procura­
dor o del funcionario que tuviera delegada esta función. 

Uno de los principales problemas de la LOMP vigente es que esta cues­
tión está regulada en forma conjunta para el MPF y el MPD (artículo 31). A 
su vez, la facultad del procurador general (artículo 33, inciso d) está definida 
sin demasiadas precisiones respecto de sus límites. Si bien es claro que una 
interpretación sistemática de la LOMP establece la obligatoriedad de las ins­
trucciones generales, estas deficiencias y la falta de definición política dentro 
del organismo han tenido como consecuencia que en la práctica no exista un 
control efectivo de su aplicación, ni se haya diseñado un mecanismo de revi­
sión de las decisiones ante la negativa del fiscal que recibe la orden. En los 
hechos, esto ha tenido como efecto que las instrucciones generales no ha­
yan sido una herramienta determinante en la definición de las líneas de tra­
bajo del organismo. Se eligieron métodos más informales para establecer al­
gunas directivas. 

Es preciso reconocer que ésta es una de las cuestiones más discutidas 
en relación con el diseño de los ministerios públicos. Esta preocupación ha 
estado vinculada, generalmente, con la confusión sobre su función y con la 
concepción que lo ubica en el lugar de ~·guardián de la legalidad", como diji­
mos, en una evidente distorsión de papeles con los jueces. Si es el juez el 
que investiga, entonces el procedimiento necesita quien se encargue de ser 
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el guardián de la legalidad y garante del respeto de las reglas de juego y de 
los derechos, en este ?aso, el MPP. Desde esta posición, el fiscal debe tener 
los resg~ardos de un JUez, es decir, independencia, y en la tesis más extre­
ma, nadre le puede impartir instrucciones, ni siquiera su superior jerárquico. 

Sin em~~rgo, despejado este error y ubicado el MPF como encargado de 
la persecu?ron penal -con el deber de actuar en el marco de la legalidad co­
mo cual~urer otro ór~ano público-, la idea de que el fiscal reciba órdenes de 
su supenor (con los limites que se establezcan) pierde esta connotación preo­
cupante porque el ~ncargado de velar por la legalidad del procedimiento y de 
los derecho~ de los Involucrados es el juez de fa causa. En definitiva, se acep­
ta la necesidad ?.e una .he~ramienta funcional como las instrucciones y se 
traslada la aten.cJ.on al diseno del sistema, a sus alcances y a las instancias 
de control y revrsrón que resulten efectivas. 

~n .~stos. térm!nos, 1~ idea de un MPF fuerte y eficiente resulta una con­
tradrccron, sr al mrsmo trempo se lo diseña rígidamente y se recubre a los fis­
cales de los resguardos funcionales de los jueces. 

La cuestión básica, como explica Bruzzone36, es que las instrucciones 
generales de los fiscales deben ser legftimas. Esto significa qt¡e " ¡ • 

1 d' d b e organo 
que as Icte e e ser: a) el autorizado legalmente para ello (competencia 
formal); b) debe hacerlo justificando la necesidad del d1'ctad d 1 · . ( o e a Ins-
trucCIÓn competencia material); e) nunca deben contravenir disposicio-
nes .legales; Y. d) como a~tos administrativos, las instrucciones deben ser 
e~cntas, publicas y, seda mcluso conveniente que se oficialicen en los me­
dws .~;publicación o particulares, de acción u omisión, 0 combinadas en­
tre SI ; 1~ relevante es que se encuentren legalmente dictadas de acuerdo 
a los parametros sefia:lados". 

• 36. Bruzzone, Gustavo, "Las llamadas instrucciones de Jos fiscales" en Revista Pena y Estado 
numero 2, p. 224 ' • 

. 37. Las instrucciones p~eden contener órdenes de hacer (de acción) -generalmente las , ue 
d1s~~~en que el fiscal debe Impulsar determinadas acciones penales- y órdenes de no hacer (de 
om1s1on), en aquellos casos donde se decide por ejemplo, no apelar determinadas decisio . . 
c1ales por algun~ razón est~atégica. Puede haber instrucciones que combinen este tipo de ~: JUdl­
lmpulsar determinadas acciones y omitir determinados actos procesales. enes, 
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En consecuencia, mejorar la regulación del sistema de instrucciones con 
una cláusula que afirme con claridad la obligatoriedad de las instrucciones 
dadas por el procurador general (o quienes tengan esta facultad delegada) y 
la definición de sus alcances legítimos resulta importante para desandar las 
prácticas tradicionales del MPF que desconocen la virtualidad y la utilidad de 
este tipo de medidas. Es cierto que este cambio normativo debe ser también 
acompañado por un trabajo del responsable del organismo que impulse un 
cambio cultural interno. 

Esta facultad del procurador general debe estar claramente definida para 
temas como el diseño y la ejecución de la política de persecución penal del 
organismo, el adecuado cumplimiento de las tareas de investigación, el ejer­
cicio de la acción penai3B, la protección de víctimas y testigos, así como la 
definición de líneas de trabajo para la protección de determinados derechos 
o cuestiones de interés público. Asimismo, ,la LOMP debe contener una cláu­
sula que permita al procurador delegar esta facultad en los fiscales de jerar­
quía superior. A su vez, se deberá contemplar la facultad de Jos fiscales de 
objetar las instrucciones por razones fundadas. Esto se vincula directamente 
con el alcance legítimo de las instrucciones. En la medida en que el fiscal 
considere que la orden es arbitraria, contraria a la ley o a la ética profesional, 
se abre la posibilidad de discutir la medida y pedir su revisión. En la actuali­
dad la LOMP sólo contempla que el fiscal pueda oponerse porque la instruc­
ción es contraria a la ley (artículo 31). 

Un tercer punto son los efectos de la objeción presentada al superior je­
rárquico. La LOMP regula que el fiscal deberá poner en conocimiento del pro­
curador la objeción por informe fundado y si se trata de actos procesales que 
no admiten dilación debe cumplirlos bajo responsabilidad del superior. Sin 
embargo, la LOMP no avanza sobre los efectos de la revisión de la instruc­
ción, ni sobre los alcances de este pedido. En esta línea, debería agregarse 

38. En \a provincia de Córdoba está claramente regulada la facultad del procurador de impar­
tir instrucciones generales (artículos 11 a 14 y 16). Como explica Cafferata, las leyes establecen 
sobre qué materias pueden recaer, por ejemplo, el fiscal general de Córdoba no puede impartir ins­
trucciones respecto de la promoción o desistimiento de la acción penal, ni sobre la imposición de 
una medida de coerción sobre el imputado (artículo 11 de la ley orgánica); en la provincia de Bue­
nos Aires sólo pueden recaer sobre la promoción y prosecución de la acción o investigación (artí­
culo 28). Cafferata Nares, José 1., cit., p. 96, nota 22. 
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que si se acepta la objeción se debe modificar la instrucción con alcances ge­
nerales y que en caso contrarío el responsable político asume plena respon­
sabilidad por las consecuencias del cumplimiento de la orden. 

En relación con la necesidad de un control amplío de estas instrucciones, 
que representan las líneas de actuación que va definiendo el responsable del 
organismo, es indispensable que se disponga su publicidad por algún siste­
ma que permita el acceso libre por parte de la ciudadanía. En este sentido, 
puede ser positiva la publicación de las resoluciones e instrucciones en la pá­
gina web del MPF (www.mpf.gov.ar). 

Asimismo, tal como sostuvimos en el punto 4.3.2, la creación de un Con­
sejo Asesor del procurador general sería importante en la definición de las po­
líticas del organismo. Las instrucciones son el instrumento más usual para fi­
jar estas líneas de trabajo. Por esta razón, puede ser un órgano útil como ins­
tancia colegiada, para analizar las objeciones de los fiscales referidas a pro­
blemas de legitimidad de las instrucciones, con el beneficio de que no es la 
misma persona que dictó la instrucción aquella que estudia su legitimidad (si 
bien las decisiones del Consejo pueden no ser vinculantes). 

Otra instancia de control importante puede ser la víctima del caso concreto 
o quien demuestre interés legítimo para instar la revisión de una instrucción ge­
neral ante el Consejo Asesor o ante el superior jerárquico del fiscal que la dic­
tó en el ·caso de que no hubiera sido el procurador general39. 

4.6 Las facultades del procurador general como herramientas 
fundamentales para el gobierno y la administración del organismo 

Los ejes desarrollados en los puntos previos ponen en evidencia que una 
cuestión básica a regular con precisión es el alcance de la actuación del pro­
curador general (sus deberes y atribuciones) con el fin de facultarlo legalmen­
te para el ejercicio de las tareas propias del MPF, sobre la base de los prin­
cipios que definimos en el punto 4.2. 

39. Por ejemplo, la LOMP de Guatemala dispone que cuando la víctima se vea afectada por 
una Instrucción general puede también objetarla (artículo 68). 
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Sin embargo, el legislador no definió con claridad estas cuestiones. La 
lectura de la LOMP deja traslucir una concepción rígida de organización en 
la que el procurador general tiene obstáculos para disponer con flexibilidad 
de sus recursos. Esta decisión legislativa, nuevamente, está amparada en la 
concepción que antepone como primera cuestión a resguardar la "autono­
mía del fiscal". 

Mantener esta línea de interpretación, y una ley que responde de algún 
modo a ella, dificulta la tarea fundamental del procurador general de dirigir y 
administrar los recursos del organismo. Por ejemplo, estos problemas se ad­
vierten en la forma actual de asignación de las causas, por la cual se consi­
dera que el fiscal tiene "competencia" sobre el caso, que excluye cualquier 
decisión que implique apartarlo o intervenir en su desarrollo. 

Los cambios deben estar dirigidos a eliminar del artículo 33 de la LOMP, 
que regula los deberes y atribuciones del procurador general, aquellas dispo­
siciones que tornan rígida la estructura del MPF. 

Asimismo, más allá de las diversas facultades que la LOMP confiere al 
procurador general, es fundamental que las cuestiones referidas a la defini­
ción de las políticas de actuación del organismo -a través de instrucciones 
o resoluciones generales- y a la administración y superintendencia del MPF 
se adecuen a los criterios establecidos en los puntos anteriores, fundamen­
talmente en lo referente a la necesidad de flexibilidad de las decisiones y a 
la creación de las instancias de control necesarias. 

En cuanto a las facultades de organización y superintendencia general (artí­
culo 33, inciso 11), la fórmula debería aclarar que el procurador general fijará Jos 
criterios en materia de recursos humanos, inversiones, gastos, planificación del 
desarrollo y de administración y finanzas, y que para ello deberá dictar los regla­
mentos que correspondan en virtud de sus facultades de superintendencia. A su 
vez, el Consejo Asesor debería tener participación en esta materia. 

Otra cuestión de relevancia es que esta facultad debe incluir la superin­
tendencia sobre el funcionamiento de las fiscalías y demás unidades del MPF 
y el ejercicio de los poderes disciplinarios correspondientes. 
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4. 7 La autarquía financiera del Ministerio Público Fiscal 

La falta de recursos propios y las deficiencias del artículo 22 de la LOMP 
-que analizamos en el apartado 3.5- dejan al MPF en una situación de impor­
tante debilidad institucional. Es el Poder Ejecutivo quien termina definiendo el 
presupuesto más allá de la propuesta que realiza el procurador general. Para el 
presupuesto del año 2004 el Poder Ejecutivo remitió al Congreso un proyecto 
30% menor al solicitado por el procurador general. Por otra parte, como dijimos, 
más allá de la asignación concreta de fondos, la cuestión de relevancia se tras­
lada al modo como se ejecuta el presupuesto. A diferencia del Poder Judicial, el 
MPF recibe los fondos a través del Ministerio de Economía. Esto lleva a que el 
procurador no pueda administrar sus fondos en forma independiente4o. 

Por resolución administrativa n° 137/2003, el procurador general fijó 
el Presupuesto de Gastos del Ministerio Público Fiscal para el ejercicio 
2004 en función del artículo 22 de la LOMP. El Poder Ejecutivo envió al 
Congreso un Proyecto de Ley de Presupuesto con un monto sustancial­
mente menor. El total general previsto por el Poder Ejecutivo fue de 
$110.966.000 cuando el procurador había solicitado $153.389.687, es 
decir, un 28% menos. 

En ei.Jnforme Anual 2003 del MPF se detalla cómo las partidas presu­
puestarias son entregadas por el Ministerio de Economía trimestralmente 
y en general no corresponden al monto total comprometido. Del informe 
de la Secretaría General de Administración surge que "las cuotas de com­
promiso y devengado presupuestario asignadas trimestralmente por la au­
toridad económica, generalmente, no consideran lo expresamente solici­
tado por el Servicio Administrativo Financiero del Ministerio Público Fis­
cal, y en muchas ocasiones son claramente insuficientes para atender los 

40. El actual Procurador General de la Nación, Esteban Righi sostuvo en la audiencia pública 
ante la Comisión de Acuerdos Constitucionales del Senado -en ocasión del trámite para su desig­
nación- que: " ... la Constitución dice que el Ministerio Público tendrá autarquía financiera, pero 
no la tiene. De hecho, la asignación de recursos la hace el Ministerio de Economía. Esto sí me pa­
rece importante; és decir que el Ministerio Público decida, dentro de los pocos límites que tiene 
-porque tengo la Información de que casi el 90% del presupuesto está insumido en pagar sueldo$­
manejar el resto del presupuesto con algún criterio de razonabilidad. Por otro lado, el Ministerio Pú­
blico durante todo este tiempo ha sido beneficiado con nuevas funciones, pero no con el dinero ne­
cesario para poder cumplirlas. De modo que deberían mejorar su situación en el presupuesto na­
cional". Versión taquigráfica de la Audiencia Pública del día 1 de junio de 2004. 
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. . dos como resultado de las cof1trataciones vige. ntes y. 
compromiSOS asum1 ' , A 1 
de aquellos que se encuentran en vías de ejecución' (Informe nua ' p. 
19~, "Solicitudes, asignaciones y repro~ra~~ciones ~e cuotas de compro­

miso y devengado presupuestario del eJerciCIO 2003 ). 

Es f~ndamental remarcar o i~~:~e~~:~~~on ~ee ~!u~:::~~~~nae~t:rei~~~:~~~ 
ces hacia el MPF, tales com . (art'¡culo 353 bis) y los casos de 

, · ) 1 · trucciones sumanas 
(articulo 196 bis , as ¡ns . . e or un lado la discusión sobre un plan 
secuestros extorsivos (196 bis), l~p~n . , ~ ma y por' el otro la discusión sobre 
de reforma que brinde coherenci~~Fs:ne relaclón con esa' mayor cantidad de 
la asignación de presupuesto al 1 P der Judicial que ya no las tiene. Como 

· f damentalmente con e o 
funciones, un } 1 integración del presupuesto del Poder 
vimos en el a?artado para la De :;t~~s~ro sino también con recursos propios 
Judicial no solo es con fondos pto de tasa judicial Y un porcentaje de 

provenientes de lo r~ca~~ad~nean p:í~i~: seria de fortalecimiento del MPF debe 
los impuestos de la aclon. . . , tizar al MPF el traslado de re­
estar dirigida a m?dificar esta sltuaclo~e~·:a~~~~~~es y responsabilidades. 
cursos en la medida que posea mayo 

d 1 disponibilidad del presupuesto resulta relevante, fundamen-
EI tema e a r de los fondos que no corresponden al rubro 

talmente, para plan.ifi.~ar ~1 des ~oactuación más eficiente del organismo, por 
s~eldos y que posibll~tanan u: contratar servicios para pericias, traducciones, 
eJemplo, en su capa?'~ad par la investigación entre muchas otras cosas. 
equipamiento tecnolog¡co para , 

1 d 1 . ' legal de la Oficina de Investigaciones con a u-
El · mp 0 e a creac10n ' ¡ · 

eJe d' á . (1 25 409) Se trasladó al MPF a mves-. d para 1gm ttco ey · · . 

:~;a~~;r~e ~s:: ti~~ de cas~.s t~~~;·~~~~~~~~s ~~~:::~~~~:r::~eul~:i:~;~d~~::~ 
formáttco que pue a ~ruza 1 Sin embargo, no se dispuso con qué fon­
tes )' personalfpara p!Ocesar os.estructura por lo cual actualmente su fun-
dos se iba a a rontar esa nueva '' 

d l . 41 
ción primordial es e are 1tvo . 

. . . . d esta ley, véase La Nación, 30/04/01, "Los 
41. Sobre la pelea instituciOnal su~g~~a a ~~~~~/v!w lanacion.com.ar/301761. 

fiscales estarán a cargo de las causas en . . 
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Ahora bien, la efectiva autarquía financiera debe estar acompañada ne­
cesariamente por la definición clara de sus responsabilidades en la ejecución 
de los gastos públicos. En esta línea, y como se desarrolla más adelante, se 
debe fortalecer su polftica de rendición de cuentas. 

4.8 El fortalecimiento de la Fiscalía de Investigaciones 
Administrativas 

Durante los últimos años, la Fiscalía de Investigaciones Administrativas 
(en adelante FIA) ha estado desarticulada, relegada a un papel absolutamen­
te secundario. Sin embargo, el fortalecimiento institucional de esta oficina re­
sulta indispensable para asegurar un control efectivo de los actos de la ad­
ministración pública. La FIA constituye uno de los organismos centrales para 
la reconstrucción de la institucíonalídad y para asegurar que los actos de go­
bierno sean revisados por un organismo independiente. 

Esta Fiscalía es una unidad especializada dedicada a investigar e impul­
sar los delitos vinculados con la administración pública y a instar sumarios en 
los casos en que se observen transgresiones a las normas administrativas. 
Como afirmamos en el punto 4.4 esta especialización coloca al MPF en una 
mejor posición para investigar esta clase de delitos y permite optimizar su ca­
pacidad de intervención. Sin embargo, sí bien la LOMP ubica a la FIA en una 
posición jerárquica importante dentro del MPF, ésta tiene deficiencias que se 
traducen en obstáculos serios para las investigaciones, al mismo tiempo que 
reproduce vicios y contradicciones propias de la errónea interpretación del 
concepto de "autonomía funcional del fiscal" y de la asignación de "compe­
tencia" al fiscal elegido por turno. 

De lo dicho surge que la FIA está facultada para realizar investigaciones 
en todo el ámbito de la Administración Pública Nacional -centralizada Y des­
centralizada. En consecuencia, la característica que la define es ser una uni­
dad de investigación especializada para la persecución de los delitos y las fal­
tas administrativas vinculadas con la administración pública. 

Sin embargo, la LOMP es inconsistente con esta afirmación cuando defi­
ne las facultades de la FIA en las causas judiciales. Así, en los casos que se 
inician por su denuncia; el ejercicio de la acción pública pasa a manos del 

El Ministerio Público Fiscal 

fiscal asignado por turno de acuerdo con el tribunal en el que recayó el caso 
(artículo 45, inciso e). A la FIA le queda la intervención necesaria en el pro­
ceso. Es decir, la FIA -como representante del MPF- realiza la investiga­
ción preliminar y lleva el caso a la justicia. No obstante, el caso es derivado 
a otro fiscal, que no conoce la causa, para que lleve adelante la instrucción. 
A su vez, en su momento, será otro fiscal el que asuma la participación en el 
juicio. De este modo, una vez judicializada la causa, la FIA pasa a tener un 
papel necesario pero subsidiario. Tampoco se explica qué sucede ante dife­
rencias entre el fiscal del caso y el de la FIA. Éste no parece el modo más ra­
cional de organizar los recursos del MPF. Tampoco responde al sentido de ha­
ber creado una estructura especializada para estos temas. 

Por otra parte, la inte/Vención necesaria que la LOMP le otorga en todos 
aquellos casos que denuncia -en forma paralela a la actuación del fiscal de 
la causa- no resulta adecuada desde el punto de vista de la distribución ra­
cional de los recursos, ya que habrá muchos de esos casos en los que no se 
justifique la intervención conjunta de dos oficinas del MPF. 

El ejercicio directo de la acción le corresponde sólo en aquellos casos en 
que los fiso¡:¡les de las causas manifiesten un criterio contrario a seguir con 
la persecución penal Iniciada. Sin embargo, la norma es ambigua ya que no 
aclara si esta facultad es propia de los casos que se iniciaron por su denun­
cia o de todos aquellos donde esté involucrado un funcionario público. Casos 
que, por el artículo 48 de la LOMP, deben ser notificados a la FIA. Esto aca­
rrea otro problema. La LOMP no es clara tampoco sobre las facultades de la 
FIA en los casos que serían de su competencia pero que no fueron iniciados 
por la oficina. La paradoja es que la misma ley deja en esos casos un espa­
cio para discutir las facultades de intervención de la oficina del MPF que es­
tá especializada en el tema. 

La facultad de intervenir -cuando lo decida- en los casos en que exis­
ten denuncias contra la administración pública (independientemente de 
quien haya efectuado la denuncia) y el ejercicio de la acción penal en las in­
vestigaciones propias -con la posibilidad de que los fiscales no especializa­
dos actúen en forma subsidiaria si la oficina no decide continuar con su in­
tervención- son modificaciones necesa·rias si se pretende seriamente dotar 
de capacidad a la FIA. Asimismo, es muy importante que se regule la obliga-
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ción de los jueces de comunicar en forma in . 
caso en el que está involucrado un , m.edlata a la FIA el inicio de un 
el ejercicio de su función. . agente publico por hechos vinculados con 

Por otra parte, en relación con la intervenci, . 
vos, la Procuración del Tesoro de la N . , o~ en los sumanos administrati­
tó las facultades de la FIA de niodo ta~clon mediante e.l dictamen 190/99 limi­
parte acusadora sólo en los sumar' que se la autonza para intervenir como 
nes autónomas. Como puede vers~sl que ~on !~uto de sus propias investigacio­
cuidad del trabajo del organism ' a aphcaclon ?e. este criterio lleva a la ino­
ción en la mayoría de los sum ~ ya que en la prac~lca implica la no interven­

gravedad. Ésta es una cuestió~n~se ¡~e se labran, '.ndependientemente de su 

peditada al criterio del organism; que d L~MP debena resolver y no dejarla su-
e e ser controlado por la FIA. 

Asimismo, la ley contiene deficiencias e . 
canee de las facultades de investig 'ó d n cuant.o a la especificación del al­
precisa acerca del deber de dar . tac¡ n .~ sumanos administrativos y es im-

d. In ervenc1on a la FIA e 1 . 
pon lentes a las fuerzas armadas d . n os sumanos corres-
dos · Y e segundad a organ· 

' a entidades de participación . t ' lsmos descentraliza-
tien · · · , In erestatal Y a entidad e partJCipacJon La resolución d es en que el Estado 
tfculo 49 de la ley .24 946 P e. estos problemas requiere reformar el ar-
su . . . ara meJorar su capacidad d . 

. manos se debe contemplar que la FIA ten e Intervención en los 
e Incorporar prueba así como d . ga facultades de ofrecer producir 

d b ' e recurnr las resoluci ' 
se e e regular la obligatoriedad de n t·fi ones adversas. Para esto 
má 11' d 0 1 lcar a la FIA el in' · d s a a e que esa oficina no h 'd . . , ICJO e los sumarios 

aya Si o QUien Insto su promoción. ' 
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5. El fortalecimiento de las instancias de control en 
el MPF y el MPD como cuestión estratégica para 
consolidar organismos democráticos 

5.1 El proceso de designación de fiscales y defensores: 
mayor participación y transparencia 

El régimen de selección del procurador y defensor no está regulado en la Cons­
titución, como sí ocurre con los jueces de la Corte Suprema. Para su designación 
podría mantenerse el procedimiento elegido por los legisladores en la LOMP e in­
corporar el trámite de participación ciudadana previsto en el decreto 588/2003. 

En cuanto a los fiscales y defensores, el procedimiento debe ser regula­
do de forma tal que garantice mayor transparencia y participación (artículos 
5 y 6 de la LOMP). 

Las leyes orgánicas más modernas (véanse en este sentido la ley orgáni­
ca de Chile o el proyecto impulsado en México) contemplan un sistema de in­
greso al Ministerio Público que excede el mero concurso y que implica el dise­
ño de una carrera de fiscal que incluye el régimen de ingreso y el de ascenso. 

Por un lado, esto se afianza si se incluye en la LOMP el procedimiento del 
decreto 588/03, del mismo modo que para el procurador general y el defen­
sor, ya que las designaciones quedan abiertas a la opinión pública. 

Por otra parte, más allá de que se establezca una carrera de ingreso al 
Ministerio Público, los concursos públicos de antecedentes, que hoy se inte­
gran exclusivamente con miembros del organismo, deben prever alguna par­
ticipación externa, en forma similar a como está definida la selección de ma­
gistrados del Poder Judicial por el Consejo de la Magistratura. En este ámbi­
to, por ejemplo, los jurados ad hoc están integrados por un abogado, un juez 
y un profesor de derecho. Si bien en aquellos ministerios públicos donde fis­
cales y defensores no tienen un estatus casi equivalente al de juez, la partí-
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cipación social no es indispensable para la elección de funcionarios de ran­
gos inferiores, en la medida en que estas condiciones se mantengan, la par­
ticipación externa favorece que las designaciones sean más transparentes, 
bajo parámetros más objetivos, y se rompa, de algún modo, un esquema her­

mético y corporativo. 

5.2 El mandato limitado en los cargos de responsabilidad 
política. La evaluación periódica para fiscales y defensores 

Actualmente, los fiscales y defensores -incluyendo al procurador gene­
ral y al defensor general- ejercen su mandato por tiempo indeterminado; es­
to es, "gozan de estabilidad mientras dure su buena conducta y hasta los se­
tenta y cinco (75) años de edad", en cuyo caso "quedarán sujetos a la exi­
gencia de un nuevo nombramiento, precedido de igual acuerdo"42 • 

Sin embargo, este criterio debe ser revisado. Hay que destacar cjue la es­
tabilidad en el cargo de los fiscales y defensores no está garantizada por la 
Constitución Nacional sino que sólo tiene carácter legal. En este sentido, al­
gunos doctrinarios sostienen que donde la Constitución no regula cargos vi­
talicios, el legislador no podría disponerlo43 . 

42. Los artículos 13 y 70 de la ley 24.946 disponen: "Artículo 13. Los magistrados del Minis­
terio Público gozan de estabilidad mientras dure su buena conducta Y hasta los setenta Y ?mco.(75) 
años de edad. Los magistrados que alcancen la edad indicada precedentemente quedaran sujetos 
a la exigencia de un nuevo nombramiento, precedi?o de igual acuerdo. Estas designaciones se 
efectuarán por el término de cinco (5) años, y podran ser repetidas mdefimdamente ', n:ed1ante el 
mismo procedimiento". "Artículo 70. Todos los actuales integrantes del M1n1s;eno Publico que se 
desempeñen en los cargos previstos en los incisos b), e), d), e) y f) de los articulas 3 Y 4 de esta 
ley gozan de la estabilidad que prevé el artículo 120 de la Constitución Nacional. El Procurador Ge­
neral y el Defensor General deberán obtener el acuerdo previsto en el_ artíc~lo 5. A _tal efecto el Po­
der Ejecutivo remitirá los pliegos correspondientes dentro ~e los tremta d1as corndo.s contados a 
partir de la sanción de la presente ley. Lo previsto en. el_ parrafo anten~r no 1mped1ra la rerr:oc1ón 
de dichos funcionarios por hechos ocurridos con antenondad a la sanc1on de la presente ley'. 

43. En este sentido, Raúl Zaffaroni, en una reunión realizada por el Centro de Estudios Políticos 
Económicos y Sociales (CEPES) sobre la reforma judicial en Argentina, sostuvo que los mandatos 
vitalicios sólo pueden surgir exl?resamente del texto constitu.clonal. D~ n:odo que SI la c_onstltUclón 
no ¡0 dispone, el legislador no podría atribuirle esa caractenst1ca a nmgun otro cargo publico. 
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Este tema fue discutido durante la Convención Constituyente de 1994, 
aunque el artículo 120 nada reguló al respecto. Como sostuvimos en el 
documento "Fiscales y defensores en la agenda democrática", Gelli ha sos­
tenido que el artículo 120 de la Constitución Nacional sólo asegura a los 
integrantes del Ministerio Público inmunidades funcionales y la intangi­
bilidad de sus remuneraciones. "Los convencionales constituyentes de 
1994[ ... ] no resolvieron cuestiones esenciales acerca del nombramiento, 
estabilidad y remoción de los integrantes del Ministerio Público"44, 

Cafferata Nares identifica la periodicidad de los mandatos con las herra­
mientas de control necesarias para los poderes del Estado en relación con los 
resultados obtenidos por el organismo45 . La regulación de la estabilidad rela­
tiva -fundamentalmente del responsable político- ha sido un mecanismo 
de control usual en los sistemas de algunas provincias argentinas y en el de­
recho comparado, sobre la base de que un mandato limitado provee los in­
centivos necesarios para una mejor actuación. 

Así, por ejemplo, en el artículo 173 de la Constitución de la Provincia 
de Córdoba se establece que el fiscal general dura en su mandato cinco 
años y puede ser elegido nuevamente (debe llamar la atención que en esa 
provincia el MPF es parte del Poder Judicial). La Constitución de la Ciu­
dad Autónoma de Buenos Aires establece un mandato de siete años para 
el fiscal general, con la posibilidad de un período de reelección. En el ám­
bito nacional la reforma Constitucional de 1994 incluyó la figura del de­
fensor del pueblo, también como órgano independiente y con autonomía 
funcional. En este caso limitó el mandato a cinco años, con la posibilidad 
de ser reelegido por un período más (artículo 86). 

En general, el plazo estipulado en el derecho comparado para los respon­
sables del organismo es de diez años, o de cinco, con la posibilidad de la 
renovación por un período igual consecutivo. En Chile, por ejemplo, la tU­
tima reforma procesal penal que se está implementando fijó para el flsc.al 
nacional un mandato de diez años, no renovable (artículo 16 de la LOMP 

44. Gelli, Angélica, Constitución de la Nación .Argentina, Comentada y Concordada, Buenos 
Aires, Ed. La Ley, p. 843. 

45. Cf. Cafférata Nares, cit., p. 93. 
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de Chile). El fiscal de distrito de las fiscalias estaduales norteamericanas 
(District Attorney) es elegido por elecciones populares, por un manda ro Ji­
mirado, aunque reelegible. El director general del Instituto de la Defensa 
Pública Penal de Guatemala dura cinco años en su cargo y puede ser ree­
lecto por un período más. En México se está dando actualmente un pro­
ceso de reforma de todo el sistema de justicia federal. El Poder Ejecutivo 
ha enviado al Senado un proyecto de ley orgánica del MPF que contempla 
un mandato de cinco años para el fiscal general, renovable por un período 
más. A su vez, el proyecto establece que los fiscales de distrito duran en su 
cargo cuatro años, renovable también por un solo período. Los fiscales ge­
nerales adjuntos y los fiscales especializados pueden ser nombrados y remo­
vidos libremente por el fiscal general de la Federación (artículos 17 y 18 
del proyecto de ley de la Fiscalía General de la Federación). 

De este modo, establecer un mandato limitado para los responsables je­
rárquicos, es decir, el procurador general, el defensor general y el fiscal de in­
vestigaciones administrativas implica generar los incentivos legales necesa­
rios para el fortalecimiento del Ministerio Público y del sistema de administra­
ción de justicia. La función de estos cargos está relacionada, sobre todo, con 
la ejecución de políticas concretas. Por ello, se exige que den cuenta de sus 
resultados y justifiquen sus decisiones. En este sentido, un plazo de diez años 
en el cargo, con la posibilidad de revalidarlo a los cinco, resulta acorde con 
lo regulado para cargos de este tipo de acuerdo con los antecedentes com­
parados que se analizaron. 

Sin duda, hay que reconocer que esta limitación puede abrir espacios pa­
ra presiones o injerencias de los otros poderes en el momento de revalidar el 
cargo o que el gobierno que asume intente nombrar un procurador o defen­
sor de su conveniencia. Sin embargo, estas cuestiones no invalidan por sí 
mismas las ventajas de este tipo de regulación. Para evitar estas prácticas se 
debe prever que la finalización del período no coincida con el recambio de los 
mandatos políticos. Así lo pensaron algunos constituyentes en 1994, cuando 
propusieron que la Constitución disponga un plazo de cinco años de manda­
to, escalonado con el período de cuatro años del Poder Ejecutivo46, 

46. Cafferata Nares, José J., cit., p. 93, nota 17. 
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Por otra parte, los argumentos que sostienen que .los n:andatos limi~ados 
afectan la garantía de estabilidad en el cargo resultan equ~vocad~s .. la lm~o.-

'b'\idad de que el funcionario sea removido por un mecamsmo d1st1nto al JUI­
SI 

1 
· d · tras du cio político antes de la finalización del plazo .qu~~a gara~tlza ~ m1en . -

re el mandato. Al igual que para los cargos VItalicios, las Jnmumdades funciO­
nales que la ley dispone tienen plena operatividad durante todo este plazo. 

En consecuencia, dado que el mandato vitalicio no es una dispo~ic.ión 
constitucional, el legislador puede establecer válidamente un mandato limita­
do para las autoridades del Ministerio Público. 

Respecto de los demás integrantes del Minis:erio Público -cu~a selec­
ción es fundamentalmente técnica-, la ley debera prever un mecams';lo ~or 
el cual la designación no sea necesariamente vitalicia sino que, por algun s~s­
tema de evaluación periódica, se deba revalidar periódica~ente esta desig­
nación. Esto debe asimismo coordinarse con una carrera fiscal en la que las 
evaluaciones pueden ser la base de los ascensos. 

La LOMP debería mencionar que los fiscales, defensores y funcionarios 
serán evaluados de acuerdo con las normas del reglamento que dict~n el pr~­
curador y el defensor general, quienes deberán establecer un me~~msmo P~­
blico ·y objetivo de evaluación y reclamo. Los criterios de .evaluac1on ?eberan 
considerar, al menos, el cumplimiento de metas establecidas y la calidad del 
trabajo realizado. 

En general, cuando las leyes supeditan la continuidad del funciona.rio a 
una buena gestión (de modo de no tener cargos vitalicios): una defictente 
evaluación da lugar al cese de funciones, lo cual queda desvmculad~ de.! ca­
nal disciplinario que desemboca en la remoción. La regla es la conttnllldad 
mientras no existan evaluaciones negativas. Los fiscales o defensores son 
evaluados periódicamente por la oficina de control de gestión respectiv~ Y 
de acuerdo con los parámetros objetivos que el procurador o defensor fiJen 

por reglamento. . 
La fórmula de la LOMP chilena es la siguiente: Los fiscales adJuntos ce­

sarán en sus cargos por: a) cumplir 75 años de edad; b) renuncia; e) muer­
te; d) salud incompatible con el cargo o enfermedad ~~:recuper~ble, de 
acuerdo con lo establecido en el reglamento; e) evaluacwn defictente de 
su desempeño funcionario, de conformidad con el reglamento; f) incapa-
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ciclad o incompatibilidad sobreviniente, cuando corresponda (artfculo 
43). Los fiscales y funcionarios del MP son e~aluados ~e acuerdo con la~ 
normas del reglamento que dicta el fiscal naciOnal, ~ tiavés de .~n ~eca 
nismo público y objetivo de evaluación y reclamación. Los Cllter~os de 
evaluación deben considerar el cumplimiento de las metas establecidas y 
la calidad del trabajo realizado (articulo 78). Anualmente, !.os fiscales re-
. 1 s n evaluados por el fiscal nacional; los fiscales adJuntos, por el gwna es o · · á · 

fiscal regional respectivo, y los funcionarios, por el supenor ¡er· rqtuco co-
d. nte (a¡·tículo 79) Las evaluaciones sirven como antecedentes en rrespon le . . r . 

aquellos casos en que se postule a un grado o cargo supenor o se so Jclte 
1 . ' 1 t 'rm¡'no del contrato de trabajo (articulo 80). El fiscal na-a remoc10n o e e · d ¡ fi 
cional establece metas institucionales anuales que son comumca as~ :s-
cal regional, luego se establecen metas personales (so~re la base e ~s 

) Ue Son Comunicadas fehacientemente al fiscal adJunto. El cumph-
otras q . , ' ¡ 19 d 1 1 
miento de estas metas es la base de la evaluac!On. El amcu o. e reg a-

d aluac'¡ón del desempeño de los fiscales del MP dispone que la mento e ev '']' 5 r . 
1 . ' de un fiscal adJ'unto con una nota de concepto lsta -e Iml-eva uac1on ¿· . J

11 
d ( d 

• ' 
11 n un período anual 0 en 11 lista 4-con Jc!Ona en os per o os nacwn e . d r · · 

anuales consecutivos, configura la causa de ténmno e runcwnes prevista 
orla letra e) del articulo 43 de la LOMP. 

p El título III del Reglamento de evaluación del desempefio de los fisca-

l d 1 M .. t . Pu'blico de Chile establece que los factores y subfacto-es e mis eno . , d -
. d b n ser tenidos en cuenta para la evaluacwn son: a) esempen.o 

res que e e l'd d · · · · b) d1 
d e . . cumplimiento calidad, confiabi l a ' mJcJatlva; con -

e !UnCIOnes. ' f' J b'J'd d 
. 1 . nocimiento legal y criterio juríc leo, 1a ' 1 a es y c10nes persona es. co . . . . 

d rales habilidades y destrezas escritas, compromiso msmucw-estrezas o • . · d · 1 
1 d. . . 'n al aprendiza)' e y al cambio, hab!hda es mterpersona es y na , 1sposJCJO . . · ' 
b . 'p e't¡'ca· e) cumplimiento de normas: asistencia, atencwn tra aJO en eqlll o, ' . ]' ' 

d . . 'ó Ctlmplimiento de normas e instrucciOnes; d) cump Imien-y Isposlcl n y ¡ d . ) 
d . d d umplimiento y calidad de las metas a canza as, e to e metas: gm o e e . . . , 1 

capacidad de gestión: liderazgo y manejo de conflicto; comuniGtcwn; p a-

nificación organización y control. . d 
E tas e;aluaciones periódicas deberían ser coordinadas por la oficma e 

s ¡ d t' 'n del organismo y la de capacitación, a través de un pro-contra e ges 10 d 
. . los fiscales y defensores a una suerte e carrera que grama que mcorpo1e a U 

sea también la base que determine los antecedentes para los ascensos .. n 
sistema posible para nuestro caso debería ser aquel que establezca que si al 
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cabo de dos evaluaciones el fiscal o el defensor no cumpliera con las metas 
establecidas en el reglamento, el funcionario debe revalidar su cargo a tra­
yés de una evaluación que realizará un jurado conformado del mismo mo­
do que para la elección de nuevos fiscales o defensores, de acuerdo con los 
criterios que se fijen en forma reglamentaria para cada organismo y que de­
berán contemplar el rendimiento en la función, el nivel de actualización de 
conocimientos y el resultado de un informe psicodiagnóstico. La integra­
ción del jurado por personas ajenas al Ministerio Público garantiza, a su 
vez, el control externo necesario a las evaluaciones internas que llevaron a 
revalidar el cargo. Si el funcionario no se presenta, se entiende que renun­
cia o que está dada la causal de cese de funciones de la LOMP. En caso de 
que el jurado realice una evaluación positiva, el fiscal o defensor seguirá en 
su cargo y será sometido nuevamente a las evaluaciones de rutina. En·caso 
de que el jurado concluya que el fiscal o defensor no tiene aptitud para per­
manecer en el cargo, se da la causal de cese de funciones que se debería in­
corporar a la LOMP y se abre esa vacante a un nuevo concurso de oposi­
ción y antecedentes que enviará la terna al Poder Ejecutivo. 

5.3 Procesos disciplinarios y de remoción controlados y 
transparentes 

Los procesos disciplinarios son mecanismos de control interno de rnuchf­
sima relevancia· en los que se advierte, con claridad, la tensión que puede 
existir entre las facultades de gobierno y administración de los jefes del orga­
nismo y la tarea efectuada por los integrantes del Ministerio Público. Así co­
mo sostuvimos en los puntos anteriores que la LOMP debía otorgar faculta­
des amplias a los responsables políticos del organismo para aquellas tareas, 
ello debe ser complementado con mecanismos que garanticen, por un lado, 
transparencia en la supervisión disciplinaria, con el fin de disminuir lo máxi­
mo posible las eventuales presiones que se pudieran ejercer con estos suma­
rios, y, por el otro, la publicidad suficiente para que estas cuestiones no se 
resuelvan en forma corporativa, sin atender a los reclamos externos. 

La regulación de la LOMP en este tema presenta dos problemas que se 
relacionan mutuamente (artículo16). No se. contempla la publicidad de los 
procedimientos de sanción y no se admite la participación del denunciante. 
Las modificaciones deben marcar criterios de transparencia y participación 
en estos casos. 
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En este sentido, la ley establece que el procedimiento a seguir en los su­
marios administrativos será definido reglamentariamente por el procurador y 
el defensor general. La ley les exige garantizar el debido proceso adjetivo y e\ 
derecho de defensa en juicio. La nueva LOMP debería regular también que 
\os reg\ar:'entos que se dicten garanticen la participación del denunciante en 
e\ sumano, por lo menos en cuanto a la notificación de \a decisión que se 
~dopte a e:~ctos de que pueda pedir la revisión de la medida, y algún crite­
no de publicidad de los casos para evitar posibles manipulaciones de los su­
marios Y la definición de plazos de resolución para resguardar al fiscal 0 de­
fensor de sumarios abiertos por tiempo indeterminado. 

. Por. otra parte, en el .artículo 17 la LOMP prevé la posibilidad de que los 
JUeces Impongan correcciOnes disciplinarias a funcionarios del Ministerio Pú­
blico. Sin embargo, estas facultades no respetan el carácter independiente 
d.el organismo. Para eliminar estas confusiones, la LOMP debería tener una 
formula por la cual en los casos de faltas contra "la autoridad o el decoro de 
los jueces o tribunales" se debiera comunicar la situación al superior jerárqui­
co del autor de la falta con el fin de que adopte las medidas correspondien­
tes. Si el autor fuera el procurador o el defensor general, la falta se comuni­
caría al Senado de la Nación. 

Otra cuestión a analizar son los casos en los que el sumario disciplinario 
desemboca en un proceso de remoción. La LOMP prevé (excepto para el pro­
curad.or. Y el.defens?r) la vía del Tribunal de Enjuiciamiento (artículos 18 y 19). 
Esta ultima 1nstanc1a puede ser iniciada de oficio o por denuncia pero requie­
re un~ decisión del procurador o defensor general para abrir la 'competencia 
d~l tnbunal. Como se observa, esta decisión resulta estratégica. En una me­
dida que resulta muy positiva, el procurador general actual ha dictado la re­
solución PGN 74/04 por la cual delega esta decisión en una comisión de cin­
~o fiscales g~nerales que deben resolver por mayoría simple, para que este 
t1~o de cuestiones no queden supeditadas a la decisión de una sola persona. 
Sm embargo, el MPD todavía mantiene el anterior sistema. 

Existen otras cuestiones problemáticas vinculadas con el proceso de re­
moción. La participación del denunciante se ve acotada a controlar con un 
recurso de queja ante el Tribunal de Enjuiciamiento la decisión que desestí­
~a la denuncia. Sí bien el artículo 20, inciso e, remite a los principios del Có­
digo Procesal Penal Nacional para la reglamentación del procedimiento, re-
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chaza \a posibilidad de que el denunciante se pueda c~nstituir en parte y le 

n\~ga cualquier posibilidad de participación. 

t.sta reg,ulación tiene como consecuencia que e\ denunciante no puede im­
pulsar e\ proceso, producir pruebas en e\ debate ni recurrir \a decisión de\ tribu­
na\. Si se absuelve a\ imputado y e\ f1sca\ de\ procedimiento no recurre ante \a 
Cá~ara Nacional de Apelaciones en \o Contencioso Administrativo Federa\, el 

;denunciante no tiene más recursos disponibles. 

Por estas razones, \a ley debería contemplar una modificación de\ trámi-
• te (artículo 20, inciso e, puntos 1 y 8) para garantizar al denunciante alguna 

participación en e\ procedimiento, con la aclaración de que podrá adherir a \a 
presentación del fiscal, impulsar \a acción, presentar, producir pruebas Y ale­
gar en el debate. Además, debería ser informado de todo \o relativo a\ trámi­
te del proceso y permitir el recurso del denunciante ante \a Cámara Nacional 

de Apelaciones en \o Contencioso Administrativo Federal. 

5.4 El control de gestión y el acceso a la información 

El control de gestión es un aspecto que en la LOMP no aparece definido 
con claridad. No existe mención respecto de la obligación de generar informa­
ción estadística seria y confiable ni regulación acerca del acceso a esa o cual­
quier otra información. Generar ese tipo de información tendría dos propósi­
tos. Por un lado, el control de gestión individual de los funcionarios -en tér­
minos de productividad o calidad de su trabajo- y del organismo en general. 
Esta información es indispensable para la evaluación del trabajo por las ins­
tancias internas y por los organismos externos de control. Por otro lado, esta 
información es básica para que los responsables del MP definan las líneas de 

· acción prioritarias y distribuyan sus recursos sobre la base de datos empíricos. 

Otro aspecto muy importante a controlar es el cumplimiento de las ins­
trucciones y la efectividad de las directivas generales. Es preciso poner aten­
ción sobre estos puntos fundamentalmente si se introducen en el régimen 
procesal algunos criterios de oportunidad en manos del MPF. 

En este sentido la LOMP debe contener una definición clara de las faculta­
des y responsabilidades de cada una de las líneas jerárquicas, para que dentro 

69 



Ejes para una reforma del Ministerio Público 

del ámbito de su competencia administrativa y en los niveles que corresponda 
ejerzan un control jerárquico permanente del funcionamiento de las unidades y 
de la actuación de los funcionarios de su dependencia. Este control se debería 
extender tanto a la eficiencia y eficacia en el cumplimiento de los objetivos es­
tablecidos, como a la legalidad y oportunidad de la actuación. 

Asimismo, en cuanto al acceso a la información que produce el Ministe­
rio Público47 es central que la ley disponga que el Ministerio Público se regi­
rá por el régimen general de la ley de acceso a la información que se sancio­
ne4B, Esta cuestión es clave para lograr un control externo e interno efecti­
vo49, Sin duda, esto lleva a entender que la producción de cierta información 
requiere de nuevos sistemas de gestión informática, así como de personal 
dedicado a procesarla. 

5.5 La creación de la comisión bicameral del Congreso 
de la Nación: la importancia de los informes anuales del 
procurador general y del defensor general 

La LOMP vigente contempla la creación de una comisión bicameral del 
Congreso de la Nación, aunque esto nunca se concretó. En consecuencia, 
una acción importante es que se impulse su creación. La reglamentación de­
bería definir concretamente las facultades de control y coordinación del Con­
greso sobre el Ministerio Público, con la posibilidad de participación ciudada­
na, tanto para presentar denuncias como para impulsar reformas. 

4 7. En este sentido, es fundamental que se analice qué tipo de información es útil al ciuda­
dano y cuál es sólo necesaria para el funcionamiento interno. Véase en este caso la Información 
que surge de las páginas web institucionales que contienen información que es poco relevante pa­
ra entender qué hace el organismo, cuáles son sus objetivos institucionales, las lineas de gestión 
o rendición de cuentas, y que se inclinan por tener información que sólo tiene un interés interno. 

48. Véase, para mayor información, el documento firmado por varias organizaciones "Requisi­
tos mínimos para una ley de acceso a la información pública" en www.cels.org.ar. 

49. En este sentido, la LOMP chilena establece que "la función pública se ejercerá con trans­
parencia, de manera que permita y promueva el conocimiento de los procedimientos, contenidos y 
fundamentos de las decisiones que se adopten en ejercicio de ella" (Artículo 8). 
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Por otra parte, la instancia en la que el procurador general y el defen . -

~arman al Congreso de la Nación debe adquirir mayor relevancia institu~i~n~ 
s el momento en q~~ las autoridades de un organismo independiente rinde~ 

cuentas de su actuac¡on. Para ello es preciso que la LOMP le ad,iud· · 
tanela t bl' ·, , 1que 1m por-

a es ~.o Jgaclon con la regulación de un procedimiento que contem le 
la presentaclon p.e~sonal del informe anual ante el Congreso. La reglamentac~n 
que defina la actiVIdad de la comisión podrá disen·ar el tr' 't , am1 e especifico. 

r 'd Se deberá dispon~r que el procurador Y el defensor rindan cuentas de las ac­
IVI ades de su organismo, en un momento preciso del año escalonado con el 

momento en que .el r~sto de los integrantes del Ministerio Público deben infor­
mar a sus respectivos Jefes, y que esa rendición se realice en audiencia pública. 

P~r otra. parte, la LOMP debe regular con mayor detalle el contenido ne 
cesan o del informe. Por lo menos debe incluir una evalu . , -

~~nocslu~bltenidosdaf ~artir de las actividades realizadas en e~c~~~r!eolo~;:sdu~~: 
1r as esta st1cas en las que s 1 · ' 

~a;d~~=~~:!~:rq~let~eb~~b~e~e~r~s~~~:;;. F~ ~~~~~c:~~~~:~s~z~~~!:~~s~ 
que se planifiquen los ejes de ac¡uación pre~is~se :=~~c~::~~~~~;~~:~t~~ 

5 .. 6 .El c?ntr~l ~e la Auditoría General de la Nación al 
Mmrsteno Publrco 

La LOMP p~evé que la Auditoría General de la Nación controle al MP -
que. no, determma plazos ni periodicidad. Se debería prever, por ejempl~ aun 
audltona anual, tal como acordó la Corte Suprema con la Auditoría5o. ' una 

50, El acuerdo incluyó un plan de trabajo para ue . . 
nómica, financiera y patrimonial de la Corte a trav, qd se al u,dlte la actividad presupuestaria, eco­

es e un n.orme anual. 
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5. 7 La publicidad de las declaraciones juradas de los 
fiscales y defensores . 

La LOMP deberfa establecer que el régimen de las declaraciones juradas 
se adecue a lo dispuesto por la Ley de Ética Pública. Por otra parte, debería 
asegurar el acceso a esa información a quien la solicite. No podría restringir­
se el acceso a través de la imposición de requisitos vinculados con el interés 
en la información. 
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6. Cuadro de cambios propuestos en la ley Orgánica 

A continuación se sintetizan las reformas de la LOMP propuestas a lo lar­

go de esta investigación. 

MODIFICACIONES A LA LOMP REF. EN EL TEXTO 

1. Separación del MPF y Art. 25: regula en forma conjunta las Apartados 2, 3.1 y 4.1 
MPD: definición de las funciones de todo el MP, lo que con-
misiones y funciones de duce a una generalización de las fun-
cada organismo en for- clones propias del MPF y del MPD, y 
ma independiente confunde los objetivos institucionales 

de cada uno. Los incisos a, b, e, d, e, 
f, j, 11 parecen exclusivos del MPF. 
Lo más conveniente sería definir las 
funciones de cada organismo en artf-
culos separados. 

a) Funciones del MPD Agregar a los incisos h, i, k y 1 del art. Apartados 3.1.1, 2, 3 y 
25 la función de garantizar la defensa 4 
en juicio de toda persona sometida a 
proceso, asf como la asistencia de las 
personas con escasos recursos para 
las cuestiones no penales. 
Redefinir los incisos h y 1 para que 
puedan ser leidos a la luz del principio 
de inviolabilidad de la defensa y en di-
recta referencia al papel institucional 
del MPD. 
Definir con mayor precisión su capaci-
dad para impulsar acciones de interés 
público o de incidencia colectiva. 
Definir con mayor claridad su carácter 
acusador en materia penal y sus obje-
tivos Institucionales. 

b) Funciones del MPF La facultad de dirigir a la policfa no Apartados 4.1.1, 2, 3 y 4 
aparece claramente definida. 
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MODIFICACIONES A LA LOMP REF. EN EL TEXTO 
MODIFICACIONES A LA LOMP REF. EN EL TEXTO 

Incorporar expresamente su responsa-
bilidad en la protección de los dere-
chos de las víctimas. 
Separar las funciones no penales con 
una mención expresa a su legitimación 
activa para entablar acciones de inci-
dencia colectiva o de interés público, 
de forma tal de redefinir el inciso b del 
art. 25 vigente. 
El art. 41 deberia ser modificado en el 
marco de la definición de las respon-
sabilldades de los fiscales no penales 
para incorporar las tareas vinculadas 
con la defensa de derechos colectivos 
y el impulso de acciones de interés pú-
blico. 

e) Relación con la policfa Art. 26: regula en forma conjunta para Apartados 3.1.3-y 4.1.2 
el MPF y MPD las atribuciones con la 
policfa y la facultad de pedir informa-
ción. En tanto no tienen la misma rela-
ción con la policfa, lo conveniente es 
incluir en cada una de las secciones 
un artículo que regule con claridad el 
contenido y alcance de las instruccio-

quica deben también quedar clara-
mente establecidos. 
Rigen para el MPF los principios de 
unidad, subordinación jerárquica, co-
herencia institucional, responsabilidad 
polftica por su actuación, descentrali-
zación e informalidad. 

a) La organización de la La LOMP debe regular la atribución del Apartados 3.2 y 3.3.1 
Defensa Pública defensor general de organizar los re-

cursos y el diseño de un sistema de 
asignación de casos objetivo (sobre la 
base de criterios de carga de trabajo, Apartados 3.3.2 y 3 
especialización o experiencia y alejado 
de la lógica del turno judicial). 
Artículos 4, 53 y ss. en cuanto a la in-
tegración del MPD se deberla eliminar Apartados 4.2 y 4.3 
la referencia al fuero o instancia del 
Poder Judicial. 

b) La organización del MPF Creación de un Consejo Asesor. Apartados 4.3.1 y 2 
La LOMP le debe otorgar al procurador 
general la facultad de distribución de 
sus recursos y de los casos, de acuer-
do, con un sistema de asignación obje-
tivo. 

nes y solicitudes que pueden hacer. Art. 3: hace referencia a las competen-

2. Definición de los princi- Art. 1: define al MPD como un órgano Apartados 3.2, 3.3, 4.2 
cias materiales y territoriales de los fis-
cales de acuerdo con el tribunal ante 

pios de actuación y de un único e indivisible y lo reviste principal- y 4.3 
modelo propio de organi- mente de la finalidad de defender la 

zación legalidad y los intereses generales de 
la sociedad. 
Incorporar en el titulo de cada uno de los 
organismos, artfculos independientes 
que definan claramente sus principios. 
Para el MPD es fundamental un artícu-
lo que regule la garantla de la indepen-
dencia técnica del defensor y los al-
canees de la confidencialidad de la re-

~ 
lación. Los principios de descentraliza-
ciórt, flexibilidad y subordinación jerár-

el que actúan. Se debe eliminar esta 
referencia y modificar a partir del art. 
35 los aspectos rígidos que impiden 
una organización flexible. La ley debe-
rfa contener una fórmula que permitie-
ra unificar los distintos grupos. 
El art. 41, que define la actuación de Apartado 4.4 
los fiscales no penales, debería modl-
ficarse para legitimarlos con el fin de 
interponer acciones colectivas o de in-
terés público, con la incorporación de 

Unidades especializadas un inciso que lo haga expresamente. 
Creación de un Consejo Asesor como 
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MODIFICACIONES A LA LOMP REF. EN EL TillO 

MODIFICACIONES A LA LOMP REF. EN EL TEXTO 

instancia colegiada de colaboración 
en la definición de polfticas y con la fa-
cultad de realizar el control de las ins-
trucciones. 
Esta organización de los recursos del 
MPF debe estar contemplada en la 
LOMP. El Consejo Asesor puede tener Apartado 4.4 
participación en la elección de los te-

4. La función estratégica 
Las modificaciones al art. 51 de la Apartado 3.4 

del defensor general 
LOMP, que enumera las atribuciones y 
deberes del defensor general, son in-
dispensables para eliminar los princi-
pios de actuación rígidos que impo-
nen respetar la organización refleja al 
Poder Judicial e Impiden modificar las 
competencias materiales y territoriales 
de los fiscales asignadas en virtud de 

mas. A su vez, por reglamentación se 
puede prever el mecanismo mediante 

esta confusión. 
El inc. f faculta al defensor para armar Apartado 3.4.2 

el cual se integran estas unidades y el 
modo como se asignan sus casos. 
Deben tener carácter operativo e in-
tervenir en los casos desde el inicio 

grupos de trabajo pero le impone res-
petar la competencia de los defensa-
res. Ello dificulta la administración ra-
clona! de los recursos materiales y hu-

hasta el juicio. La modificación del 
art. 33 en esta dirección parece lo 
más conveniente. 

La Flscalla de lnvestigacio- Art. 45 y 49: se debería otorgar a la Fis-
nes Administrativas calla la facultad de intervenir o{;Uando lo 

decida- en los casos en que existen de-
nuncias contra la administración púbii-

manos del MPD. La LOMP debe otorgar 
facultades al defensor general para or-
ganizar el servicio como sea más efi-
ciente, con una cláusula de delegación 
hacia las instancias intermedias. 
El inc. e del art. 51 le otorga la facul- Apartado 3.4.1 

tad de dictar instrucciones generales y 
ca (independientemente de quien las 
haya efectuado) y el ejercicio de la ac-
ción penal en las investigaciones pro-
pias -con la posibilidad de que los lis-

particulares; sin embargo, es necesa-
rio que la LOMP defina un sistema pro-

pio para el MPD. 

cales no especializados actúen en for-
ma subsidiaria si la oficina no decide 
continuar con su intervención-. 
La LOMP deberla contemplar la ínter-
vención de la FIA en los sumarios 
administrativos. 

5. Las facultades del La modificación del art. 33 que regula Apartados 4.3, 4.4 y 

procurador general los deberes y las atribuciones del pro- 4.6 

curador general es clave. El gobierno y 
administración del organismo en la lí-
nea que proponemos impone que se 
eliminen de la LOMP las referencias a 

3. El sistema de Instrucciones Art. 31: la LOMP confunde la actividad Apartados 4, 5 y 3.4.1 
del MPF y el MPD al definir el sistema de 
Instrucciones en un único articulo. Es 
preciso diseñar un sistema propio para 
cada organismo que expresamente otor-
gue a los jefes la facultad de dictar ins-
trucciones y que prevea el control de su 
cumplimiento y legitimidad. 

la organización a imagen y semejanza 
del Poder Judicial y que se interprete 
de un modo correcto el alcance de la 
autonomía funcional de los fiscales. 
Es preciso eliminar de la LOMP las re-
ferencias que Impiden que el procura-
dor organice a los fiscales del modo 
más conveniente para el MPF de mo-
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MODIFICACIONES A LA LOMP REF. EN EL TEXTO 
MODIFICACIONES A LA LOMP REF. EN EL TEXTO 

6. la autarqula financie- Es necesario pensar en modificaciones al Apartados 3.5 y 4.7 
'ra del Ministerio Públi- art 22 de la LOMP para que se garantice 
ca: las facultades presu- en fonna efectiva la autonomla funcional 
puesta rías del MP y la autarqula financiera. Es preci-

so que la ley extienda las facultades de 
administración presupuestaria y otorgue 
al MP las mismas facultades que estable-
ce la ley de autarquía del Poder Judicial. 
Esto es, la posibilidad de contar con fon-
dos propios y que las transferencias no 
dependan de la negociación con el Minis-
tena de Economía en fonna periódica. 

do tal que no quede limitado por Jos 
fueros y competencias judiciales. 
La LOMP deberla contener una fórmu-
la más clara que faculte al procurador 
general a fijar los criterios de .actua-
ción del MPF para el cumplimiento de 
los objetivos institucionales y funda-
mentalmente para dar directivas vin-
culadas con la persecución penal, la 
atención a las vlctimas o las estrate-
gias de interés público (inc. b, d y e). 
Se debe prever la modificación del 

7. Designación de fisca- En este tema se requiere la modificación Apartado Ú 
les y defensores de los art 5 y 6 de la LOMP, con el fin de 

incorporar el procedimiento establecido 
por el decreto 588/03 sobre la participa-
ción de la sociedad civil en la designa-
ción de fiscales y defensores. 
El art. 6 deberla incorporar la posibili· 
dad de que el jurado del concurso que 
se abre para la selección de fiscales y 
defensores sea integrado por personas 
ajenas al Ministerio Público, como pue-
den ser miembros de los colegios de 
abogados, de universidades o de otros 
poderes del Estado. 

inc. g a efectos de que se Jo habilite 
para la creación de unidades especia· 
liza das con funciones operativas y que 
pueda disponer una actuación en 
equipo de Jos fiscales donde la regla 
sea la coordinación entre la investiga-
ción y el juicio. El inc. d del art. 33 in-
lenta ser una definición amplia de la 
capacidad de dictar instrucciones, 
aunque con una fórmula vacla. 
En el inc. 11 se contemplan sus faculta· 
des de superintendencia y administra-
ción. En este caso, se debería aclarar 
que el procurador general tiene facul-
tades para decidir la política de recur-

8. Mandato limitado o es- La modificación de los art. 13 y 70 de la Apartado 5.2 
labilidad relativa para fis- LOMP es necesaria para incorporar un 
cales y defensores plazo limitado de gestión del procurador 

general, defensor general y fiscal de in-
vestigaciones administrativas. De acuer-
do con los antecedentes recabados, un 
período de 5 años que pudiera ser reno-
vado por un periodo más es un plazo ra-
zonable. Por otra parte, para los fiscales y 
defensores se propo.ne la Incorporación 

sos humano?, inversiones, gastos, 
planificación del desarrollo y de admi-
nistración y finanzas a través de Jos re· 
glamentos correspondientes. Esto se 
debe complementar con la facultad 
del procurador general de control de 
gestión sobre el funcionamiento de las 
fiscallas y demás unidades del MPF y 
el ejercicio de los poderes reglamenta-
ríos (art. 21, inc. b). 

de un sistema de reválidas que pennita 
hacer evaluaciones periódicas de la ac-
tuaclón de los funcionarios. 
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MODIFICACIONES A LA LOMP REF. EN EL TEXfO 

11. Creación de la Comi· Se debe impulsar la creación de la Apartado 5.5 
sión Bicameral Comisión Bicameral creada por la 

LOMP en el art. 23. 
El art. 21 inc. e referido al informe 
anual que deben presentar el PG y el 
DG debe definir los criterios minimos 
que debe contener el informe, como 

MODIFICACIONES A LA lOMP REF. EN EL TEXfO 
9. Procesos disciplina- Se requiere la modificación de los art. Apartado 5.3 
rios y de remoción de lis- 16 a 20 de la lOMP para incorporar al 
cales y defensores procedimiento mayor transparencia y 

participación. Concretamente, se pro-
pone .que los reglamentos contemplen 
la participación del denunciante en el 
sumario y criterios que den mayor pu-
bllcidad. 

por ejemplo, una evaluación de los 
resultados y las estadisticas en las 
que se apoya, el uso de los recursos, 
las dificultades encontradas y las 

Por otra parte, que las correcciones dis-
ciplinarias que pueden imponer los jue-
ces por el art. 17 pasen a manos del 
procurador o defensor para mantener 
la independencia del organismo. propuestas de modificaciones legales 

y reglamentarias que consideren nece-
sarias. la presentación personal ante 
la comisión bicameral parece impar-
tante para darle mayor importancia 
institucional al informe. 

Por último, mejorar el sistema de jwy de 
enjuiciamiento, a través de una mayor 
participación del denunciante y el con-
trol de la decisión de apertura del jury 
(art. 20 inc. b y e, puntos 1 y 8). 

12. Publicidad de las de- Es Indispensable que el Ministerio Apartado 5. 7 
claraciones juradas Público se adecue al régimen previsto 

por la ley de ética pública en cuanto a 
la publicidad de las declaraciones 

10. Control de gestión y la lOMP es deficiente en la definición Apartado 5.4 acceso a la Información de las facultades del procurador y del 
defensor para realizar el control de 
gestión que se requiere. La lOMP de-

juradas, por lo que un artículo que 
disponga expresamente la obligación 
comenzaría a modificar la cultura 
tradicional de los funcionarios. 

berla contemplar la obligación de ge. 
nerar información estadfstica y debe-
ría remitir al régimen que se fije sobre 
acceso a la información para la Admi-
nistración Pública. 
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ley Orgánica del Ministerio Público 24.946. 

BUENOS AIRES, 11 de Marzo de 1998 

BOLETÍN OFICIAL, 23 de Marzo de 1998 

Decreto Reglamentario 

Resolución 936/98 

RESOLUCIÓN DEL MINISTERIO PÚBLICO DE LA NACIÓN, 

REGLAMENTA ARTS 5, 6 Y 7 (B.O. 11/9/98) 

TÍTULO 1 

Anexo 

ORGANIZACIÓN E INTEGRACIÓN DEL MINISTERIO PÚBLICO (artículos 1 al 24) 

CAPÍTULO 1 

PRINCIPIOS GENERALES (artículos 1 al 4) 

ARTÍCULO 1 - El Ministerio Público es un órgano independiente, con autonomía 
funcional y autarquía financiera, que tiene por función promover la actuación de la 
justicia en defensa de la legalidad y de los intereses generales de la sociedad. 

Ejerce sus funciones con unidad de actuación e independencia, en coordina­
ción con las demás autoridades de la República, pero sin sujeción a instrucciones 
o directivas emanadas de órganos ajenos a su estructura. 

El principio de unidad de actuación debe entenderse sin perjuicio de la autono­
mía que corresponda como consecuencia de la especificidad de las funciones de 
los fiscales, defensores y tutores o curadores públicos, en razón de los diversos 
intereses que deben atender como tales. 

Posee una organización jerárquica la cual exige que cada miembro del Ministe­
rio Público controle el desempeño de los inferiores y de quienes lo asistan, y fun­
damenta las facultades y responsabilidades disciplinarias que en esta ley se reco­
nocen a los distintos magistrados o funcionarios que lo integran. 
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COMPOSICIÓN 
ARTÍCULO 2 - El Ministerio Público está compuesto por el Ministerio Público Fis-

cal y el Ministerio Público de la Defensa. 

ARlÍCULO 3 - El Ministerio Público Fiscal está integrado por los siguientes magistrados: 

a) Procurador General de la Nación. 

b) Procuradores Fiscales ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación Y Fis­

cal Nacional de Investigaciones Administrativas. 

e) Fiscales Generales ante los tribunales coleg!ados, de casación, ?~ segunda 
instancia, de instancia única, los de la Procuracion General de la Nac1on y los de 

Investigaciones Administrativas. 
d) Fiscales Generales Adjuntos ante los tribunales y de los organismos enuncia-

dos en el inciso e). 
e) Fiscales ante los jueces de primera instancia; los Fisc~l~s de la Procuración 

General de la Nación y los Fiscales de Investigaciones Adm1mstrat1vas. 

f) Fiscales Auxiliares de las fiscalías de primera instancia y de la Procuración Ge­

neral de la Nación. 
ARTÍCULO 4 _ El Ministerio Público de la Defensa está integrado por los siguien-

tes magistrados: 

a) Defensor General de la Nación. 

b) Defensores Oficiales ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación. 

e) pefensores Públicos de Menores e Incapaces ante los Tri~u~ales de Se~un­
da Instancia de Casación y ante los Tribunales Orales en lo Cnm1nal Y sus ~djun­
tos; y Defen~ores Públicos Oficiales ante la Cá~ara de Casación Pena!, ~dJuntos 
ante la cámara de casación Penal, ante los Tnbunales Orales en lo Cnm1nal, A~­
juntos ante los Tribunales Orales en lo Criminal, de Primer~ y Segunda Instancia 
del Interior del País, ante los Tribunales Federales de la Capital Federal Y los de la 

Defensoría General de la Nación. 
d) Defensores Públicos de Menores e Incapaces Adju~tos de Segunda lnst~,ncia, 

y Defensores Públicos Oficiales Adjuntos de la Defensona General de la Nac1on. 

e) Defensores Públicos de Menores e Incapaces de Primera Instancia Y Defen­

sores Públicos Oficiales ante los Jueces y Cámaras de Apelaciones. 

f) Defensores Auxiliares de la Defensoría Gene~al d~ la Nación. Integran el Mi­
nisterio Público de la Defensa en calidad de func1onanos los Tutores y Curadores 

Públicos cuya actuación regula la presente ley. 
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CAPÍTULO 11 

RELACIÓN DE SERVICIO (artículos 5 al 20) 

'ARTÍCULO 5 - El Procurador General de la Nación y el Defensor General de la 
Nación serán designados por el Poder Ejecutivo nacional con acuerdo del Senado 
por dÓs tercios de sus miembros presentes. Para la designación del resto de los 
magistrados mencionados en los inciso b), e), d), e) y f) de los artículos 3 y 4, el 
Procurador General de la Nación o el Defensor General de la Nación, en su caso, 
presentará una terna de candidatos al Poder Ejecutivo de la cual éste elegirá uno, 
cuyo nombramiento requerirá el acuerdo de la mayoría simple de los miembros 
presentes del Senado. 

CONCURSO 

ARTÍCULO 6 - La elaboración de la terna se hará mediante el correspondiente 
concurso público de oposición y antecedentes, el cual será sustanciado ante un tri­
bunal convocado por el Procurador General de la Nación o el Defensor General de 
la Nación, según el caso. El tribunal se integrará con cuatro (4) magistrados del Mi­
nisterio Público con jerarquía no inferior a los cargos previstos en el inciso e) de los 
artículos 3 y 4, los cuales serán escogidos otorgando preferencia por quienes se 
desempeñen en el fuero en el que exista la vacante a cubrir. Será presidido por un 
magistrado de los enunciados en el artículo 3 incisos b) y e) o en el artículo 4 in­
cisos b) y e), según corresponda; salvo cuando el concurso se realice para cubrir 
cargos de Procurador Fiscal ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, Fiscal 
Nacional de Investigaciones Administrativas, Fiscal General, Defensor Oficial ante 
la Corte Suprema de Justicia de la Nación o Defensor Público ante tribunales cole­
giados, supuestos en los cuales deberá presidir el tribunal examinador, el Procura­
dor General o el Defensor General de la Nación, según el caso. 

REQUISITOS PARA LAS DESIGNACIONES 

ARTÍCULO 7 - Para ser Procurador General de la Nación o Defensor General de 
la Nación, se requiere ser ciudadano argentino, con título de abogado de validez 
nacional, con ocho (8) años de ejercicio y reunir las demás calidades exigidas pa­
ra ser Senador Nacional. 

Para presentarse a concurso para Proc·urador Fiscal ante la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación; Fiscal Nacional de Investigaciones Administrativas; Fiscal 
General ante los tribunales colegiados, de casación, de segunda instancia, de ins­
tancia única, de la Procuración General de la Nación y de Investigaciones Admi­
nistrativas; y los cargos de Defensores Púl:\licos enunciados en el artículo 4 inci­
sos b) y e), se requiere ser ciudadano argentino, tener treinta (30) años de edad 
y contar con seis (6) años de ejercicio efectivo en el país de la profesión de abo-
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gado o de cumplimiento -por igual término- de funciones en el Ministerio Público 
o en el Poder Judicial con por lo menos seis (6) años de antigüedad en el título 
de abogado. · 

Para presentarse a concurso para ser Fiscal General Adjunto ante los tribunales 
Y de ~os or~anismo.s enunciados en el artículo 3 inciso e); Fiscal ante los jueces 
de ~nm~ra 1nstan~1a.; Rs~al de la Procuración General de la Nación; Fiscal de ln­
vestl~aclone~ A~m1mstrat1vas; y los cargos de Defensores Públicos enunciados en 
el articulo_ 4 1nc1sos d) y e), se requiere ser ciudadano argentino, tener veinticin­
co (25) ano~ de edad y contar con cuatro (4) años de ejercicio efectivo en el país 
de la pr?~es1ó~ d~ a~ogado o de cumplimiento -por igual término- de funciones 
en el M1msteno Publico o en el Poder Judicial con por lo menos cuatro (4) años 
de antigüedad en el título de abogado. 

Para presentarse a concurso para Rscal Auxiliar de la Procuración General de 
la Nación, Fiscal Auxiliar de Primera Instancia y Defensor Auxiliar de la Defensoría 
General de la_ Nación •. se .r~quiere ser ciudadano argentino, mayor de edad y te­
ner d~s ~2) anos d~ ejerc;clo. efectivo en. el país de la profesión de abogado 0 de 
cumplimiento -por 1gual termmo- de funciones en el Ministerio Público 0 en el Po­
~e:. Judicial de 1~ Nación o de las provincias con por lo menos dos (2) años de an­
tlguedad en el t1tulo de abogado. 

JURAMENTO 

ARTÍCULO 8 - Los magistrados del Ministerio Público al tomar posesión de sus 
cargo~, deberán prestar juramento de desempeñarlos bien y legalmente, y de 
cumplir y hacer cumplir la Constitución Nacional y las leyes de la República. 

, El_ Procurador General d~ la Nación y el Defensor General de la Nación presta­
ran JUr.a,mento ante el Presidente de la Nación en su calidad de Jefe Supremo de 
1~ ,Nac1on. Los fiscales y defensores lo harán ante el Procurador General de la Na­
CIOn o el Defensor General de la Nación -según corresponda- o ante el magistra­
do que éstos designen a tal efecto. 

INCOMPATIBILIDADES 

A,RTÍ?ULO 9 - Los i~t,egrantes del Ministerio Público no podrán ejercer la abo­
gacla m la representac1on de terceros en juicio, salvo en los asuntos propios 0 en 
los de su cónyuge, ascendientes o descendientes, o bien cuando lo hicieren en 
cumplimiento de un deber legal. Alcanzan a ellos las incompatibilidades que es­
tablecen las leyes respecto de los jueces de la Nación. 

~o podrán ejercer las funciones inherentes al Ministerio Público quienes sean 
panentes dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad de los 
jueces ante quienes correspondiera desempeñar su ministerio. 
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EXCUSACIÓN Y RECUSACIÓN 

ARTÍCULO 10. - Los integrantes del Ministerio Público podrán excusarse o ser 
recusados por las causales que -a su respecto- prevean las normas procesales. 

SUSTITUCIÓN 
ARTÍCULO 11. - En caso de recusación, excusación, impedimento, ausencia, li­

cencia o vacancia, los miembros del Ministerio Público se reemplazarán en la for­
ma que establezcan las leyes o reglamentaciones correspondientes. Si el impedi­
mento recayere sobre el Procurador General de la Nación o el Defensor General 
de la Nación, serán reemplazados por el Procurador Fiscal o el Defensor Oficial 
ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en su caso, con mayor antigüe-

dad en el cargo. 

De no ser posible la subrogación entre sí, los magistrados del Ministerio Públi­
co serán reemplazados por los integrantes de una lista de abogados que reúnan 
las condiciones para ser miembros del Ministerio Público, la cual será conforma­
da por insaculación en el mes de diciembre de cada año. La designación consti­
tuye una carga pública para el abogado seleccionado y el ejercicio de la función 

no dará lugar a retribución alguna. 

REMUNERACIÓN 

ARTÍCULO 12.- Las remuneraciones de los integrantes del Ministerio Público se 

determinarán del siguiente modo: 

a) El Procurador General de la Nación y el Defensor General de la Nación reci­
birán una retribución equivalente a la de Juez de la Corte Suprema de Justicia de 

la Nación. 
b) Los Procuradores fiscales ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación Y los 

Defensores Oficiales ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, percibirán un 
20% más, de las remuneraciones que correspondan a los Jueces de Cámara, com­
putables solamente sobre los ítems sueldo básico, suplemento, remuneración 
Acordada C.S.J.N. 71/93, compensación jerárquica y compensación funcional. 

e) El fiscal nacional de Investigaciones Administrativas y los magistrados enu­
merados en el inciso e) de los artículos 3 y 4 de la presente ley, percibirán una 

remuneración equivalente a la de un juez de Cámara. 

d) Los magistrados mencionados en los incisos d) y e) de los artículos 3 Y 4 de la 
presente ley, percibirán una retribución equivalente a la de juez de primera instancia. 

e) Los fiscales auxiliares de las fiscalías ante los juzgados de primera instancia 
y de la Procuración General de la Nación, y los defensores auxiliares de la Defen­
soría General de la Nación percibirán una retribución equivalente a la de un se­

cretario de Cámara. 
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f) Los tutores y curadores designados conforme lo establece la presente ley, 
percibirán una remuneración equivalente a la retribución de un secretario de pri­
mera instancia. 

Las equiparaciones precedentes se extienden a todos los efectos patrimon!ales, 
previsionales y tributarios. Idéntica equivalencia se establece en cuanto a jerar­
quía, protocolo y trato. 

ESTABILIDAD 

ARTÍCULO 13. - Los magistrados del Ministerio Público gozan de estabilidad 
mientras dure su buena conducta y hasta los setenta y cinco (75) años de edad. 
Los magistrados que alcancen la edad indicada precedentemente quedarán suje­
tos a la exigencia de un nuevo nombramiento, precedido ~e igual ac~erdo. Estas 
designaciones se efectuarán por el término de cinco (5) anos, Y podran ser repe­
tidas indefinidamente, mediante el mismo procedimiento. 

INMUNIDADES 

ARTÍCULO 14. - Los magistrados del Ministerio Público gozan de las siguientes 
inmunidades: No podrán ser arrestados excepto en caso de ser sorprend,idos en 
flagrante delito. 

Sin perjuicio de ello, en tales supuestos, se ~ará cuenta a. 1~ ~ut~ridad superi~r 
del Ministerio Público que corresponda, y al Tnbunal de EnjUICiamiento respecti­
vo, con la información sumaria del hecho. 

Estarán exentos del deber de comparecer a prestar declaración como ·testigos 
ante Jos Tribunales, pudiendo hacerlo. En su defecto deberán responder por es­
crito, bajo juramento y con las especificaciones pertinentes. 

Las cuestiones que los miembros del Ministerio Público denuncien con motivo 
de perturbaciones que afecten el ejercicio de sus funciones provenient~;> de los 
poderes públicos, se sustanciarán ante el Procurador Genera~ de la Nac1~n o an­
te el Defensor General de la Nación, según corresponda, qu.le~es tendran la f~­
cultad de resolverlas y, en su caso, poner el hecho en conoc1m1ento de la auton­
dad judicial competente, requiriendo las medi~as que fuesen necesarias para pre­
servar el normal desempeño de aquellas funciones. 

Los miembros del Ministerio Público no podrán ser condenados en costas en 
las causas en que Intervengan como tales. 

TRASLADOS 

ARTÍCULO 15. - Los integrantes del Ministerio Público sólo con su conformidad 
y conservando su jerarquía, podrán ser trasladados a ot:as juri~di.cciones territo­
riales. Sólo podrán ser destinados temporalmente a funciones d1st1ntas de las ad-
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judicadas en su designación, cuando se verifique alguno de los supuestos previs­
tos en los artículos 33, inciso g), y 51, inciso f). 

PODER DISCIPLINARIO 

ARTÍCULO 16. - En caso de incumplimiento de los deberes a su cargo, el Pro­
curador General de la Nación y el Defensor General de la Nación, podrán imponer 
a los magistrados que componen el Ministerio Público Fiscal y el Ministerio Públi­
co de la Defensa, respectivamente, las siguientes sanciones disciplinarias: 

a) Prevención. 

b) Apercibimiento. 

e) Multa de hasta el veinte por ciento (20%) de sus remuneraciones mensuales. 

Toda sanción disciplinaria se graduará teniendo en cuenta la gravedad de la fal-
ta, los antecedentes en la función y los perjuicios efectivamente causados. 

Tendrán la misma atribución los Fiscales y Defensores respecto de los magis­
trados de rango inferior que de ellos dependan. 

Las causas por faltas disciplinarias se resolverán previo sumario, que se regirá 
por la norma reglamentaria que dicten el Procurador General de la Nación y el De­
fensor General de la Nación, la cual deberá garantizar el debido proceso adjetivo 
y el derecho de defensa en juicio. 

En los supuestos en que el órgano sancionador entienda que el magistrado es 
pasible de la sanción de remoción, deberá elevar el sumario al Tribunal de Enjui­
ciamiento a fin de que evalúe la conducta reprochable y determine la sanción co­
rrespondiente. 

Las sanciones disciplinarias que se apliquen por los órganos del Ministerio Pú­
blico serán recurribles administrativamente, en la forma que establezca la regla­
mentación. Agotada la instancia administrativa, dichas medidas serán pasibles de 
impugnación en sede judicial. 

CORRECCIONES DISCIPLINARIAS EN EL PROCESO 

ARTÍCULO 17. - Los jueces y tribunales sólo podrán imponer a los miembros del 
Ministerio Público las mismas sanciones disciplinarias que determinan las leyes 
para los litigantes por faltas cometidas contra su autoridad o decoro, salvo la san­
ción de arresto, las cuales serán recurribles ante el tribunal inmediato superior. 

El juez o tribunal deberá comunicar al superior jerárquico del sancionado la me­
dida impuesta y toda inobservancia que advierta en el ejercicio de las funciones 
inherentes al cargo que aquél desempeña: 

Cuando la medida afecte al Procurador o al Defensor General de la Nación, se­
rá comunicada al Senado de la Nación. 
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MECANISMOS DE REMOCIÓN 

ARTÍCULO 18. - El Procurador General de la Nación y el Defensor General de la 
Nación sólo pueden ser removidos por las causales y mediante el procedimiento 
establecidos en los artículos 53 y 59 de la Constitución Nacional. 

Los restantes magistrados que componen el Ministerio Público sólo podrán ser 
removidos de sus cargos por el Tribunal de Enjuiciamiento previsto en esta ley, por 
las causales de mal desempeño, grave negligencia o por la comisión de delitos 
dolosos de cualquier especie. 

Ref. Normativas: Constitución Nacional (1994) Art.53 Constitución Nacional 
(1994) Art.59 

TRIBUNAL DE ENJUICIAMIENTO 

*ARTÍCULO 19. - El Tribunal de Enjuiciamiento estará integrado por siete (7) 
miembros: a) Tres (3) vocales deberán cumplir con los requisitos constitucional­
mente exigidos para ser miembros de la Corte Suprema de Justicia de la Nación 
Y serán designados uno por el Poder Ejecutivo, otro por el Senado y otro por 1~ 
Corte Suprema de Justicia de la Nación. b) Dos (2) vocales deberán ser aboga­
dos de la matrícula federal y cumplir con los requisitos constitucionalmente exigi­
dos para ser miembros de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, y serán de­
signados uno por la Federación Argentina de Colegios de Abogados y otro por el 
Colegio Público de Abogados de la Capital Federal. e) Dos (2) vocales deberán ser 
elegidos por sorteo: uno entre los Procuradores Fiscales ante la Corte Suprema 
de Justicia de la Nación o Fiscales Generales y otro entre los Defensores Oficiales 
ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación o Defensores Públicos ante tribu­
nales colegiados. A los efectos de su subrogación se elegirá igual número de 
miembros .suplentes. El Tribunal de Enjuiciamiento será convocado por el Procu­
rador General de la Nación o el Defensor General de la Nación, según correspon­
da, o por su presidente en caso de interponerse una queja ante una denuncia de­
sestimada por alguno de aquellos. Tendrá su asiento en la Capital Federal y se po­
drá constituir en el lugar que considere más conveniente para cumplir su cometi­
do. Los integrantes del Tribunal de Enjuiciamiento durarán tres (3) años en sus 
funciones contados a partir de su designación. Aun cuando hayan vencido los pla­
zos de sus designaciones, los mandatos se considerarán prorrogados de pleno de­
recho en cada causa en que hubiere tomado conocimiento el tribunal, hasta su 
finalización. Una vez integrado el Tribunal designará su presidente por sorteo. La 
presidencia rotará cada seis (6) meses, según el orden del sorteo. Ante este Tri­
bunal actuarán como fiscales magistrados con jerarquía no inferior a Fiscal Gene­
ral o Defensor Público ante los tribunales colegiados, designados por el Procura­
dor General de la Nación o el Defensor General de la Nación, según la calidad fun-
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cional del imputado. Como defensor de oficio, en caso de ser necesario, actuará 
un Defensor Oficial ante los tribunales colegiados de cásación, de segunda ins­
tancia 0 de instancia única, a opción del imputado. La intervención c,on:'o inte­
grante del Tribunal, Fiscal o Defensor de Oficio .constituirá un~ c~rga publica. Los 
funcionarios auxiliares serán establecidos, designados y retnbUidos en la forma 
que determine la reglamentación que conjunta~~nte dicten el Procurador Gene­

ral de la Nación y el Defensor General de la Nac1on. 

Modificado por: Ley 25.909 Art.1. SUSTITUIDO (B.O. 28-07-2004). 

REGLAS DE PROCEDIMIENTO ANTE EL TRIBUNAL DE ENJUICIAMIENTO 

ARTÍCULO 20. - El Tribunal de Enjuiciamiento desarrollará su labor conforme a 

las siguientes reglas: 

a) La instancia ante el Tribunal de Enjuiciamiento será abierta P?! decisi?n del 
Procurador General de la Nación o el Defensor General de la Nac1on, segun co­
rresponda, de oficio o por denuncia, fundados en la invocación de hechos que 
configuren las causales de remoción previstas en esta ley. · 

b) Toda denuncia en la que se requiera la apertura de instancia ante el Tribu­
nal de Enjuiciamiento, deberá ser presentada ante el Procurador General de la Na­
ción 0 el Defensor General de la Nación, quienes podrán darle curso conforme el 
inciso precedente o desestimarla por resolución fundada, con o sin prevención_su­
maria. De la desestimación, el denunciante podrá ocurrir en queja ante el Tnbu­
nal de Enjuiciamiento, dentro del plazo de diez (10) días de notific~?o el rechazo. 
La queja deberá presentarse ante el Procurador General de la Nac1on o el Defen­
sor General de la Nación, en su caso, quienes deberán girarla dentro de las cua­
renta y ocho (48) horas al Tribunal de Enjuiciamiento para su consideración. 

e) El procedimiento ante el Tribunal se realizará conforme la reglamentación que 
dicten conjuntamente el Procurador General de la Nación _Y ~1 Defensor Gene~a.l ?e 
la Nación, que deberá respetar el debido proceso legal adjetiVO y defensa ~~JUICIO, 
así como los principios consagrados en el Código Procesal Penal de la Nac1on. 

Sin perjuicio de ello, la reglamentación deberá atenerse a las siguientes normas: 

1. El juicio será oral, público, contradictorio y continuo. El denunciante no po­

drá constituirse en parte. 

2. La prueba será íntegramente producida en el debate o_i,ncorporada a éste si 
fuere documental o instrumental, sin perjuicio de la realizac1on de una breve pre­
vención sumaria en caso de urgencia que ponga en peligro la comprobación de 
los hechos, salvaguardando en todo caso el derecho de defensa de las partes. 

3. Durante el debate el Fiscal deberá sostener la acción Y mantener la denun­
cia 0 acusación, sin perjuicio de solicitar la absolución cuando entienda que co-
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rresponda. El pedido de absolución no será obligatorio para el Tribunal, pudiendo 
condenar aun en ausencia de acusación Fiscal. 

4. La sentencia deberá dictarse en el plazo no mayor de quince (15) días que 
fijará el presidente del Tribunal al cerrar el debate. 

5. Según las circunstancias del caso, el tribunal podrá suspender al imputado 
en el ejercicio de sus funciones y, de estimarlo necesario, adoptar otras medidas 
preventivas de seguridad que considere pertinentes. Durante el tiempo que dure 
la suspensión, el imputado percibirá el setenta por ciento (70%) de sus haberes 
y se trabará embargo sobre el resto a las resultas del juicio. 

Si fuese absuelto y hubiera sido suspendido, se lo reintegrará inmediatamente 
a sus funciones y percibirá el total de lo embargado, atendiendo al principio de in­
tangibilidad de las remuneraciones. 

6. El Tribunal sesionará con la totalidad de sus miembros y la sentencia se dic­
tará con el voto de la mayoría de sus integrantes. 

7. La sentencia será absolutoria o condenatoria. Si el pronunciamiento del Tri­
bunal fuese condenatorio, no tendrá otro efecto que disponer la remoción del con­
denado. Si se fundare en hechos que puedan configurar delitos de acción. públi­
ca o ello surgiere de la prueba o aquélla ya hubiere sido iniciada, se dará inter­
vención en la forma que corresponda al tribunal judicial competente. 

8. La sentencia podrá ser recurrida por el Fiscal o el imputado ante la Cámara 
Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal. El recurso de­
berá interponerse fundadamente por escrito ante el Tribunal de Enjuiciamiento, 
dentro del plazo de treinta (30) días de notificado el fallo. El Tribunal de Enjuicia­
miento ·deberá elevar el recurso con las actuaciones a la Cámara mencionada, 
dentro de los cinco (5) días de interpuesto. 

CAPÍTULO 111 (artículos 21 al 24) 

ADMINISTRACIÓN GENERAL Y FINANCIERA DEL MINISTERIO PÚBLICO 

ARTÍCULO 21. - El Procurador General de la Nación y el Defensor General de la 
Nación, cada uno en su respectiva área, tendrán a su cargo el gobierno y la ad­
ministración general y financiera del Ministerio Público, de acuerdo con lo esta­
blecido en la presente ley y en las reglamentaciones que se dicten. A tal efecto, 
tendrán los siguientes deberes y facultades, en relación a sus respectivas faculta­
des de gobierno: 

a) Representar al Ministerio Público en sus relaciones con las demás autorida­
des de la República. 

b) Dictar reglamentos de superintendencia general y financiera, de organización 
funcional, de personal, disciplinarios, y todos los demás que resulten necesarios 

~4 

Anexo 

para el cumplimiento de las funciones encomendadas al Ministerio Público por la 
Constitución y las leyes. 

e) Celebrar los contratos que se requieran para el funcionamiento del Ministe­
rio Público. 

d) Coordinar las actividades del Ministerio Público con las diversas autoridades nacio­
nales, provinciales o municipales, requiriendo su colaboración cuando fuere necesaria. 

e) Elevar un informe anual, y por escrito, a la Comisión Bicameral creada por 
esta ley, sobre el desempeño de las funciones asignadas al Ministerio Público. 

t) Organizar Y dirigir una oficina de recursos humanos y un servicio administra­
tivo-financiero, acreditado y reconocido conforme la normativa del Ministerio de 
Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación. 

AUTARQUÍA FINANCIERA 

ARTÍCULO 22. - A los efectos de asegurar su autarquía financiera, el Ministerio 
Público contará con crédito presupuestario propio, el que será atendido con car­
go a rentas generales y con recursos específicos. 

El Procurador General de la Nación y el Defensor General de Nación elabora­
rán el proyecto de presupuesto y lo remitirán al Congreso para su con~ideración 
por intermedio del Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos. 

RELACIONES CON LOS PODERES EJECUTIVO Y LEGISLATIVO 

ARTÍCULO 23. - El Ministerio Público se relacionará con el Poder Ejecutivo por 
intermedio del Ministerio de Justicia. 

La relación con el Poder Legislativo se efectuará mediante una Comisión Bica­
meral cuya composición y funciones fijarán las cámaras del Congreso. 

EJECUCIÓN PRESUPUESTARIA 

ARTÍCULO 24. - En la administración y ejecución financiera del presupuesto 
asignado, se observarán las previsiones de las leyes de administración financiera 
del Estado, con las atribuciones y excepciones conferidas por los artículos 9, 34 
y 117 de la ley 24.156. 

El control de la ejecución del presupuesto estará a cargo de la Auditoría Gene­
ral de la Nación y la Comisión Bicameral del Congreso creada por esta ley se ex­
pedirá acerca de la rendición de cuentas del ejercicio. 

Ref. normativas: ley 24.156, art.9; ley 24.156 art.34; ley 24.156 Art.117. 
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TÍTULO 11 

FUNCIONES Y ACTUACIÓN (artículos- 25 al 65) 

SECCIÓN 1 

NORMAS GENERALES (artículos 25 al 32) 

FUNCIONES DEL MINISTERIO PÚBLICO 

ARTÍCULO 25. - Corresponde al Ministerio Público: 

a) Promover la actuación de la justicia en defensa de la legalidad y de los inte­
reses generales de la sociedad. 

b) Representar Y defender el interés público en todas las causas y asuntos que 
conforme a la ley se requiera. 

e) Promover Y ejerce~ la acción pública en las causas criminales y correcciona­
l~s •. salvo cuando para Intentarla o proseguirla fuere necesario instancia 0 reque­
nmlento de parte conforme las leyes penales. 

d) Promover la acción civil en los casos previstos por la ley. 

e) Intervenir en. los procesos de nulidad de matrimonio y divorcio, de filiación y 
en todos. los relativos al estado civil y nombre de las personas, venias supletorias 
declaraciones de pobreza. ' 

f) En los que se alegue privación de justicia. 

g) Velar por la observancia de la Constitución Nacional y las leyes de la República. 

h) Velar por el efectivo cumplimiento del debido proceso legal. 

i) _Promover o intervenir en cualesquiera causas o asuntos y requerir todas las 
medidas c~nduc~~tes a la protección de la persona y bienes de los menores, in­
c~paces e m.hablli:ados, de conformidad con las leyes respectivas, cuando care­
Cieren .de as1stenc1a o representación legal; fuere necesario suplir la inacción de 
sus asistentes ~ representantes legales, parientes o personas que los tuvieren a 
su cargo; o hubiere que controlar la gestión de estos últimos. 

j) Defender la jurisdicción y competencia de los tribunales. 

k) Ejercer la .defensa de la persona y los derechos de los justiciables toda vez 
que sea requenda en las causas penales, y en otros fueros cuando aquéllos fue­
ren pobres o estuvieren ausentes. 

1) Velar por la defensa de los derechos humanos en los establecimientos carce­
la~ios, judiciales, de policía y de internación psiquiátrica, a fin de que los reclusos 
e Internados sean tratados con el respeto debido a su persona, no sean someti­
dos a torturas, tratos crueles, inhumanos o degradantes y tengan oportuna asis-
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tencia jurídica, médica, hospitalaria y las demás que resulten necesarias para el 
cumplimiento de dicho objeto, promoviendo las acciones correspondientes cuan­
do se verifique violación. 

11) Intervenir en todos los procesos judiciales en que se solicite la ciudadanía ar­
gentina. 

Ref. Normativas: Constitución Nacional (1994) 

REQUERIMIENTO DE COLABORACIÓN 

ARTÍCULO 26. - Los integrantes del Ministerio Público, en cualquiera de sus ni­
veles, podrán -para el mejor cumplimiento de sus funciones- requerir informes a 
los organismos nacionales, provinciales, comunales; a los organismos privados; y 
a los particulares cuando corresponda, así como recabar la colaboración de las 
autoridades policiales, para realizar diligencias y citar personas a sus despachos, 
al solo efecto de prestar declaración testimonial. Los organismos policiales y de 
seguridad deberán prestar la colaboración que les sea requerida, adecuándose a 
las directivas impartidas por los miembros del Ministerio Público y destinando a 
tal fin el personal y los medios necesarios a su alcance. 

Los fiscales ante la justicia penal, anoticiados de la perpetración de un hecho 
ilícito -ya fuere por la comunicación prevista en el artículo 186 del Código Proce­
sal Penal de la Nación o por cualquier otro medio- sin perjuicio de las directivas 
que el juez competente imparta a la policía o fuerza de seguridad interviniente, 
deberán requerir de éstas el cumplimiento de las disposiciones que tutelan el pro­
cedimiento y ordenar la práctica de toda diligencia que estimen pertinente y útil 
para lograr el desarrollo efectivo de la acción penal. A este respecto la prevención 
actuará bajo su dirección inmediata. 

Ref. normativas: Código Procesal Penal, art.186. 

FUNCIONES EXCLUIDAS 

ARTÍCULO 27. - Quedan excluidas de las funciones del Ministerio Público: la re­
presentación del Estado y/o del Fisco en juicio, así como el asesoramiento perma­
nente al Poder Ejecutivo y el ejercicio de funciones jurisdiccionales. Ello no obs­
tante, el Poder Ejecutivo por intermedio del Ministro correspondiente, podrá diri­
girse al Procurador o al Defensor General de la Nación, según el caso, a fin de 
proponerles la emisión de instrucciones generales tendientes a coordinar esfuer­
zos para hacer más efectiva la defensa de la causa pública, la persecución penal 
y la protección de los incapaces, inhabilitados, pobres y ausentes. 

CARACTER DE LOS DICTÁMENES 

ARTÍCULO 28. - Los dictámenes, requerimientos y toda otra intervención en jui­
cio de los integrantes del Ministerio Público deberán ser considerados por los jue­
ces con arreglo a lo que establezcan las leyes procesales aplicables al caso. 
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PRINCIPIO DE LEGALIDAD 

ARTÍCULO 29. - Cuando se tratare de una acción pública, el Ministerio Público 
actuará de oficio. La persecución penal de los delitos de acción pública deberá 
ser promovida inmediatamente después de la noticia de la comisión de un hecho 
punible y no se podrá suspender, interrumpir o hacer cesar, salvo en los casos y 
bajo las formas expresamente previstas en la ley. 

DEBER DE INFORMAR 

ARTÍCULO 30. - Los integrantes del Ministerio Público comunicarán al Procura­
dor General de la Nación o al Defensor General de la Nación, según corresponda, 
y por vía jerárquica, los asuntos a su cargo que por su trascendencia o compleji­
dad, requieran una asistencia especial, indicando concretamente las dificultades 
y proponiendo las soluciones que estimen adecuadas. 

DEBER DE OBEDIENCIA - OBJECIONES 

ARTÍCULO 31. - Cuando un magistrado actúe en cumplimiento de instrucciones 
emanadas del Procurador o del Defensor General de la Nación, podrá dejar a salvo su 
opinión personal. El integrante del Ministerio Público que recibiere una instrucción que 
considere contraria a la ley, pondrá en conocimiento del Procurador o del Defensor Ge­
neral -según sea el caso-, su criterio disidente, mediante un informe fundado. 

Cuando la instrucción general objetada, concierna a un acto procesal sujeto a 
plazo o que no admita dilación, quien la recibiere la cumplirá en nombre del su­
perior. Si la instrucción objetada consistiese en omitir un acto sujeto a plazo o que 
no admita dilación, quien lo realice actuará bajo su exclusiva responsabilidad, sin 
perjuicio del ulterior desistimiento de la actividad cumplida. 

INFORME ANUAL AL CONGRESO 

ARTÍCULO 32. - Anualmente, en oportunidad de la inauguración del período de 
sesiones ordinarias del Congreso Nacional, el Procurador General de la Nación y el 
Defensor General de la Nación remitirán a la Comisión Bicameral creada por esta 
ley, un informe detallado de lo actuado por los órganos bajo su competencia Fiscal 
y Ministerio Público de la Defensa, respectivamente deberá contener una evaluación 
del trabajo realizado en el ejercicio; un análisis sobre la eficiencia del servicio, y pro­
puestas concretas sobre las modificaciones o mejoras que éste requiera. 
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M~NISTERIO PÚBLICO FISCAL (artículos 33 al 50) 

CAPÍTULO 1 (artíQulos 33 al 42) 

DEL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN 

Anexo 

. AR~ÍCU~o. 33 .. - El. Pr?cura~or General de la Nación es el jefe máximo del Mi­
msteno Publico F1scal. Ejercera la acción penal pública y las demás facultad 
~a le~ otorga al Ministerio Público Fiscal, por sí mismo 0 por medio de los ó~:a~~: 
1nfenores que establezcan las leyes. 

El Procurador General tendrá los siguientes deberes y atribuciones: · 

a) D.i~taminar en las causas que tramitan ante la Corte Suprema de Justicia de 
la Nac1on, cuando se planteen los siguientes asuntos: 

1. ~ausas en las que se pretenda suscitar la competencia originaria prevista en 
el art1culo 1.17 de la Constitución Nacional. Podrá ofrecer pruebas cuando se de­
batan cue~tlo~,es de. hecho y esté en juego el interés público, así como controlar 
su sustanc!ac!on a f1n de preservar el debido proceso. 

2. C~estiones de competencia que deba dirimir la Corte Suprema de Justic·
1
a d 

la Nac1on. e 

3. Causas en las qu.~ la C~rte ~uprema de Justicia de la Nación entienda a raíz 
d~ recursos de apelac1on ord1nana, en las materias previstas en el artículo 24 in-
CISo 6, apartados b) y e) del decreto-ley 1285/58. ' 

4. Procesos en los que su intervención resulte de normas legales específicas. 

5. C~~sas en las ~~e se articulen cuestiones federales ante la Corte Suprema 
d~ Just1c1a ~e 1~ Nac1on, ~efectos de dictaminar si corresponden a su competen­
CI.a e~trao;d1~ana y expedirse en todo lo concerniente a los intereses que el M'-
nlsteno Publico tutela. 1 

A los fines de esta atribuc!ón,. la ~arte Suprema dará vista al procurador gene­
ral de los recursos e~traord1nanos Introducidos a su despacho y de las que'as 
planteadas en forma. directa por denegatoria de aquéllos, con excepción de los ~a­
~o~ en los que, segun 1~ sana discreción del Tribunal, corresponda el rechazo in 
llmme por .falta de ~grav1.o federal suficiente o cuando las cuestiones planteadas 
resultara~ 1nsustanc1ales o carentes de trascendencia, 0 el recurso 

0 
la queja fue­

sen manifiestamente inadmisibles, supuestos en los que podrá omitir la vista 
1 procurador general. a 

b) Impulsar la acción pública ante la Cort~ Suprema en los casos qu 
panda y dar · t · • e corres-

' 1ns rucc1ones generales a los integrantes del Ministerio Público Fis-
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cal para que éstos ejerzan dicha acción en las restantes instancias, con las atri­
buciones que esta ley prevé. 

e) Intervenir en las causas de extradición que lleguen por apelación a la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación. 

d) Disponer por sf o mediante instrucciones generales a los integrantes del Mi­
nisterio Público Fiscal, la adopción de todas las medidas que sean necesarias y 
conducentes para poner en ejercicio las funciones enunciadas en esta ley y ejer­
cer las demás atribuciones que le confieren las leyes y los reglamentos. ' 

e) Diseñar la política criminal y de persecución penal del Ministerio Público Fiscal. 

f) Delegar sus funciones en los Procuradores Fiscales ante la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación, de conformidad con lo previsto en los artículos 35 y 36 de 
esta ley. 

g) Disponer fundadamente, de oficio o a pedido de un Fiscal General, cuando 
la importancia o dificultad delos asuntos lo hagan aconsejable, la actuación con­
junta o alternativa de dos o más integrantes del Ministerio Público Fiscal de igual 
o diferente jerarquía, respetando la competencia en razón de la materia y del te­
rritorio. Esta limitación no regirá para los magistrados de la Procuración General 
de la Nación. En los casos de formación de equipos de trabajo, la actuación de 
los fiscales que se designen estará sujeta a las directivas del titular. 

h) Efectu~r la propuesta en terna a que se refieren l~s artículos 5 y 6 de esta ley, 
de conformidad con lo que se establezca en el reglamento de superintendencia. 

i) Promover el enjuiciamiento de los integrantes del Ministerio Público Fiscal de 
conformidad con lo dispuesto en esta ley, y solicitar el enjuiciamiento de los jue­
ces ante los órganos competentes, cuando unos u otros se hallaren incursos en 
las causales que prevé el artículo 53 de la Constitución Nacional. 

j) Elevar al Poder Legislativo, por medio de la Comisión Bicameral, la opinión del 
Ministerio Público Fiscal acerca de la conveniencia de determinadas reformas le­
gislativas y al Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Justicia, si se tra­
ta de reformas reglamentarias. 

k) Responder a las consultas formuladas por el Presidente de la Nación; los Mi­
nistros del Poder Ejecutivo; los presidentes de ambas Cámaras del Congreso Na­
cional; la Corte Suprema de Justicia de la Nación y el Presidente del Consejo de 
la Magistratura. 

1) Coordinar las actividades del Ministerio Público Fiscal con las diversas autori­
dades nacionales, especialmente con las que cumplan funciones de instrucción 
criminal y policía judicial. Cuando sea el caso, también lo hará con las autorida­
des provinciales. 
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11) Ejercer la superintendencia general sobre los miembros del Ministerio Públi­
co Fiscal, dictar los reglamentos e instrucciones generales para e~tablec~r u~a 
adecuada distribución del trabajo entre sus integrantes; sus respectivas atnbuc!o­

nes y deberes; y supervisar su cumplimiento. 

m) Imponer sanciones a los magistrados, funcionarios y empleados del Minis­
terio Público Fiscal, en los casos y formas establecidos en esta ley Y en la regla­

mentación que se dicte. 

n) Fijar la sede y la jurisdicción territorial de actuación de las Fisca!ías Genera­
les y el grupo de Fiscales, Fiscales Adjuntos y Auxiliares que colaboraran con ellos, 
sin necesidad de sujetarse a la división judicial del país. 

ñ) Confeccionar el programa del Ministerio Público Fiscal dentro del presupues­
to general del Ministerio Público y presentar éste al Poder Ejecutivo Nacional, por 
intermedio del Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos, juntamente 
con el programa del Ministerio Público de la Defensa, para su remisión al Congre­

so de la Nación. 

o) Organizar, reglamentar y dirigir la Oficina de Recursos Humanos y el Servicio 
Administrativo Financiero del organismo. 

p) Disponer el gasto del organismo de acuerdo con el presupuesto asignado, al 
Ministerio Público Fiscal, pudiendo delegar esta atribución en el funcionario que 
designe y en la cuantía que estime conveniente. 

q) Responder las consultas que formulen los funcionarios y empleados del Mi­
nisterio Público Fiscal. 

r) Convocar, por lo menos una vez al año, a una reunión de consulta, a la que 
asistirán todos los magistrados mencionados en el artículo 3, incisos b) y e) de la 
presente ley, en las cuales se considerarán los informes anuales que se presen­
ten conforme lo exige el artículo 32, se procurará la unificación de criterios sobre 
la actuación del Ministerio Público Fiscal y se tratarán todas las cuestiones que el 
Procurador General incluya en la convocatoria. 

s) Representar al Ministerio Público Fiscal en sus relaciones con los tres Pode­
res del Estado. 

t) Aprobar el Reglamento interno de la Fiscalía de Investigaciones Administrativas. 

u) Recibir los juramentos de los magistrados, funcionarios y demás empleados 
del Ministerio Público Fiscal. 

v) Ejercer por delegación de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en las 
causas de competencia originaria de ésta, las funciones de instrucción en los tér­
minos del artículo 196, primera parte, del Código Procesal Penal de la Nación. 

Ref. normativas: Constitución Nacional (1994), art.117; decreto-ley 1.285/58 
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art. 24; Código Procesal Penal, art.196; Constitución Nacional (1994), art. 53. 

DE lA PROCURACIÓN GENERAL DE lA NACIÓN 

ARTfCULO 34. - La Procuración General de la Nación es la sede de actuación 
del Procurador General de la Nación, como fiscal ante la Corte Suprema de Jus­
ticia de la Nación y como jefe del Ministerio Público Fiscal. 

En dicho ámbito· se desempeñarán los Procuradores Fiscales ante la Corte Su­
prema de Justicia de la Nación y todos los magistrados que colaboren con el Pro­
curador General de la Nación, tanto en la tarea de dictaminar en los asuntos ju­
diciales remitidos por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, cuanto en los 
asuntos relativos al gobierno del Ministerio Público Fiscal, de conformidad con los 
planes, organigramas de trabajo y cometidos funcionales específicos que el Pro­
curador General disponga encomendarles. 

DE LOS PROCURADORES FISCALES ANTE lA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE lA 
NACIÓN 

ART(CULO 35. - Los Procuradores Fiscales ante la Corte Suprema de Justicia de 
la Nación asisten al Procurador General de la Nación y cumplen las directivas que 
éste imparte de conformidad con lo dispuesto en la presente ley y lo que se es­
tablezca por vía reglamentaria. Además poseen las siguientes atribuciones: 

a) Ejercer la acción pública ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en 
aquellas causas en que así lo resuelva el Procurador General de la Nación. 

b) Sustituir al Procurador General en las causas sometidas a su dictamen, 
cuando éste así lo resuelva. 

e) Reemplazar al Procurador General en caso de licencia, recusación, excusa­
ción, impedimento o vacancia. 

d) Informar al Procurador General sobre las causas en que intervienen. 

e) Colaborar con el Procurador General en su gestión de gobierno del Ministerio Pú­
blico Rscal, en los términos y condiciones enunciados en el artículo precedente. 

FISCALES DE lA PROCURACIÓN GENERAL DE lA NACIÓN 

ARTfCULO 36. - Los Fiscales de la Procuración General de la Nación cumplirán 
sus funciones en relación inmediata con el Procurador General y, cuando éste así 
lo disponga, con los Procuradores Fiscales ante la Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, en la materia y los casos en los que les corresponda intervenir. 

Cuando el Procurador General ejerza la competencia establecida en el inciso g) 
del artículo 33 de la presente ley, los fiscales del organismo actuarán, salvo dis­
posición fundada en contrario, respetando los niveles del Ministerio Público Fiscal 
que se determinan en el artículo 3 de la presente ley. 
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~~~g~~~~ ~E;T~~A~¡\ A~:¡N~~;NTC~~~~~;s COLEGIADOS DE CASACIÓN, DE 

' ARTfCULO 37. -Los Rscales Generales ante los tribunales colegiados de casación, 
segunda instancia y de instancia única, tienen los siguientes deberes y atribuciones: 

a) Promover ante los tribunales en los que se desempeñan el ejercicio de la ac­
ción pública o continuar ante ellos la intervención que el Ministerio Público Fiscal 
hubiera tenido en las instancias inferiores, sin perjuicio de su facultad para desis­
tirla, mediante decisión fundada. 

b) Desempeñar en el ámbito de su competencia las funciones que esta ley con­
fiere a los fiscales ante la primera instancia y promover las acciones públicas que 
correspondan, a fin de cumplir en forma efectiva con las funciones asignadas al 
Ministerio Público Fiscal. 

e) Dictaminar en las cuestiones de competencia y dirimir los conflictos de esa 
índole que se planteen entre los fiscales de las instancias inferiores. 

d) Dictaminar en todas las causas sometidas a fallo plenario. 

e) Peticionar la reunión de la cámara en pleno, para unificar la jurisprudencia 
contradictoria o requerir la revisión de la jurisprudencia plenaria. 

f) Participar en los acuerdos generales del tribunal ante el que actúan, con voz 
pero sin voto, cuando fueren invitados o lo prevean las leyes. 

g) Responder los pedidos de informes que les formule el Procurador General. 

h) Elevar un informe anual al Procurador General sobre la gestión del área de 
su competencia. 

i) Ejercer la superintendencia sobre los fiscales ante las instancias inferiores e 
impartirles instrucciones en el marco de la presente ley y de la reglamentación 
pertinente que dicte el Procurador General. 

j) Imponer las sanciones disciplinarias a los magistrados, funcionarios y emplea­
dos que de ellos dependan, en los casos y formas establecidos en esta ley y su 
reglamentación. 

FISCALES GENERALES ADJUNTOS 

ARTfCULO 38. - Los Fiscales Generales Adjuntos ante los tribunales colegiados 
de casación, segunda instancia o instancia única, actuarán en relación inmedia­
ta con los Fiscales Generales ante dichos tribunales y tendrán los siguientes de­
beres y atribuciones: 

a) Sustituir o reemplazar al Fiscal General titular en el ejercicio de la acción 
cuando por necesidades funcionales éste así lo resuelva y en caso de licencia ex-
cusación, recusación, impedimento o vacancia. ' 
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b) ·Informar al Rscal General titular respecto de las causas en que intervengan y asis­
tirfo en el ejercicio de sus funciones, en la medida de las necesidades del servicio. 

FISCALES ANTE LOS JUECES DE PRIMERA INSTANCIA 

ARTÍCULO 39. • Los Fiscales ante los jueces de primera instancia tendrán las 
facultades y deberes propios del Ministerio Público Fiscal en el ámbito de su com­
petencia por razón del grado, debiendo realizar los actos procesales y ejercer to­
das las acciones y recursos necesarios para el cumplimiento de los cometidos que 
les fijen las leyes. 

Deberán intervenir en los procesos de amparo, de hábeas corpus y de hábeas 
data y en todas las cuestiones de competencia; e imponer sanciones disciplina­
rias a los funcionarios y empleados que de ellos dependan, en los casos y formas 
establecidos por esta ley y su reglamentación. 

ARTÍCULO 40. • En particular, los Fiscales ante /a justicia de primera instancia 
en /o Crimina/ y Correccional tendrán /os siguientes deberes y atribuciones: 

a) Promover /a averiguación y enjuiciamiento de los delitos y contravenciones 
que se cometieren y que llegaren a su conocimiento por cualquier medio, velan­
do para que en las causas se respete el debido proceso legal, requiriendo para 
ello las medidas necesarias ante los jueces o ante cualquier otra autoridad admi­
nistrativa, salvo aquellos casos en que por las leyes penales no esté permitido 
obrar de oficio. 

b) Hacerse parte en todas las causas en que la acción pública criminal o con­
travencional fuese procedente, ofreciendo pruebas, asistiendo al examen de tes­
tigos ofrecidos en la causa y verificando el trámite de las otras pruebas presenta­
das en el proceso. 

e) Ejercitar todas las acciones y recursos previstos en las leyes penales, contra­
vencionales y de procedimiento, cuidando de instarlos cuando se trate de preve­
nir o de evitar una efectiva denegación de justicia. 

d) Concurrir a las cárceles y otros lugares de detención, transitoria o permanen­
te, no sólo para formar conocimiento y controlar /a situación de /os alojados en 
ellos, sino para promover o aconsejar medidas tendientes a la corrección del sis­
tema penitenciario y a dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 18 de la 
Constitución Nacional. 

Ref. normativas: Constitución Nacional (1994), art.18. 

ARTÍCULO 41. • Los fiscales ante la justicia de Primera Instancia Federal y Na­
cional de la Capital Federal, en lo civil y comercial, Contencioso Administrativo, Lél· 
boral y de Seguridad Social, tendrán los siguientes deberes y atribuciones: 

a) Hacerse parte en todas las causas o trámites judiciales en que el interés pú­
blico lo requiera de acuerdo con el artículo 120 de la Constitución Nacional, a fin 
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de asegurar el respeto al debido proceso, la defensa del i~teré~ público y e! efec· 
tivo cumplimiento de la legislación, así como para prevenir, evitar o remediar d~­
ños causados o que puedan causarse al patrimonio social, a .la sal~d ,Y. al medt~ 
ambiente, al consumidor, a bienes o derechos de valor artístiCO, htstonco o pat· 
sajístico en los casos y mediante los procedimientos que las leyes establezcan. 

b) Ofrecer pruebas en las causas y trámites en qu.e interveng~n Y verificar la re­
gularidad de la sustanciación de las restantes ofrectdas o rendtdas en autos, pa­

ra asegurar el respeto al debido proceso. 

e) Intervenir en las cuestiones de competencia y en todos los casos en que se 
hallaren en juego normas o principios de orden público. 

Ref. Normativas: Constitución Nacional (1994) Art.120 

FISCALES AUXILIARES ANTE LOS TRIBUNALES DE PRIMERA INSTANCIA 

ARTÍCULO 42 .. Los Fiscales Auxiliares ante los tribunales de primera instancia 
actuarán en relación inmediata con los fiscales ante dichos tribunales Y tendrán 

las siguientes facultades y deberes: 

a) sustituir o reemplazar al Fiscal titular en el ejercicio de la acción cuando por 
necesidades funcionales éste así lo resuelva y en caso de licencia, excusación, re­

cusación, impedimento o vacancia. 

b) Informar al Rscal titular respecto de las causas en que intervengan Y asistir­
lo en el ejercicio de sus funciones, en la medida de las necesidades del servicio. 

CAPÍTULO 11 

FISCALÍA DE INVESTIGACIONES ADMINISTRATIVAS (artículos 43 al 50) 

ORGANIZACIÓN 

ARTÍCULO 43 .• La Fiscalía de Investigaciones Administrativas forma parte del 
Ministerio Público Fiscal como órgano dependiente de la Procuración General de 
la Nación. Está integrada por el Fiscal Nacional de Investigaciones Administrativas 

y los demás magistrados que esta ley establece. 

DESIGNACIONES Y REMOCIONES 

ARTÍCULO 44 .• Los magistrados de la fiscalía serán designados y removidos 

conforme al procedimiento previsto en esta ley. 

FISCAL NACIONAL DE INVESTIGACIONES ADMINISTRATIVAS 

ARTÍCULO 45 .. El Fiscal Nacional de Investigaciones Administrativas tendrá los 

siguientes deberes y facultades: 

a) Promover la investigación de la conducta administrativa de los agentes inte· 
grantes de la administración nacional centralizada y descentralizada, y de las em-
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presas, sociedades y todo otro ente en que el Estado tenga participación. En to­
dos los supuestos, las investigaciones se realizarán por el solo impulso de la Fis­
calfa de Investigaciones Administrativas y sin necesidad de que otra autoridad es­
tatal lo disponga, sin perjuicio de ajustar su proceder a las instrucciones genera­
les que imparta el Procurador General de la Nación. 

b) Efectuar investigaciones en toda institución o asociación que tenga como 
principal fuente de recursos el aporte estatal, ya sea prestado en forma directa o 
indirecta, en caso de sospecha razonable sobre irregularidades en la inversión da­
da a los mencionados recursos. 

e) Denunciar ante la justicia competente, los hechos que, como consecuencia 
de las investigaciones practicadas, sean considerados delitos. En tales casos, las 
investigaciones de la Fiscalía tendrán el valor de prevención sumaria. El ejercicio 
de la acción pública quedará a cargo de los fiscales competentes ante el tribunal 
donde quede radicada la denuncia y, en su caso, ante las Cámaras de Apelación 
y Casación con la intervención necesaria del Fiscal nacional de investigaciones Ad­
ministrativas o de los magistrados que éste determine, quienes actuarán en los 
términos del artículo 33 inciso t). La Fiscalía de Investigaciones Administrativas 
podrá asumir, en cualquier estado de la causa, el ejercicio directo de la acción 
pública, cuando los fiscales competentes antes mencionados tuvieren un criterio 
contrario a la prosecución de la acción. 

d) Asignar a los fiscales Generales, Fiscales Generales Adjuntos y Fiscales, las 
investigaciones que resolviera no efectuar personalmente. 

e) Someter a la aprobación del Procurador General de la Nación el reglamento 
interno· de la Fiscalía de Investigaciones Administrativas. 

f) Ejercer la superintendencia sobre los magistrados, funcionarios y empleados 
que de él dependen e impartirles instrucciones, en el marco de la presente ley y 
de la reglamentación que dicte el Procurador General. 

g) Proponer al Procurador General de la Nación la creación, modificación o su­
presión de cargos de funcionarios, empleados administrativos y personal de ser­
vicio y de maestranza que se desempeñen en la Fiscalía, cuando resulte conve­
niente para el cumplimiento de los fines previstos en esta ley. 

h) Elevar al Procurador General un informe anual sobre la gestión de la Fiscalía 
de Investigaciones Administrativas, a su cargo. 

i) Imponer las sanciones disciplinarias a los magistrados, funcionarios y emplea­
dos que de él dependan, en los casos y formas establecidos en la ley y su regla­
mentación. 

j) Ejecutar todos sus cometidos ajustándolos a la política criminal y de persecu­
ción penal del Ministerio Público Fiscal. 
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FISCALES GENERALES DE INVESTIGACIONES ADMINISTRATIVAS 

ARTÍCULO 46. - Los Fiscales Generales de Investigaciones Administrativas ac­
tuarán en relación inmediata con el Fiscal Nacional de Investigaciones Administra­
tivas y tendrán los siguientes deberes y atribuciones: 

a) Sustituir al Fiscal Nacional de Investigaciones Administrativas en los suma­
rios administrativos e investigaciones, en los casos en que aquél lo disponga. 

b) Reemplazar al Fiscal Nacional de Investigaciones Administrativas en caso de 
licencia, recusación, excusación, impedimento o vacancia, con intervención del 
Procurador General de la Nación. 

e) Informar al Fiscal Nacional de Investigaciones Administrativas respecto de las 
causas en las que intervengan. 

FISCALES GENERALES ADJUNTOS Y FISCALES DE INVESTIGACIONES 
ADMINISTRATIVAS 

. ARTÍCUL~ 4 7. - Los Fiscales Generales Adjuntos de Investigaciones Administra­
tivas Y los Fiscales de Investigaciones Administrativas, asistirán al Fiscal Nacional 
de Investigaciones Administrativas, desempeñando las tareas propias de la fisca­
lía que este último les asigne. 

COMUNICACIÓN DE PROCESOS PENALES 

AR;íc~LO 48 .. : Cuando en el curso de un proceso judicial en sede penal se 
efectue 1mputac1on formal de delito contra un agente público por hechos vincula­
dos ~on el ejercicio de su función, el juez de la causa deberá poner esta circuns­
tancia en conocimiento de la Fiscalía de Investigaciones Administrativas. 

INVESTIGACIONES DISCIPLINARIAS 

ARTÍCULO 49. - Cuando en la investigación practicada por la Fiscalía resulten 
comprobadas transgresiones a normas administrativas, el Rscal nacional de In­
vestigaciones Administrativas pasará las actuaciones con dictamen fundado a la 
Procuración del Tesoro de la Nación o al funcionario de mayor jerarquía adminis­
tr~tiva de la repartición de que se trate, de conformidad con las competencias 
asignadas por el Reglamento de Investigaciones Administrativas. En ambas cir­
cunstancias, las actuaciones servirán de cabeza del sumario que deberá ser ins­
truido por las autoridades correspondientes. 

En todas estas actuaciones que se regirán por el Reglamento de Investigacio­
nes Admi~istrativas, la Rscalía será tenida, necesariamente, como parte acusa­
dora, c?n l~uales derechos a la su,mariada, ~n especial, las facultades de ofrecer, 
producir e Incorporar pruebas, as1 como la de recurrir toda resolución adversa a 
sus pretensiones. Todo ello, bajo pena de nulidad absoluta e insanable de lo ac­
tuado o resuelto según el caso. 
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COMPEfENCIAS ESPECIALES 

. ARTÍCULO 50. ~ Ad:más de las previstas en el artículo 26 de esta ley, los ma­
gistrados de la F1scalla de Investigaciones Administrativas estarán investidos de 
las siguientes facultades de investigación: 

a) D.ispo~er ex?n;enes periciales, a cuyo fin podrán requerir de las reparticiones 
o func1onanos publ~cos la colaboración necesaria, que éstos estarán obligados a 
prestar. Cuando la 1ndole de la peritación lo requiera, estarán facultados a desig­
nar peritos ad hoc. 

b) .Informar al Procurador General de la Nación cuando estimen que la perma­
ne~cla e~ funcione~ de. un Ministro, Secretario de estado o funcionario con jerar­
qula equivalente o mfenor, pueda obstaculizar gravemente la investigación. 

SECCIÓN 111 

MINISTERIO PÚBLICO DE LA DEFENSA (artículos 51 al 64) 

DEFENSOR GENERAL DE LA NACIÓN 

ARTÍCULO 51. - El Defensor General de la Nación es el jefe máximo del Minis­
terio Público de la Defensa, y tendrá los siguientes deberes y atribuciones: 

a) Ejercer ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en los casos que co­
rresponda, las facultades del Ministerio Público de la Defensa. 

b). ~elegar sus ~~nciones en los Defensores Oficiales ante la Corte Suprema de 
Just1c1a de la Nac1on, de conformidad con lo previsto en el artículo 52 de esta ley. 

e) Disponer por sí o mediante instrucciones generales o particulares a los inte­
grantes del Ministerio Público de la Defensa, la adopción de todas l~s medidas 
que sean necesarias y conducentes para el ejercicio de las funciones y atribucio­
nes que la Constitución Nacional, las leyes y los reglamentos le confieran. 

d) Realizar todas las acciones conducentes para la defensa y protección de los 
derechos humanos, sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 86 de la Constitu­
ción Nacional. 

e) Promover y ejecutar políticas para facilitar el acceso a la justicia de los sec­
tores discriminados. 

f) Disponer fundadamente, de oficio o a pedido de cualquiera de los magistra­
dos que integran la Defensa Oficial, cuando la importancia o dificultad de los 
asuntos la hagan aconsejable, la actuación conjunta o alternativa de dos o más 
integrantes del Ministerio Público de la Defensa, de igual o diferente jerarquía, 
respetando la competencia en razón de la materia y del territorio. Esta limitación 
no regirá para los magistrados de la Defensoría General de la Nación. En los ca-
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sos de formación de equipos de trabajo, la actuación de los defensores que se 
designen estará sujeta a las directivas del titular. 

g) Efectuar la propuesta en terna a que se refieren los artículos 5 y 6 de esta ley, 
de conformidad con lo que se establezca en el reglamento de superintendencia. 

h) Asegurar en todas las instancias y en todos los procesos en que se ejerza la 
representación y defensa oficial, la debida asistencia de cada una de las partes 
con intereses contrapuestos, designando diversos defensores cuando así lo exija 
la naturaleza de las pretensiones de las partes. 

i) Asegurar en todas las instancias y en todos los procesos con menores inca­
paces la separación entre las funciones correspondientes a la defensa promiscua 
o conjunta del Defensor de Menores e Incapaces y la defensa técnica que, en su 
caso, pueda corresponder al Defensor Oficial. 

j) Promover el enjuiciamiento de los integrantes del Ministerio Público de la De­
fensa de conformidad con lo dispuesto en esta ley, cuando, a su juicio, se halla­
ren incursos en las causales que prevé el artículo 53 de la Constitución Nacional; 
y solicitar el enjuiciamiento de los integrantes del Poder Judicial de la Nación por 
las conductas contempladas en el artículo citado. 

k) Elevar al Poder Legislativo, por medio de la Comisión Bicameral, la opinión 
del Ministerio Pliblico Fiscal acerca de la conveniencia de determinadas reformas 
legislativas y al Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Justicia, si se tra­
ta de r.eformas reglamentarias. 

1) Responder a las consultas formuladas por el Presidente de la Nación, los Mi­
nistros del Poder Ejecutivo, los Presidentes de ambas Cámaras del Congreso Na­
cional, la Corte Suprema de Justicia de la Nación y el Presidente del Consejo de 
la Magistratura. 

11) Coordinar las actividades del Ministerio Público de la Defensa y ejercer su re­
presentación con las diversas autoridades nacionales, provinciales y municipales 
-cuando sea del caso- especialmente con las que cumplan funciones de instruc­
ción criminal y policfa judicial. Igualmente con los organismos internacionales y 
autoridades de otros países. 

m) Ejercer la superintendencia general sobre los miembros del Ministerio Públi­
co de la Defensa y dictar los reglamentos e instrucciones generales necesarios pa­
ra establecer una adecuada distribución del trabajo entre sus integrantes, super­
visar su desempeño y lograr el mejor cumplimiento de las competencias que la 
Constitución y las leyes le otorgan a dicho Ministerio. 

n) Imponer sanciones a los magistrados, funcionarios y empleados del Ministe­
rio Público de la Defensa, en los casos y formas establecidos por esta ley y su re­
glamentación. 
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ñ) Confeccionar el programa del Ministerio Público de la Defensa dentro del pre­
supuesto General del Ministerio Público y presentar éste al Poder Ejecutivo Nacio­
nal, por intermedio del Ministerio de Economía y Obras y Servicios ~ú.~licos, jun­
tamente con el programa del Ministerio Público Fiscal, para su rem1s1on al Con­

greso de la Nación. 

o) organizar, reglamentar y dirigir la Oficina de Recursos Humanos y el Servicio 

Administrativo Financiero del organismo. 

p) Disponer el gasto del organismo de acuerdo con el presupuesto asignado al 
Ministerio Público de la Defensa, pudiendo delegar esta atribución en el funciona­
rio que designe y en la cuantía que estime conveniente. 

q) Convocar, por lo menos una vez al año, a una reunión de consulta, a la que 
asistirán todos los magistrados mencionados en el artículo 4, incisos b) Y e) de la 
presente ley, en la cual se considerarán los informes anuales que se presenten 
conforme lo exige el artículo 32; se procurará la unificación de criterios sobre la 
actuación del ministerio público de la Defensa y se tratarán todas las cuestiones 
que el Defensor General incluya en la convocatoria. 

r) Fijar fa sede y la jurisdicción territorial de actuación de las Defensorías Públi­
cas Oficiales y el grupo de defensores públicos oficiales, defensores públicos ofi­
ciales adjuntos y auxiliares de la Defensoría General de la Nación que colabora­
rán con ellos, sin necesidad de sujetarse a la división judicial del país. 

s) Representar al Ministerio Público de la Defensa en sus relaciones con las de­

más autoridades de la República. 

t) Responder las consultas que formulen Jos funcionarios y empleados del Mi­

nisterio Público de la Defensa. 

u) Recibir Jos juramentos de los magistrados, funcionarios Y demás empleados 

del Ministerio Público de la Defensa. 

v) Patrocinar y asistir técnicamente, en forma directa o delegada, .a~te Jos or­
ganismos internacionales que corresponda, a las personas que Jo soliciten. 

Ref. Normativas: Constitución Nacional (1994) Art.86 

DE LA DEFENSORÍA GENERAL DE LA NACIÓN 

ARTÍCULO 52. - La Defensoría General de la Nación es la sede de actuación del 
Defensor General de la Nación, corno Jefe del Ministerio Público de la Defensa. 
En dicho ámbito se desempeñarán los Defensores Oficiales ante la Corte Supre­
ma de Justicia de la Nación y todos los magistrados que colaboren con el Defen­
sor General de la Nación, tanto en las tareas de dictaminar en los asuntos judi­
ciales remitidos por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, cuanto en los 
asuntos relativos al gobiernó del Ministerio Público de la Defensa, de conformidad 
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con los planes, organigramas de trabajo y cometidos funcionales específicos que 
el Defensor General disponga encomendarles. 

DEFENSORES OFICIALES ANTE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 

ARTÍCULO 53. - Los Defensores Oficiales ante la Corte Suprema de Justicia de 
la Nación asistirán al Defensor General en todas aquellas funciones que éste les 
encomiende y tendrán los siguientes deberes y atribuciones: 

a) Sustituir o reemplazar al Defensor General en las causas sometidas a su In­
tervención o dictamen cuando por necesidades funcionales éste así lo resuelva y 
en caso de licencia, excusación, recusación, impedimento o vacancia. 

b) Informar al Defensor General respecto de las causas en que intervengan. 

e) Desempeñar las demás funciones que les encomienden las leyes y reglamentos. 

DEFENSORES PÚBLICOS DE MENORES E INCAPACES 

ARTÍCULO 54. - Los Defensores Públicos de Menores e Incapaces en las ins­
tancias y fueros que actúen, tendrán Jos siguientes deberes y atribuciones: 

a) Intervenir, en los términos del artículo 59 del Código Civil en todo asunto ju­
dicial o extrajudicial que afecte la persona o bienes de Jos menores o incapaces, 
y entablar en defensa de éstos las acciones y recursos pertinentes, ya sea en for­
ma autónoma o junto con sus representantes necesarios. 

b) Asegurar la necesaria intervención del Ministerio Público de la Defensa de los 
Menores e Incapaces, en las cuestiones judiciales suscitadas ante Jos tribunales 
de las diferentes instancias, en toda oportunidad en que se encuentre comprome­
tido el interés de la persona o los bienes de los menores o incapaces, emitiendo 
el correspondiente dictamen. 

e) Promover o intervenir en cualquier causa o asunto y requerir todas las medi­
das conducentes a la protección de la persona y bienes de los menores, incapa­
ces e inhabilitados, de conformidad con las leyes respectivas cuando carecieran 
de asistencia o representación legal; fuere necesario suplir la inacción de sus asis­
tentes o representantes· legales, parientes o personas que los tuviesen a su car­
go; o hubiere que controlar la gestión de estos últimos. 

d) Asesorar a menores e incapaces, inhabilitados y penados bajo el régimen del 
artículo 12 del Código Penal, así como también a sus representant~s necesarios, 
sus parientes y otras personas que puedan resultar responsables por los actos de 
los incapaces, para la adopción de todas aquellas medidas vinculadas a la pro­
tección de éstos. 

e) Requerir a las autoridades judiciales la ·adopción de medidas tendientes a 
mejorar la situaqión de los menores, incapaces e inhabilitados, así como de los 
penados que se encuentren bajo la curatela del artículo 12 del Código Penal, 
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cua·ndo tomen conocimiento de malo t t d fi . . 

~~~~i~~:sd:b;~y~i:~~=~~esse s~~:U:~:::~~~re: ~c~e;~~~r~so~~~o~~~~~~= ~~~:~ 
medida~ ~rgentes propias de la representac~ó~up~oa~~~c~~d~~~ ~f;r~~~~los tomar 

t f) PetiCIIonar a ~~: a~toridades judiciales la aplicación de las medidas pert' 
es para a protecclon Integral de los menores e . men-

~~u~: ~~i:~t~~~~~~~::~:~ ~ ~=~::n~~ra su sal~~cf~~~~e: ~x!~~s~~~ ~~~:~:~~~~~ 
cio~a~oncurri~ c~n la autoridad judicial en el ejercicio del patronato del Estado Na-

nes y~~~~~~ ~~:~:~:r~~~~=t~~~~~u~~~: respectiva, Y desempeñar las funcio-

:~~:~=~~~~ ~~:~~~~~~~~c~en~:r;~~:~~;:,n~r~l:~~::~;~~~~t¿e:n 
2

a~·;;;~t~~b~: 
h) Emitir dictámenes en los asuntos en 

curadores públicos. que sean consultados por los tutores o 

i) Citar y hacer comparecer a personas a su des acho . . . 
ra necesario para pedir explicaciones o contestar :ar os' cuando a su JUICIO fue-
do. se encuentre afectado el interés de menores e inc~pa~~=· se formulen, cuan-

t J) .Inspeccionar per~~dicamente los establecimientos de internación guarda tr -
~miento y reedu~ac1on de menores 0 incapaces, sean públicos 0 'riv ' a_ 

blenda mantener Informados a la autoridad judicial y por la v' . , p . ados, de 

~:~~:~~~ead. ~~~!:i:~~;::~~=~ ~e~:d~~~i~~~;~:;~a:l i:r:a~~~~ ~~!i~~~~~~~~~ 
e cu1 a o Y atenc1on que se les otorgue. 

k_} .Poner en conocimiento de la autoridad judicial competente las . 
omiSiones de los jueces, funcionarios o em leados de o . accl.on~s.y 
que consideren susceptibles de sanción disciplinaria y r~q~e~~b~~:l;l~c~~i¿~~tlcla 

1) Responder los pedidos de informes del Defensor General. 

qu~ ~mp~nerdsanciones disciplinarías a los magistrados, funcionarios y empleados 
mentaec~n~s ependan, en los casos y formas establecidos en esta ley y su regla-

Ref., normativas: Código Civil, art.59; Código Penal, art.12; ley 22.914 

bu~:~;~~~;s~.c~ó~o; ~e::;~~~= í~~~~~~:.d:u~n~:o~~s h:~~:a~í~~ ~~~ los tri-

para ~ctuar también en primera instancia, tendrán las siguientes competgna~os 
especiales: enc1as 

fie~~ ~~~=~~~~:~~ns ~ú!;c~~o d~e ~~n~~:p=~~~~~a~s f~~~~01~e;ri~=r~ai~7ta~~~~ 
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y promover o continuar las acciones que correspondan a fin de cumplir en forma 
efectiva con las funciones asignadas al Ministerio Público de la Defensa de Me-

nores e Incapaces. 
b) Promover acciones en forma directa en las instancias anteriores sólo por ra­

zones de urgencia, que se tendrán que fundar debidamente en cada caso. 

e) Dictaminar en las causas sometidas a fallo plenario cuando la cuestión se re­

fiera al derecho de los menores e incapaces. 

d) Dirimir los conflictos de turno y competencia que sE) planteen entre los De­
fensores de Menores e Incapaces de las instancias anteriores. 

e) Elevar un informe anual al Defensor General de la Nación sobre la gestión del 

área bajo su competencia. 
f) Ejercer la superintendencia sobre los Defensores de Menores e Incapaces an­

te las instancias inferiores e impartirles instrucciones en el marco de la presente 
ley y de la reglamentación pertinente que dicte el Defensor General. 

ARTICULO 56. - Los Defensores Públicos de Menores e Incapaces ante los tri­
bunales orales serán parte necesaria en todo expediente de disposición tutelar 
que se forme respecto de un menor autor o víctima de delito conforme las leyes 
de menores vigentes; y deberán asistir bajo pena de nulidad, a los juicios orales 
de menores conforme lo dispuesto en el Código Procesal Penal de la Nación. 

Ref. normativas: Código Procesal Penal 

ARTICULO 57. -El Registro de Menores e Incapaces creado por decreto 282/81 pa­
sa a integrar el Ministerio Público de la Defensa, bajo la dependencia directa del Defen­
sor de Menores e Incapaces ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil. 

TUTORES Y CURADORES PUBLICOS 
ARTICULO 58. - Los jueces federales y nacionales de la Capital Federal desig­

narán en los procesos judiciales, tutores o curadores públicos de aquellos meno­
res, incapaces o inhabilitados, que sean huérfanos o se encontraren abandona­
dos. Ello no impedirá la designación de tutores o curadores privados cuando los 
jueces hallen personas que reúnan las condiciones legales de idoneidad necesa-

rias para desempeñar tales cargos. 
ARTICULO 59. - Los tutores y curadores públicos tendrán las funciones previs­

tas en los Títulos VIl a XIV de la Sección 11 del Libro 1 del Código Civil, sin perjuicio 
de las demás propias de la naturaleza de su cargo y las que les encomiende el 
Defensor General de la Nación. Especialmente deberán: 

a) Cuidar de las personas de los menores, incapaces o inhabilitados asignados 
a su cargo, procurando que los primeros sean instruidos para que puedan -en su 
momento- acceder a una profesión, arte, oficio o actividad útil. En el caso de quíe-
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nes padezcan enfermedades mentales, toxicomanías o alcoholismo, procurarán 
su restablecimiento y pedirán, cuando corresponda, su rehabilitación. 

b) Ejercer la representación legal de los incapaces que han sido confiados a su 
cargo, asistir a los inhabilitados, cuidar las personas de ambos así como también 
su patrimonio; proveer, cuando corresponda, a su adecuada administración. 

e) Ejercer la defensa de las personas sin bienes en el carácter de curadores pro­
visionales en los procesos de declaración de incapacidad e inhabilitación y repre­
sentarlos en los restantes procesos que pudieren seguirse contra ellas, según el 
régimen de la ley procesal. En las mismas condiciones, tratándose de personas 
sin parientes ni responsables de ellas, ejercerán su curatela definitiva. 

d) Aplicar correctivos a sus pupilos en los términos que lo permite el ejercicio 
de la patria potestad. 

e) Proceder de oficio y extrajudicialmente en la defensa de las personas o inte­
reses puestos a su cuidado, tanto en el ámbito de la actividad privada como fren­
te a la Administración Pública. 

f) Ejercer la defensa de las personas internadas en los términos del artículo 482 del 
Código Civil, tanto en lo personal como en lo patrimonial, gestionando tratamientos ¡;¡de­
cuados, así como también los amparos patrimoniales que puedan corresponder. 

g) Citar y hacer comparecer a su despacho a cualquier persona, cuando a su 
juicio ello fuere necesario a fin de requerirle e~plicaciones para r~s~.onder s~bre 
cargos que se les formularen por tratamientos Incorrectos o la om1s1on de cuida­
do respecto de los menores, incapaces o inhabilitados que se hallen a su cargo, 
o por cualquier otra causa vinculada con el cumplimiento de su función. 

h) Concurrir periódicamente a los establecimientos en donde se hallen alojadas 
las personas a su cargo e informar al juez y al defensor público sobre el estado y 
cuidado de aquéllos, debiendo efectuar las gestiones que consideren convenien-

tes para mejorarlos. 
i) Mantener informado al Defensor de Menores e Incapaces de primera instan­

cia sobre las gestiones y asuntos que se encuentren a su cargo y responder a 
cualquier requerimiento que éste les formule. 

Ref. Normativas: Código Civil 

DEFENSORES PÚBLICOS OFICIALES 
ARTICULO 60. - Los Defensores Públicos Oficiales, en las instancias y fueros en 

que actúen, deberán proveer lo necesario para la defensa de la persona y los de­
rechos de los justiciables toda vez que sea requerida en las causas penales, y en 
otros fueros cuando aquéllos fueren pobres o estuvieren ausentes. Para el cum· 
pllmiento de tal fin, sin perjuicio de las demás funciones que les encomiende el 
Defensor General de la Nación, tendrán los siguientes deberes y atribuciones: 

1;1.4 
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a) Ejercer la defensa y representación en juicio, como actores o demandados, 
de quienes invoquen y justifiquen pobreza o se encuentren ausentes en ocasión 
~e requerirse. la defensa de sus derechos. 

b) Ejercer la defensa de los imputados en las causas que tramitan ante la jus­
ticia en lo criminal y correccional, en los supuestos en que se requiera conforme 
lo previsto por el Código Procesal Penal de la Nación. En ·el cumplimiento de es­
ta función tendrán el deber de entrevistar periódicamente a sus defendidos, infor­
mándoles sobre el trárnite procesal de su causa. 

e) Con carácter previo a la promoción de un proceso, en los casos, materias y 
fueros que corresponda, deberán intentar la conciliación y ofrecer medios alterna­
tivos a la resolución de conflictos. En su caso presentarán al tribunal los acuerdos 
alcanzados para su homologación. 

d) Arbitrar los medios para hallar a los demandados ausentes. Cesarán en su 
intervención cuando notifiquen personalmente al interesado de la existencia del 
proceso y en los demás supuestos previstos por la ley procesal. 

e) Contestar las consultas que les formulen personas carentes de recursos y 
asistirlas en los trámites judiciales pertinentes, oponiendo las defensas y apela­
ciones en los supuestos que a su juicio correspondan; y patrocinarlas para la ob­
tención del beneficio de litigar sin gastos. 

f) Responder los pedidos de informes que les formule el Defensor General de la 
Nación y elevar a éste el informe anual relativo a su gestión. 

g) Imponer las sanciones disciplinarias a los magistrados, funcionarios y em­
pleados que de ellos dependan, en los casos y formas establecidos en esta ley y 
su reglamentación 

Ref. Normativas: Código Procesal Penal 

ARTICULO 61. - Los Defensores Públicos Oficiales ante los tribunales colegia­
dos de segunda instancia tendrán -en especial- las siguientes atribuciones: 

a) Dirimir los conflictos de turno y competencia que se planteen entre los De­
fensores Públicos Oficiales de las instancias anteriores. 

b) Ejercer la superintendencia sobre los Defensores Públicos Oficiales ante las 
instancias inferiores e impartirles instrucciones en el marco de la presente ley y 
de la reglamentación pertinente que dicte el Defensor General. 

e) Elevar al Defensor General un informe anual sobre la gestión del área bajo 
su competencia. 

d) Desempeñar las demás funciones gue les encomiende el Defensor General 
de la Nación. 
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Los Defensores Públicos Oficiales ante los tribunales colegiados de casación 
tendrán las atribuciones descriptas en los incisos e) y d) de este artículo. 

DEFENSORES PÚBLICOS ADJUNTOS DE MENORES E INCAPACES Y DEFENSORES 
PÚBLICOS OFICIALES ADJUNTOS ANTE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CASA­
CIÓN, DE SEGUNDA INSTANCIA Y DE INSTANCIA ÚNICA 

ARTÍCULO 62. - Los Defensores Públicos Adjuntos de Menores e Incapaces y 
Públicos Oficiales Adjuntos ante los tribunales colegiados de casación, segunda 
instancia y de instancia única, actuarán en relación inmediata con los Defensores 
Públicos ante dichos tribunales, y tendrán los siguientes deberes y atribuciones: 

a) Sustituir al Defensor Público titular en el ejercicio de sus deberes, cuando por 
necesidades funcionales, éste así lo resuelva, y en caso de licencia, excusación, 
recusación, impedimento o vacancia. 

b) Informar al Defensor Público titular respecto de las causas sometidas a su 
intervención y asistirlo en el ejercicio de sus funciones, en la medida de las nece­
sidades del servicio. 

HONORARIOS DE LOS DEFENSORES PÚBLICOS OFICIALES . 

ARTÍCULO 63. - El imputado en causa penal que, a su pedido o por falta de de­
signación de defensor particular, sea asistido por un Defensor Público Oficial, de­
berá solventar la defensa, en caso de condena, si cuenta con los medios suficien­
tes. A tal fin, el tribunal regulará los honorarios correspondientes a la actuación 
profesional de la defensa, conforme a la ley de aranceles. 

Con el objeto de verificar el estado patrimonial del imputado para determinar la 
pertinencia de dicha regulación de honorarios, el informe socio-ambiental que se 
practique deberá contener los elementos de valoración adecuados, o el juez or­
denará una información complementaria al efecto. Si de ellos surgiese que el im­
putado resulta indigente al momento de la sentencia, será eximido del pago. 

ARTÍCULO 64. - En caso de incumplimiento en el pago de los honorarios dentro de 
los diez (10) días de notificado el fallo, el tribunal emitirá un certificado que será re­
mitido para su ejecución al organismo encargado de ejecutar la tasa de justicia. 

Las sumas que se recauden por tal concepto, así como los honorarios regula­
dos a los defensores públicos en causas no penales, se incorporarán a los fondos 
propios del Ministerio Público de la Defensa. 

SECCIÓN IV 

FUNCIONARIOS Y PERSONAL AUXILIAR DEL MINISTERIO PÚBLICO 

ARTÍCULO 65. - Los funcionarios y el personal auxiliar del Ministerio Público se 
regirán por la presente ley, las normas pertinentes del decreto-ley 1285/58 y las 

116 

Anexo 

reglamentaciones que dicten el Procurador General de l.a Nación y el Defensor Ge­
neral de la Nación. En particular se establece: 

a) Los funcionarios y empleados del Poder Judicial de la Nación que hubieren 
pasado a desempeñarse en el Ministerio Público Fiscal o en el Ministerio Público 
de la Defensa, y se encuentren prestando servicios allí, quedan incorporados a su 
planta permanente. 

b) Todo traspaso de funcionarios o empleados desde el Ministerio Público al Po­
der Judicial de la Nación, o a la inversa, no afectará los derechos adquiridos du­
rante su permanencia en uno u otro régimen, que comprenderán el reconocimien­
to de su jerarquía, antigüedad y los beneficios derivados de la permanencia en el 
cargo o categoría y otros análogos, a fin de garantizar el ascenso indistinto en am­
bas carreras, atendiendo a los títulos y eficiencia de los funcionarios Y empleados, 
y a su antigüedad. 

El traspaso de los funcionarios y empleados de la Curaduría Oficial del Ministerio 
de Justicia de la Nación al Ministerio Público de la Defensa, no afectará qerechos 
adquiridos que comprendan el reconocimiento de su jerarquía, antigüedad y los be­
neficios derivados de la permanencia en el cargo o categoría y otros análogos. 

e) Todos los integrantes del Ministerio Público conservarán su afiliación a la 
Obra Social del Poder Judicial de la Nación, mediante un convenio a celebrarse 
entre el Ministerio Público y la Corte Suprema de Justicia de la Nación, que ga­
rantice idéntica cobertura y la misma porcentualidad en las cuotas. 

dl Los funcionarios y empleados administrativos gozan de estabilidad mientras 
dure su buena conducta y hasta haber alcanzado los requisitos legales para obte­
ner los porcentajes máximos de los respectivos regímenes jubilatorios. Podrán ser 
removidos por causa de ineptitud o mala conducta, previo sumario administrativo 
con audiencia del interesado. Sólo con su conformidad podrán ser trasladados 
conservando su jerarquía, a otras jurisdicciones territoriales distintas de las adju­
dicadas en su designación. 

e) La designación y promoción de los funcionarios y del personal del Ministerio 
Público se efectuará por el Procurador General o por el Defensor General, según 
corresponda, a propuesta del titular de la dependencia donde exista la vacante y 
de acuerdo a lo que establezca la pertinente reglamentación. Los magistrados 
mencionados podrán delegar esta competencia. 

Ref. Normativas: Decreto Ley 1. 285/58 
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TÍTULO 111 

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS (artículos 66 al 77) 

REPRESENTACIÓN DEL ESTADO EN JUICIO 

ARTÍCULO 66. - A los efectos de dar cumplimiento al artículo 27 -primera par­
te- de esta ley, salvo los casos en que por ley se autorice un régimen especial, el 
Estado nacional y sus entes descentralizados serán representados y patrocinados 
ante los tribunales judiciales y organismos jurisdiccionales y administrativos nacio­
nales y locales, por letrados integrantes del Cuerpo de Abogados del Estado de­
pendientes de los servicios jurídicos de los respectivos ministerios, secretarías, re­
particiones o entes descentralizados. 

En el interior de la República, cuando el organismo interesado carezca en el lu­
gar de los servicios referidos, la citada representación será ejercida por Delegados 
del Cuerpo de Abogados del Estado dependientes de la Procuración del Tesoro de 
la Nación y designados por el Poder Ejecutivo; en su defecto, la ejercerán letra­
dos integrantes del Cuerpo de Abogados del Estado dependientes de otros servi­
cios jurídicos. 

Cuando el Poder Ejecutivo lo estimare conveniente la representación judicial es­
tatal será ejercida por el Procurador del Tesoro de la Nación. 

Cuando situaciones excepcionales o casos especiales lo hagan necesario, tal 
representación, podrá ser ejercida por otros abogados contratados como servicio 
de asistencia al Cuerpo de Abogados del Estado, previo dictamen favor.able del 
Procurador del Tesoro de la Nación. 

Nota de redacción. Ver: Decreto Nacional 1.204/01 

SE CREA EL REGISTRO DE ABOGADOS DEL ESTADO AL QUE DEBERÁN INSCRIBIR­
SE LOS QUE EJERZAN LAS FUNCIONES PREVISTAS EN EL PRESENTE ARTÍCULO 
(B.O. 27-09-2001) 

ARTÍCULO 67.- Los representantes judiciales del Estado se ajustarán a las ins­
trucciones que impartan el Poder Ejecutivo, el Jefe de Gabinete, los ministerios, 
secretarías, reparticiones o entes descentralizados. En caso que la representación 
sea ejercida por Delegados del Cuerpo de Abogados del Estado, esas instruccio­
nes se impartirán a través de la Procuración del Tesoro de la Nación. 

En defecto de ellas, los representantes desempeñarán su cometido en la forma 
que mejor contemple los intereses del Estado nacional confiados a su custodia. 

ARTÍCULO 68. - En todos los juicios en trámite en que el Estado nacional o sus 
entes descentralizados estén representados por integrantes del Ministerio Públi­
co, cualquiera sea la instancia y fuero donde estén radicados, la Procuración del 
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Tesoro de la Nación deberá adoptar las medidas conducentes para la designación 
de nuevos representantes de acuerdo a las disposiciones de esta ley, dentro de 
los 365 días de su entrada en vigencia. 

Los integrantes del Ministerio Público continuarán ejerciendo la representación 
judicial del Estado tanto en los juicios en trámite como en los que se iniciaren, 
hasta su reemplazo efectivo. 

ARTICULO 69. -A los fines del cumplimiento de lo previsto en los artículos 27, 
66 y 68 de la presente ley, el Jefe de Gabinete de Ministros podrá disponer la 
creación, supresión, transferencia y redistribución de dependencias, servicios, 
funciones y cargos, así como efectuar las reestructuraciones de créditos presu­
puestarios que a tal efecto, sean necesarias. 

REMISIÓN DE PLIEGOS - ACUERDO DEL SENADO 

ARTÍCULO 70. -Todos los actuales integrantes del Ministerio Público que se de­
sempeñen en los cargos previstos en los incisos b), e), d), e) y f) de los artículos 
3 y 4 de esta ley gozan de la estabilidad que prevé el artículo 120 de la Consti­
tución Nacional. 

El Procurador General y el Defensor General deberán obtener el acuerdo previs­
to en el artículo 5. A tal efecto el Poder Ejecutivo remitirá los pliegos correspon­
dientes dentro de los treinta días corridos contados a partir de la sanción de la 
presente ley. 

Lo previsto en el párrafo anterior no impedirá la remoción de dichos funciona­
rios por hechos ocurridos con anterioridad a la sanción de la presente ley. 

Ref. normativas: Constitución Nacional (1994), art.120. 

RECURSOS 

ARTÍCULO 71. - Los recursos para atender todos los gastos que demande el 
cumplimiento de la presente ley provendrán de las partidas que las leyes de pre­
supuesto otorguen al Ministerio Público. 

El presupuesto específicamente deberá asignar las sumas que hoy correspon­
den a la Dirección de la Curaduría Oficial del Ministerio de Justicia de la Nación, 
al programa del. Ministerio Público de la Defensa. 

EQUIPARACIONES - MINISTERIO PÚBLICO FISCAL 

ARTÍCULO 72. - Los actuales cargos del Ministerio Público Fiscal modificarán su 
denominación de acuerdo a las siguientes equiparaciones: 

a) El Procurador General de la Nació~, en el cargo de igual denominación, pre­
visto en el inciso a) del artículo 3. 
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b) Los Procuradores Fiscales de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en 
el cargo de Procurador Rscal ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, pre­
visto en el inciso b) del artículo 3. 

e) El Fiscal General de Investigaciones Administrativas, en el cargo de Rscal Na­
cional de Investigaciones Administrativas, previsto en el inciso b) del artículo 3. 

Mientras permanezca en el cargo, el actual Fiscal General de Investigaciones 
Administrativas conservará la equiparación presupuestaria, remuneratoria, previ­
slonal, de protocolo y trato vigente al momento de la sanción de la presente ley. 

d) Los Fiscales de Cámara ante los tribunales colegiados de casación, de se­
gunda instancia y de instancia única; el Procurador General del Trabajo, los Fisca­
les Adjuntos de la Fiscalía Nacional de Investigaciones Administrativas, y los Se­
cretarios de la Procuración General de la Nación, en los respectivos cargos de Fis­
cales Generales previstos en el inciso e) del artículo 3. 

e) Los Fiscales Adjuntos de la Fiscalía ante la Cámara Nacional de Apelaciones 
en lo Criminal y Correccional Federal de la Capital, el Subprocurador General del 
Trabajo, los Secretarios Letrados de la Procuración General de la Nación, en los 
cargos de Fiscales Generales Adjuntos previstos en el inciso d) del artículo 3. 

Mientras permanezca en el cargo, la actual titular de la Sub- Procuración Ge­
neral del Trabajo conservará la equiparación presupuestaria, remuneratoria, previ­
sional, de protocolo y trato que prevé el artículo 9 de la ley 18.345. 

t) Los Fiscales y los Agentes Fiscales ante los jueces de primera instancia, los 
Fiscales Adjuntos Móviles de la Procuración General de la Nación y los Secreta­
rios Generales y Secretarios Letrados de la Fiscalía Nacional de Investigaciones 
Administrativas, en los cargos de Fiscales previstos en el inciso e) del artículo 3. 

g) Los Fiscales Adjuntos ante la justicia de primera instancia en lo criminal y co­
rreccional federal, los Prosecretarios Letrados de la Procuración General de la Na­
ción y el Fiscal Coadyuvante de la justicia nacional del trabajo, en los respectivos 
cargos de Fiscales Auxiliares previstos en el inciso t) del ¡;¡rtículo 3. 

Mientras permanezcan en el cargo, los actuales Fiscales Adjuntos ante los Juz­
gados Federales de Primera Instancia en lo Criminal y Correccional tendrán la 
equiparación presupuestaria, remunerativa y previsional correspondiente a los car­
gos previstos en el inciso e) del artículo 3, de conformidad con lo dispuesto en el 
inciso d) del artículo 12 de la present~ ley. 

Ref. Normativas: Texto Ordenado Ley 18.345 Art.9. 

EQUIPARACIONES - MINISTERIO PÚBLICO DE LA DEFENSA 

ARTÍCULO 73. - Los actuales cargos del Ministerio Público de la Defensa modi­
ficarán su denominación de acuerdo a las siguientes equiparaciones: 

120 

Anexo 

a) El Defensor General de la Nación, en el cargo de igual denominación previs­

to en el inciso a) del artículo 4. 

b) El Defensor Oficial de Pobres, Incapaces y Ausentes ante la Corte Suprema 
de Justicia de la Nación, en el cargo de Defensor Oficial ante la Corte Suprema 
de Justicia de la Nación, previsto en el inciso b) del artículo 4. 

e) Los Defensores Oficiales de Pobres, Incapaces y Ausentes ante la Cámara de 
Casación Penal, sus Adjuntos, los Defensores Oficiales ~e Pobres, lncapa~es Y Au­
sentes ante los tribunales Orales en lo Criminal, sus Adjuntos, an_te los _Tnb~nales 
Federales de la Capital Federal, los de Primera y Segunda ~~~tanela dellntenor. del 

, y los Secretarios de la Defensoría General de la Nac1on, en los respectivos 
~=~~os de Defensores Públicos Oficiales ante la Cámara, de Casa~i~n Penal, ~d­
·untos ante la Cámara de casación penal, Defensores Publicas Of1c1ales ante_ o_s 
~ribunales orales en lo Criminal, Adjuntos ~nte los Tribunales orales en lo Cr~ml~ 
nal ante los Tribunales Federales de la Capital Federal, de Pnmer~. y Segunda lns 
tan~ia del interior del país y de la Defensoría General de la NaclOn, conforme lo 

previsto en el inciso e) del artículo 4. 

d Los Asesores de Menores e Incapaces de Cámara y los Asesores de ~~no­
res )ante los tribunales orales, en los respectivos cargos de Def~nsorest p~:~~~~i~ 
de Menores e Incapaces ante los Tribunales de Segunda _lns_tancla y a~ ~ 

b les Orales en lo Criminal, conforme lo previsto en el InCISO e) del articulo 4. 
una N . , 1 car 
e Los Secretarios Letrados de la Defensoría General de la, aclon, en os ~ 

gos) de Defensores Públicos Ofici~le_s Adjuntos d~ la Defensona General de la Na 

ción, conforme lo previsto en el Inciso d) del articulo 4. . 

t) Los Defensores Oficiales de Pobres, Incapaces y Ausent~s _de Pnm~r~, y de 
Primera Segunda Instancia, en los cargos de Defensores Publicas ?fi~la es an­
te los Ju~ces y Cámaras de Apelaciones, conforme lo previsto en el melsa e) del 

artículo 4. 
Los Asesores de Menores e Incapaces de Primera Instancia, e_n los cargos de 

De~~nsores Públicos de Menores e Incapaces de Primera lnstancm, conforme lo 

previsto en el inciso e) del artículo 4. . , 
h Los Prosecretarios Letrados de la Defensoría General de la ~aclon en los car­

gos)de Defensores Auxiliares de !a Defensoría General de la Naclon, conforme con 

lo previsto en el inciso t) del art1culo 4. 

ESTRUCTURA 
ARTÍCULO 7 4. - El Procurador General de la Nación y el Defensor ~~neral_ de la 

Nación en sus respectivos ámbitos, podrán modificar la est~uctura b~slca existen­
te a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley mediante el dictado de re-
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glamentaciones, en tanto no afecten los derechos emergentes de la relación de 
servicio de los magistrados, funcionarios y empleados actualmente en funciones. 

Toda alteración que implique la afectación de tales derechos y la creación de 
cargos de magistrados, deberá ser previamente aprobada por el Congreso. 

ARTÍCULO 75. - En los ámbitos de competencia material o territorial donde no 
se hubiesen designado los Defensores Oficiales ante los tribunales colegiados de 
segunda instancia ejercerán la función los Defensores Oficiales ante los tribuna­
les de primera instancia que hubiesen tomado intervención en la causa recurrida 
o, en la justicia federal con asiento en el interior del país, aquellos que tengan su 
sede en el mismo lugar que el tribunal de apelaciones, según el caso. Hasta tan­
to se produzcan las designaciones correspondientes, dichos Defensores Oficiales 
ante los tribunales de primera instancia percibirán la remuneración correspondien­
te a la de los magistrados enumerados en el inciso e) del artículo 4. 

DEROGACIONES 

ARTÍCULO 76. - Deróganse las leyes 15.464 y 21.383; los títulos VIl, VIII y IX 
de la ley 1893; los artículos 6 y 10 de la ley 4162; el artículo 31, cuarto párra­
fo, inciso a) del decreto-ley 1285/58; el artículo 3, incisos a) y b), y 5 de la ley 
20.581; el capítulo 11 de la ley 18.345; el artículo 3 de la ley 24.091 en tanto es­
tablece que el defensor oficial ante la Corte Suprema ejerce la competencia ante 
ella en forma única y exclusiva; los artículos 516 y 517 del Código Procesal Pe­
nal en cuanto disponen la intervención del Ministerio Público en la ejecución de 
condenas pecuniarias; el artículo 3 de la ley 3952, en tanto regula la notificación 
al Procurador Fiscal de toda demanda contra la Nación y su sujeción a las instruc­
ciones ·del correspondiente Ministro del Poder Ejecutivo; la ley 3367 y la ley 
17.516 en cuanto se refieren a la representación por los Procuradores Fiscales y 
el Procurador General de la Nación en asuntos de jurisdicción voluntaria o conten­
ciosa en que el fisco demande o sea demandado y" toda otra norma que resulte 
contradictoria con la presente ley. 

Deroga a: ley 15.464, ley 21.383, ley 4.162 art.6, ley 4.162 art.10, ley 1.893, 
art.116 al 144, decreto-ley 1.285/58 art.31, ley 20.581 art.5, texto ordenado ley 
18.345, art.8 al 16. Modifica a: ley 20.581 art.3. Observa a: ley 24.091 art.3. 
Código Procesal Penal, art. 516 al 517, ley 3.952 art.3, ley 3.367, ley 17.516. 

ARTÍCULO 77. Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
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